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A cierto teniente del batallón Itxarkundia, 
norte y guía de una generación, 

del que tanto aprendí en una época 

A Martie, Mikel y Madalen, 
hijos y sin embargo amigos, 

conclusivamente 



* Lo contrario de la diferencia no es la igualdad, sino la uniformidad. 
Gurutz JAUREGUI, La democracia en el siglo XXI: 
un nuevo mundo, unos nuevos vcdores. Oñati, 2004. 

* Sin dejarnos ganar por papanatismos, no hay por qué renunciar a una 
excelente cultura política propia sacrificándola en un altar constitucio-
nal. La luz no siempre llega de Madrid. 

Gregorio MONREAL, Actualización de los Derechos Históricos, 
Revista Vasca de Administración Pública, 73 (II), (2005). 

* Creo expresar la opinión, formulada o informulada, de mucha gente si 
digo que quisiéramos seguir nuestro camino, bueno o malo, a nuestra 
propia manera, sin que se nos esté enseñando a cada momento dónde 
debemos poner los pies. 

Koldo MITXELENA, De los Vascos y su carácter, Triunfo, 1971. 
Reproducido en MITXELENA, K„ Entre Nosotros. Irún, 2001. 
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PRÓLOGO 

El lector tiene en sus manos un material de debate sugeren-
te, atractivo y de actualidad. HECHO DIFERENCIAL VASCO: 
EVIDENCIAS E INCERTIDUMBRES es un excelente trabajo 
escrito por el profesor y amigo José Manuel Castells donde se des-
tacan diferencias jurídicas, económicas y culturales del País Vasco 
respecto a las comunidades colindantes. En el libro se dan argu-
mentos sólidos que, sin duda, reforzarán las ideas de los considera-
dos vasquistas, así como levantarán críticas entre los que quieren 
ver al País Vasco como parte uniforme e inseparable de los Estados 
español y francés. Los argumentos expuestos certifican las nota-
bles diferencias existentes entre las instituciones vascas, las cuales 
se han forjado a lo largo de los últimos dos siglos, pero cuyo sus-
trato básico está en que el País Vasco se ha ido conformando asi-
mismo desde tiempos inmemoriables en sus relaciones, más o 
menos tensas, mantenidas con los pueblos vecinos con los que ha 
tenido que convivir. 

El análisis jurídico de las instituciones vascas no es más que 
la constatación de que aquí ha existido, existe y todavía quiere 
existir como pueblo diferente a pesar de los esfuerzos realizados 
por los uniformistas o canovistas de turno, tanto del interior de 
nuestro país como foráneos. Estas diferencias, fundamentalmente, 
nos vienen dadas por nuestra acentuada personalidad cultural y, 
sobre todo, por nuestro idioma, el euskera, el cual, a lo largo de la 
historia ha sabido sortear muchas turbulencias, pero siempre ha 
conseguido mantenerse, desarrollarse y adecuarse en cada momen-
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to histórico. Y en la actualidad nuestro idioma se prepara concien-
zudamente para hacer frente a los nuevos retos y embates que le 
depara la globalización y la uniformización lingüística de las pró-
ximas décadas del siglo XXI. 

El euskera sufrió una fuerte represión durante los años del 
franquismo, por lo cual experimentó un fuerte retroceso. Sin 
embargo, antes de desaparecer el régimen franquista comenzó a 
reaccionar gracias a la sensibilidad de las nuevas generaciones, que 
cogieron el testigo de la generación de la guerra civil de 1936 y de 
las anteriores. Son de destacar las reuniones de Bayona (1964) y la 
de Aranzazu (1968), en las que se fijaron las bases para su unifica-
ción y el posterior desarrollo. De esta forma, el euskera ha recupe-
rado el terreno perdido desde la victoria militar de Franco y se ha 
afianzado, sobre todo en la CAPV. 

Todavía no es hora de tocar las campanas al vuelo puesto 
que hay Administraciones públicas, como la de Navarra o la de 
Iparralde, a las que el euskera les molesta. Sin embargo, la volun-
tad inquebrantable de numerosos ciudadanos vascos de Navarra e 
Iparralde, hace que, muchas veces a regañadientes, las autoridades 
políticas y académicas de estos territorios acepten las reivindica-
ciones legítimas de los ciudadanos de esas dos comunidades. 

En la CAPV el panorama lingüístico es algo más alentador. 
Afortunadamente, las autoridades políticas y académicas respon-
den a las demandas de sus conciudadanos y por ello existen planes 
para la normalización integral de nuestra lengua milenaria. Sin 
embargo, todavía hay un largo recorrido que realizar en esta mate-
ria. Prueba de ello es que en las propias Administraciones vascas 
(autonómica, foral y municipal) en más de una ocasión observa-
mos que mandos intermedios ignoran el euskera y, lo que es peor, 
se percibe que no realizan demasiado esfuerzo para poner en prác-
tica lo que conocen cuando ocupan el puesto en el que están. En 
más de una ocasión he tenido la sensación de estar tratando con 
una Administración que podría ser de Murcia o Castilla-León. 
Espero que esta situación cambie en breve. 
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Adentrándonos en temas tratados por el profesor Castells 
tomamos como uno de los ejes de su discurso el que hace referencia 
al Concierto Económico y al Convenio de Navarra. A mi juicio, este 
sistema tributario, peculiar donde los haya, ha sabido adaptarse a 
las diferentes situaciones políticas y económicas desde su implanta-
ción en Navarra en 1841 y en Álava, Bizkaia y Gipuzkoa en 1878. 

Es conocido que el Concierto Económico y el Convenio han 
sido instrumentos de política económica esenciales en el desarrollo 
económico de nuestro país; a finales del siglo XIX Bizkaia y 
Gipuzkoa supieron utilizar este instrumento para afianzar las bases 
de su desarrollo económico y su posterior crecimiento; asimismo, 
Álava y Navarra, en virtud del particular sistema tributario que 
mantuvieron en la época franquista, pudieron seguir los pasos de 
los otros dos territorios a partir de mediados del siglo pasado. En 
este sentido, hay que reseñar que el desarrollo económico del País 
Vasco ha sido muy diferente al de Cataluña o Madrid; el País Vas-
co, además de contar con un Capital Social específico, en coopera-
ción con otros factores, entre otros el sistema tributario, ha conoci-
do un singular desarrollo económico, especialmente después de la 
profunda crisis de los ochenta. 

Es conveniente recordar que el sistema del Concierto Eco-
nómico fue objeto de fuertes ataques a mediados de los años vein-
te con Calvo Sotelo al frente de la Hacienda central; más tarde, 
bien entrada la guerra civil, en julio de 1937, como castigo, a Biz-
kaia y Gipuzkoa se les suprimió el régimen del Concierto Econó-
mico. En esto también el País Vasco fue diferente, puesto que es 
difícil de entender que dos territorios sean declarados traidores. 

Sin embargo, los ciudadanos vascos de la época supieron 
reaccionar y prueba de ello es que se adaptaron a la nueva situa-
ción, y a pesar de los posteriores planes de desarrollo económico y 
sociales diseñados para impulsar las economías de otras zonas del 
Estado, lo cierto es que el País Vasco siguió haciendo su propio 
recorrido, pese a no contar con las ayudas del gobierno del dicta-
dor. Incluso se llegó a hablar de descapitalización de la economía 
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vasca por no disponer de adecuadas infraestructuras para el funcio-
namiento normal de una economía. 

Una vez recuperado el sistema del Concierto Económico en 
1981, la Administración autonómica de la CAPV y las tres Diputa-
ciones Forales comenzaron a disponer de un instrumento eficaz 
para diseñar políticas económicas, incluida la fiscal, diferentes de 
las políticas de otras comunidades autónomas. Mientras que la Ley 
Orgánica de Financiación de Comunidades Autónomas (LOFCA) 
de régimen común permite actuar parcialmente sobre algunos 
impuestos cedidos, las Juntas Generales en la Comunidad Autóno-
ma Vasca y el Parlamento Foral de Navarra pueden dictar normas 
tributarias en su integridad, las cuales no tienen porqué coincidir 
con las del territorio común. 

El reconocimiento del hecho diferencial en materia tributa-
ria ha levantado celos, sobre todo, en las comunidades autónomas 
colindantes a las dos comunidades forales (CAPV y CFN). Eso ha 
supuesto la interposición de numerosos recursos ante instancias 
jurídicas estatales, terminando en muchos casos en tribunales 
comunitarios. Después de muchas turbulencias jurídicas, en 2000 
las Administraciones de la CAPV y la central firmaron el Pacto 
Fiscal. No obstante, a pesar de dicho Pacto, los conflictos en esta 
materia continúan, puesto que todavía no ha podido blindarse el 
sistema del Concierto Económico de los ataques de gobiernos 
autonómicos o asociaciones empresariales por los posibles perjui-
cios causados por incentivos fiscales a la inversión. 

El último conflicto se fundamentaba en la diferencia de los 
tipos de gravamen en el Impuesto de Sociedades de la ley estatal 
(35%) y de las Normas Forales del Impuesto de Sociedades de los 
tres territorios forales de la CAPV (32,6%): Para la politizada jus-
ticia española esta diferencia significa ayuda de Estado, por lo que 
se suspende la aplicación de este tipo impositivo, sin que todavía la 
justicia comunitaria, única con competencias para definir si es ayu-
da de Estado o no, ha dictado ya sentencia en relación a dichas 
Normas Forales de la CAPV. 
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Después de la sentencia del Tribunal de Luxemburgo sobre 
los tipos de gravamen aprobados en las Islas Azores de Portugal, 
todo indica que las instancias jurídicas comunitarias darán la razón 
a las instituciones forales vascas, puesto que quedará constancia de 
que el diferencial en los tipos de gravamen de por sí no se conside-
ra ayuda de Estado, a no ser que la reducción en la recaudación de 
impuestos vaya acompañada con una subvención otorgada por el 
Gobierno central para compensar dicha reducción. 

En nuestro caso particular, la reducción de los ingresos tri-
butarios no significó ninguna variación en el cupo pagado anual-
mente al Gobierno central, al depender éste de los gastos realiza-
dos por la Administración central en la CAPV en concepto de 
cargas en competencias exclusivas del Estado y de aquéllas otras 
que todavía, por motivos de oportunidad política, no han sido 
transferidas, aunque sí recogidas en el Estatuto de Autonomía de 
1979 (prisiones, investigación, etc.). En suma, ninguna modifica-
ción en materia del Impuesto de Sociedades ha ido acompañada 
por ayudas o subvenciones por parte de la Administración central, 
sino que dichas medidas fiscales incentivadoras de inversiones rea-
les han sido expresión unilateral de la voluntad de las instituciones 
forales vascas. 

Dicho de otro modo, el sistema del Concierto Económico y 
del Convenio Económico de Navarra es de riesgo unilateral, lo cual 
significa que independientemente de lo recaudado por las Diputa-
ciones Forales en concepto de impuestos concertados, el cupo a 
pagar a la Administración central se mantiene invariable. Si por 
cualquier razón las instituciones forales recaudan menos de lo que 
deberían hacerlo, el cupo a pagar, calculado por la Comisión Mixta 
del Concierto Económico o del Convenio de acuerdo con la meto-
dología aprobada para todo un quinquenio, no se puede modificar. 

Conviene recordar que las investigaciones llevadas a cabo 
en materia de incentivos fiscales a la inversión (reducción en los 
tipos impositivos de sociedades en general), el efecto sobre dichas 
inversiones es sólo temporal. Una vez tomada la medida fiscal, las 
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fuerzas del mercado actúan sobre todos los factores de producción, 
anulando paulatinamente los efectos ventajosos iniciales. 

Como se ha indicado más arriba, las comunidades autóno-
mas de régimen común tienen cedidos algunos impuestos total o 
parcialmente cuyos rendimientos les corresponde a las Haciendas 
autonómicas, no a las Diputaciones provinciales de las respectivas 
comunidades. Luego, para llegar a la financiación plena, puesto 
que a estas comunidades se les garantiza la suficiencia presupues-
taria, reciben de la Administración central una partida denominada 
fondo de nivelación. Esta partida está habilitada en los Presupues-
tos Generales del Estado y se considera como equivalente a la par-
ticipación en los ingresos tributarios del estado, teniendo este flu-
jo financiero sentido contrario al del cupo o al de la aportación 
económica de Navarra. 

Asimismo, las comunidades autónomas de régimen común 
pueden disfrutar de otra partida de los Presupuestos Generales en 
el caso de que no dispongan de suficientes fondos presupuestarios 
como para ofrecer un mínimo nivel de un servicio público conside-
rado básico por las normas presupuestarias estatales. Por ello afir-
mamos que este sistema es de riesgo compartido y el de la CAPV 
o el de Navarra es de riesgo unilateral. 

Por último, conviene recordar que la Ley 18/2001 de Estabi-
lidad Presupuestaria, luego reformada mediante la Ley 15/2006 de 
26 de mayo, trata de forma singular a la CAPV y a Navarra en vir-
tud del sistema del Concierto Económico y Convenio. En un prin-
cipio, a la CAPV se le quiso aplicar dicha Ley igual que a las 
comunidades autónomas de régimen común debido a que el texto 
del Concierto Económico de 1981 sólo trata de relaciones tributa-
rias y no incluye, explícitamente, las relaciones financieras. ¿No 
son el cupo y los ajustes del IVA e impuestos especiales flujos 
financieros? 

Por otra parte, es conveniente recordar que el cupo materia-
liza el principio de solidaridad recogido en la Constitución, el 
Estatuto de Autonomía y el propio Concierto Económico por tres 
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vías diferentes: 1) El índice de imputación se calcula en función 
del valor añadido relativo y no de la población; 2) Se financia el 
Fondo de Compensación Interterritorial, fondo genuinamente soli-
dario, sin recibir nada a cambio; y 3) Los flujos públicos financie-
ros positivos entre el Reino de España y la Unión Europea están 
financiados, en parte, con el saldo negativo de la CAPV y Navarra 
en sus relaciones financieras con la Unión Europea. 

En suma, sirvan estas breves líneas para reafirmar la tesis 
del profesor Castells de la existencia de notables diferencias jurídi-
cas (añadiría también las económicas) entre el País Vasco y nues-
tras comunidades vecinas del Reino de España y de la República 
francesa. Dichas diferencias se han fraguado a lo largo de nuestra 
historia, a pesar de las fuerzas centrífugas que han tratado de 
homogeneizar a nuestro pueblo cuando las circunstancias sociales 
o políticas lo han permitido. Todo intento de homogeneizar, hasta 
ahora, tarde o temprano, ha sido neutralizado, y una vez superados 
dichos intentos, la voluntad de seguir manteniéndonos diferentes 
ha salido reforzada, y esperemos que a partir de ahora también lo 
siga siendo. 

Donostia-San Sebastián, 17 de octubre de 2006 

Baleren Bakaikoa Azurmendi 
Catedrático de Economía Aplicada 

de la UPV/EHU 
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1. LAS BASES DEL HECHO DIFERENCIAL 

1.1. Precisiones introductorias 

De forma premeditada al tratar del diferencialismo vasco, se 
hará una consideración conjunta de lo que constituye en la actuali-
dad la Comunidad autónoma del País Vasco y la Comunidad foral 
de Navarra. Análisis global que se plantea, no ya por un prejuicio 
apriorístico de tipo ideológico, sino por una realidad común difí-
cilmente negable -aunque siempre habrá negadores contumaces-
y la constatación que, aún reconociéndose diferentes sensibilida-
des entre ambos territorios -por ejemplo en el subsistema de parti-
dos políticos-, incluso de contenidos competenciales específicos, 
en la ardua cuestión del autogobierno, entre dichas Comunidades 
existen en lo concerniente al hecho diferencial, unas identidades de 
fondo, de líneas de sustento y de argumentación, incluso de reali-
dades históricas y políticas, que requieran forzosamente un exa-
men conjunto en el momento, al menos, de perfilar la cuestión de 
los parámetros de la diferenciación de los territorios de la secular 
Vasconia o Euskal Herria. 
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Del mismo modo, es pertinente dejar claro de entrada, que 
esta materia debe y requiere ser abordada, en este preciso momento 
y lugar, desde un enfoque general y global; puesto que es bien cier-
to que existe en las dos décadas posteriores a la aprobación de la 
Constitución y de los Estatutos de Autonomía, una considerable 
profusión de jornadas, seminarios, estudios y publicaciones, siem-
pre atañentes a esenciales aspectos del diferencialismo vasco, tal 
como puedan ser citadas las referidas primordialmente a la indis-
pensable -en esta cuestión- Disposición adicional primera de la 
Constitución; o a la base, realidad y desarrollo presente de los dere-
chos históricos y al restablecimiento del régimen foral; o, siguiendo 
con supuestos similares, abundan los estudios sobre el derecho civil 
foral, y sobra señalarlo, sobre el espacio cultural y lingüístico. 

Sin embargo, desde la perspectiva doméstica no ha tenido 
lugar un examen aproximativo de la suma de datos sectoriales de 
todo tipo y clase -historico-forales, políticos, económicos, ordina-
mentales, jurisprudenciales, etc.-, que conformando el bloque de 
la diferencialidad del espacio común de Vasconia, nos permita 
poseer una visión panorámica del ayer, y sobre todo del hoy, en 
que se plasma esa singularidad. Tarea que de forma modesta, se 
pretende, con el aludido carácter sintético y aproximativo, en las 
siguientes líneas. 

Asistimos desde hace unos lustros a una dura diatriba políti-
co-partidista por estos lares, especialmente acerba con ocasión de 
las elecciones autonómicas de mayo del 2001, por no decir del 
reciente proceso de reforma estatutaria, o el más que actual proce-
so hacia la pacificación y el fin de la violencia. Por ello, también se 
pretende -aunque sea difícil su consecución-, adoptar un objetivo 
académico en la búsqueda de una cierta ponderación y objetividad, 
sin recaer, en ningún caso, en un huero neutralismo distanciador. 
Si están en juego los intereses vitales de un pueblo que al fin y al 
cabo es el mío, no puedo menos de decantarme a su favor; lo que 
no obstante se pretende es no recaer en posiciones de un esteril 
partidismo o incidir posicionalmente en los bloques frentistas 
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inconmovibles. Que se consiga este objetivo en un grado suficien-
te, lo revelará el decurso del análisis y el juicio del lector; al menos 
que quede claro de entrada la ya antedicha intención. 

Puesto que de diferencialismo vamos a tratar, unas someras 
reflexiones sobre lo que debe significar en el presente momento y 
lugar. Puede indicarse sin mayores problemas, que el hecho dife-
rencial en cuanto fórmula virtualmente reivindicativa, nace en la 
España en la Restauración y aparece formulada esencialmente por 
políticos, catalanes1, aunque paralelamente ya la habían formulado 
-como se verá- los fueristas liberales vascos y reconocida para los 
vasco-navarros en esa época, por el propio PII MARGALL2. 

Referencia a orígenes históricos diferenciales que ante el 
nuevo siglo y milenio, adquiere una inusitada importancia, devi-
niendo en un problema de primer orden en el actual Estado auto-
nómico3, planteado en el interior de una situación política dura y 
difícil, poco receptiva a aventuras territoriales periféricas. 

1 Al respecto la ponencia de FOSSAS, Enric, El concepto de hecho Diferencial. En 
la obra colectiva Estado Autonómico y Hecho diferencia! de Vasconia (Donostia: Eus-
ko Ikaskuntza, 2000), pp. 33 y ss. La alusión es obligada en este ámbito al excelente 
volumen de Eliseo AJA, El Estado autonómico. Federalismo y Hechos Diferenciales. 
Madrid: 2a edición, 2000. 

2 En su magna obra Las Nacionalidades (1877, edición de 1988. Madrid, pp. 227 
y ss.). 

3 Como señala Joaquín TORNOS en su recensión a un libro de Eliseo AJA en el 
número 151 de la Revista de Administración Pública, p. 544: el verdadero problema 
del Estado de las autonomías reside en encontrar la fórmula jurídica que sea acepta-
ble para todas las partes y que dentro de un sistema coherente reconozca esta singu-
laridad, de éste tan difícil de aprehender como real "hecho diferencial"!...] [como] 
sentimiento de nación diferenciada. 

En parecidos términos, la presentación de Luis María DIEZ PICAZO en el núme-
ro 229 de Revista de Occidente: El mayor problema político de la España democráti-
ca... hallar una articulación territorial que permita la integración de personas y gru-
pos con identidades nacionales distintas (p. 6). 

En el transfondo está, como mencionan Manuel BALLBÉ y Roser MARTÍNEZ 
(Soberanía dual y constitución integradora: la reciente doctrina federal de la Corte 
Suprema Norteamericana. Barcelona: Ariel, 2003, p. 166), que nuestro desarrollo ins-
titucional autonómico en estos 25 años se ha basado en una descentralización, pero 
no en un reconocimiento político de las nacionalidades. 
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1.2. Razones para un diferencialismo 

El propio FOSSAS ha destacado a su juicio la inoportunidad 
del concepto mismo del hecho diferencial4, así como también exis-
ten voces autorizadas que le niegan virtualidades si parten exclusi-
vamente del Estatuto autonómico5. Y sin embargo, ese diferencia-
lismo ha sido reconocido y verificado, en distintas direcciones, por 
una amplia y fundada base doctrinal. Tal vez sea Miguel HERRE-
RO DE MIÑÓN6, el autor que con mayor intensidad y profundidad 
ha estudiado esta materia, aunque opta por la expresión sociedades 
diferenciales para aquellas en la que existen comunidades de 
carácter nacional, al lado de otras que no alcanzan tal carácter; o 
propugnando otra denominación en igual dirección, sociedades 
distintas en mención de FOSSAS7. 

Si el análisis crítico ha sido realizado por juristas puede 
entenderse que dicha diferencialidad deba sustentarse obligada-
mente en el ordenamiento jurídico. Gumersindo TRUJILLO8 defi-
ne los hechos diferenciales como aquellas diversidades autonómi-
cas constitucionalmente relevantes en tanto que singularidades 

4 En su ponencia citada, p. 34: la tesis central de mi ponencia es pues, que la utili-
zación de la idea del hecho diferencial en el debate autonómico, tanto en el discurso 
político como en el ámbito académico, muestra que hoy por hoy nadie puede precisar 
muy bien lo que es; es decir, no permite saber a ciencia cierta aquello que se designa 
con tal expresión. A mi modo de ver, se trata de un concepto equívoco, jurídicamente 
irrelevante, y cargado de preconcepciones políticas a pesar de su aparente neutrali-
dad. Por ello, creo que no resulta operativa ni para explicar el Estado autonómico en 
su estado actual, ni para realizar propuestas de futuro. Aun respetando tal posición, 
opino lo contrario. 

5 Así, para Juan Fernando LÓPEZ AGUILAR (Estado Autonómico y Hechos Dife-
renciales, Madrid, 1996, p. 83), no cabe deducir consecuencias jurídicas permanentes 
de tal autocalificación (diferencial) realizada por el poder estatuyente. 

6 Se manifiesta de este modo en su ponencia titulada La posible diversidad de los 
modelos autonómicos en la transición, en la Constitución de 1978 y en los Estatutos 
de Autonomía, en la obra colectiva publicada por el Institut d'Estudis Autonómics 
(Barcelona. 1995). 

7 Ponencia cit, p. 35. 
8 En su artículo titulado Homogeneidad y asimetría en el Estado autonómico, 

Revista Documentación Administrativa (números 232-233, p. 19). 
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que por estar previstas en la Constitución o ser consecuencias 
directas de previsiones constitucionales constituyen un límite a la 
homogeneidad9. En parecidos términos, RUBIO LLORENTE10, 
distinguía entre hechos diferenciales constitucionalizados y hechos 
diferenciales institucionalizados, que emergían éstos últimos cuan-
do en determinadas comunidades políticas existían partidos nacio-
nalistas hegemónicos o con predominante influencia en el Congre-
so de los Diputados. 

También se ha expuesto, como fundamento del hecho dife-
rencial, una línea biologista. El profesor MORENO11 define así el 
hecho diferencial, como un rasgo o conjunto de rasgos diferencia-
dores respecto a otros grupos étnicos o comunidades. Es pues, un 
concepto elaborado por contraposición subjetiva que es difícil-
mente cuantificable y está inmerso en la etnicidad o identidad étni-
ca de los pueblos. 

Pienso, y no sólo como jurista, que el punto de apoyo de la 
diferencialidad debe de conformarse en razones y posiciones 
objetivas: normativas, fácticas, históricas, etc., siendo consciente 
que la diferencia se casa de forma defectuosa con una igualdad a 
ultranza, tal como la proclamaron los jacobinos, que implicaba la 
consiguiente desaparición de los fueros considerados como fór-
mulas territoriales discriminadoras. Se alega, y no negaré su pun-
to de fundamento, que un status diferenciado -"de iure y defac-
to "— con rango fundamental y sólo para algunas Comunidades 

9 El mismo TRUJILLO (ponencia titulada Integración constitucional de los hechos 
diferenciales y preservación de la cohesión básica del Estado autonómico, en la obra 
colectiva Asimetría y cohesión en el Estado autonómico. Jornadas sobre el Estado 
autonómico: integración y eficacia (Madrid, 1997, p. 18), se preocupaba por la instru-
mentalización de los hechos diferenciales como armas arrojadizas y por ello proponía 
diferenciar entre los auténticos hechos diferenciales y las aspiraciones diferenciado-
ras globales. 

10 En su intervención en la obra colectiva Ante el futuro del Senado (Barcelona, 
1996, pp. 546 y ss.). 

11 En su obra La Federalización de España. Poder político y territorio. Madrid: 
Siglo XXI, 1997, p. 108. 
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autónomas es una propuesta constitucionalmente inadmisible12. 
No obstante, opino que difícilmente puede negarse la evidencia 
de unos datos -y entraré en ello al tratar del bloque de la constitu-
cionalidad- que reflejan determinados parámetros de diferencia-
ción. En la no ya tan acuciante discusión sobre las razones para 
una posible asimetría en el Reino de España, son recientes las 
pruebas -véase el nuevo Estatuto de autonomía para Cataluña, 
entre otras demostraciones- que avalan la prosecución en el exa-
men de la diferencialidad, con particular atención al supuesto 
vasco, superando así un más que rancio igualitarismo negador de 
toda especificidad al servicio de la más consistente uniformidad 
territorial'3. 

Diferencialismo como adaptación de lo distinto, como no 
podía ser de otra manera, ante, por poner evidentes ejemplos, el 

12 Javier GARCÍA ROCA, en su excelente artículo ¿A qué llamamos, en Derecho, 
hechos diferenciales?, Cuadernos de Derecho Público, 11 (2000), p. 105. Posterior-
mente, corroborando esencialmente esta postura, su ponencia El riesgo de la generali-
zación de asimetrías en las reformas estatutaria y los límites del principio dispositivo, 
en la obra colectiva La Reforma del Estado autonómico [ORTEGA ÁLVAREZ, Luis 
(Dir.). Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 2005], 

13 Pierre SADRAN en El Gobierno local en Francia en el Informe de P I I SUN-
YER sobre Gobierno local en las democracias avanzadas (Barcelona: Fundació Caries 
Pi i Sunyer d' Estudis Autonómics i Locáis, 1996, pp. 26-27) proporciona un paradig-
mático ejemplo -aunque el mismo nos cueste creerlo-, de las consecuencias derivadas 
de la negación a ultranza de todo diferencialismo territorial al servicio, otra vez, del 
principio de unidad e indivisibilidad de la República: Con ocasión de la ley gala de 
orientación para la distribución y desarrollo del territorio que pretendía (artículo 42) 
poner en marcha políticas de desarrollo reforzadas y diferenciadas en las zonas que se 
caracterizan por handicaps geográficos, económicos o sociales [...] las zonas de 

fomento de recursos se caracterizan principalmente por un bajo nivel de desarrollo 
económico y por la insuficiencia de tejido industrial o terciario... las zonas rurales de 
desarrollo prioritario comprenden las zonas que se caracterizan por un bajo nivel de 
desarrollo económico [...]. Pues bien, ante este ramillete de buenas y solidarias inten-
ciones, los autores (por cierto, diputados socialistas) de un recurso de apelación presen-
tado frente a esta ley ante el Consejo Constitucional, invocaban argumentalmente la 
violación de la indivisibilidad de la República, al mantener que dicha norma lleva a la 
balcanización del territorio nacional, provocando una acumulación de diferenciaciones 
basadas en conceptos vagos que no garantizan ninguna adecuación a las realidades 
claramente identificables y no ponen ningún límite al diferencialismo territorial. 
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hecho insular o la existencia de una lengua propia. Tiempo habrá 
para desmenuzar la anterior afirmación; sí que parece pertinente 
señalar que si se pretende reflejar la diferencia frente a otros, esa 
misma diferenciación conlleva una nueva y mejor integración en 
realidades políticas englobadoras, partiendo de un acomodo con-
sensuado y aceptado y con unas cláusulas de encaje más ajustadas. 
Esa otra manera de vivir en España que mencionaba con referen-
cia catalana, Manuel AZAÑA con ocasión del Estatuto republica-
no, que ha tenido connotaciones bien presentes en esa pretendida y 
frustrada nueva fórmula amable de convivencia con la realidad 
estatal, la había expresado el Presidente PUJOL con ocasión del 
debate que sobre el Estado autonómico tuvo lugar en el Senado, el 
26 de septiembre de 1994: 

El objetivo principal del autonomismo catalán no es el de la 
descentralización [...] no es tampoco la denominada profundiza-
ción democrática [...]. La principal razón es la conciencia de 
nuestra identidad, la voluntad de defenderla y de fortalecerla. Re-
clamamos el autogobierno, sobre todo porque creemos que lo ne-
cesitamos para seguir siendo catalanes. El objeto es la conserva-
ción y el fortalecimiento de una identidad diferenciada dentro del 
conjunto de España. 

Parece incluso políticamente incorrecto que cuando cerca 
de un 40% de los vascos de la Comunidad Autónoma -según el no 
precisamente nacionalista Eusko barómetro- se declaran indepen-
dentistas, por mi parte parezca definirme por vías más o menos 
integracionistas con el reino de España. Prescindiendo de visio-
nes estratégicas -y en lo que me concierne el viento ha soplado 
hacia diversos rumbos, según diferentes situaciones-, resta el 
hecho diferencial intervasco como pieza insustituible para una 
adecuada comprensión de este nuestro País y también, ni más ni 
menos, que para una esperanzada visión del futuro de una Vasco-
nia en paz. 
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1.3. El indispensable substrato foral 

1.3.1. Los fueros como un sistema político propio 

Haciendo notar que las siguientes líneas son una somera sínte-
sis ante la profundidad y extensión de la cuestión de los fueros vas-
cos, me limitaré a aludir, siguiendo a Gregorio MONREAL y en 
publicación bien reciente14, que dichos fueros en los años finales de 
la Edad moderna y principios de la contemporánea, se componían de 
dos estratos diferentes: por un lado, las instituciones, la organización 
municipal propia, con las asambleas representativas provinciales o 
juntas generales los órganos ejecutivos derivados de ellos; a lo que 
hay que añadir instituciones que gozaban de un gran predicamento y 
arraigo: la libertad de comercio, con las aduanas situadas en el 
Ebro, la exención fiscal de los impuestos propios de la monarquía, 
que hizo llamar a los territorios vascos provincias exentas; la igual 
exención militar, el pase foral para la aplicación de la normativa 
externa, así como ciertas formas de la Administración de justicia15. 

Un segundo elemento que adquirió una importancia funda-
mental a medida que avanzó el tiempo es lo que MONREAL deno-
mina la concepción pactista del orden político, basado en conven-
ciones bilaterales de las instituciones vascas con el monarca, y por 
lo tanto no modifícables unilateralmente ni por el propio rey. 

14 Su ponencia titulada Actualización de los Derechos históricos, Revista Vasca de 
Administración Pública, 73 (II), (2005), p. 278. 

15 Sobre el poder judicial, en el Discurso preliminar leído en las Cortes al presen-
tai' a la Comisión de Constitución el proyecto de Constitución de 1812 (texto reeditado 
en 1999 por la ed. Civitas con una preclara introducción de Eduardo GARCÍA DE 
ENTERRIA), se mencionaba en este plano, lo siguiente: La autoridad judicial es tam-
bién en Navarra muy independiente del poder del gobierno. En el Consejo de Navarra 
se finalizan todas las causas, así civiles como criminales, entre cuales-quiera perso-
nas, por privilegiadas que sean, sin que vengan a los Tribunales Supremos de la Cor-
te ni en apelación, ni aún por el recurso de injusticia anterior [...]. Las provincias vas-
congadas gozan igualmente de infinitos fueros y libertades, que por tan conocidas no 
es necesario hacer de ellos mención alguna. El propio GARCIA DE ENTERRIA, al 
percibir el valor que a la historia otorga el citado Discurso preliminar, reconoce que no 
es tan artificioso como ha solido decirse el argumento historicista. 
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Dos breves referencias a sendas instituciones denotadoras 
de esa peculiaridad: una era la hidalguía universal que el monarca 
castellano reconoció para todos los vizcaínos y guipuzcoanos ya 
en el siglo XVI y trasladada posteriormente a Álava y parte de 
Navarra; institución que tenía importantes efectos en cuanto al 
pago de impuestos reales, prohibición de la tortura judicial o inqui-
sitorial, etc.16 

Otra, consistía en el denominado Pase foral, considerada 
como la llave maestra de los fueros, en opinión propia que partía 
de una fórmula existente a partir de las Cortes de Burgos de 1379. 
Suponía que las disposiciones de gobierno contrarias al derecho 
foral debían obedecerse pero no cumplirse17. Lo singular se halla, 
no en el origen y desarrollo de la figura, sino en la duración de esta 
institución, que fue derogada para los territorios vascos por norma 
de la Regencia provisional (General ESPARTERO), de 5 de enero 
de 1841, pese a las duras protestas de las Diputaciones vascas que 
se opusieron frontalmente a dicha decisión. 

Al hilo de la precedente constatación, es preciso mencionar la 
principal nota que detenta el mundo de la foralidad vasca: no su ori-
ginalidad, sino su inusitada pervivencia temporal, que la hace estar 
viva hasta la palpitante actualidad, como se comprueba con cierta 
Disposición adicional de la Constitución de 1978. En mayor medida, 
debe resaltarse su supervivencia ante la subida de los Borbones a la 
cabeza de la monarquía y la liquidación consiguiente y prácticamen-

Al respecto SORIA, Lourdes, Hidalgos y patriotas: problemas de configuración 
política de Euskal Herria. En la obra colectiva dirigida por José Manuel de PÉREZ-
PRENDES, La violencia y los enfremamientos de culturas, Madrid: Fundación Ricar-
do Delgado Vizcaíno, Iustel, Instituto de Metodología e Historia de la Ciencia Jurídica 
de la UCM, 2004, pp. 276 y ss. Esta autora atribuye dicha concesión real, entre otras 
razones, a la situación estratégica fronteriza de Gipuzkoa y Bizkaia que convertía a 
dichos territorios en defensa directa e inmediata del Reino frente al enemigo francés. 

17 Sobre esta institución, GÓMEZ RIVERO, Ricardo, El Pase Foral en Guipúzcoa 
en el siglo XVIII. San Sebastián, 1982. Posteriormente y con alcance global al territo-
rio vasco, su ponencia titulada significativamente: Un derecho histórico no actualiza-
do: el uso o pase foral (I), en la obra colectiva Los Derechos históricos Vascos. Oñati. 
1988, pp. 73 y ss. 
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te total del componente foral de la Corona de Aragón, a través de los 
Decretos de Nueva Planta. Se puede dar como una explicación de 
esta persistencia, el no acceder a negociaciones en este ámbito por 
parte de las instituciones vascas18, pero esa asombrosa persistencia 
institucional merece también la alusión a la firmeza en su defensa 
por parte de las Diputaciones forales, y en el fondo y en la forma, al 
arraigo popular con que indudablemente contaban; y ello pese a la 
oposición frontal y puntual de ciertos gobernantes (OLIVARES, 
GODOY, etc.) que sólo tras la hecatombe de la derrota militar de la 
primera y segunda (o tercera para algunos) carlistada, conseguirían 
el objetivo de su abolición, aunque no fuera total. 

Es esta pervivencia a lo largo del tiempo, los regímenes políti-
cos y las circunstancias cambiantes -y no puede ignorarse el dato 
que los vascos, sus insti tuciones, apostaron a caballo ganador en las 
contiendas civiles hasta 183319- del régimen foral general existente 
en la Provincia de Gipuzkoa, el Señorío de Bizkaia, la Hermandad de 
Araba y el Reino de Navarra, la característica más notable, tal como 
se ha indicado, de este ordenamiento foral territorial específico. 

Partiendo de una base común con otros ámbitos espaciales 
en la monarquía castellana, el frondoso árbol foral va perdiendo 
ramas a medida que avanza el tiempo y se producen determinadas 
circunstancias adversas, pero su savia nutritiva permanece, no inal-
terada, pero sí al menos viva y operativa como fórmula de relación 
y de autogobierno. Volveré a Koldo MITXELENA, tan recordado 

18 Así Santiago MUÑOZ MACHADO, [El problema de la vertebración del Esta-
do en España (del siglo XVIII al siglo XXI). Madrid: Iustel, Portal de Derecho S.A., 
2006, p. 30) menciona que en los casos vascongado y navarro se consiguió prolongar 
la situación del Antiguo Régimen, asombrosamente, casi dos siglos, a base simple-
mente, de dar largas y no participar en negociaciones con posibles resultados abolito-
rios. 

19 Como señala Koldo MITXELENA [véase una selección de sus textos en la obra 
Entre Nosotros (Irun, 2001, p. 36, en artículo del autor publicado en el Semanario 
Triunfo (1971)]: (Seperdió), en 1833 la intuición que hasta entonces les había guiado 
para apoyar con pleno acierto al bando que había de resultar vencedor en las con-
tiendas civiles españolas. 
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por tantos de nosotros, para que con su expresiva pluma resalte 
este hecho20: 

Se ha dicho, en primer lugar, que se trata de simples fueros o 
privilegios locales, de los que se encuentran en Béjar como en 
Miranda de Ebro, no de derechos que no datan. Aun dado esto 
por bueno, que no es poco dar, queda un detalle inexplicado: 
cómo es que unos llegaran a crecer y madurar, resistiendo a muy 
fuertes vientos contrarios, y sean todavía hoy un recuerdo eficaz, 
cuando de los otros sólo nos quedan, en el mejor de los casos, 
ediciones críticas del mayor valor para quienes se interesan por 
particularidades jurídicas y lingüísticas de la Edad Media. 

Los fueros, como el mismo idioma vasco, el verdadero enig-
ma es el que plantea su conservación, no el origen, de la lengua21. 
Éste es el auténtico quid de la cuestión: su en ocasiones discutida, 
pero siempre perceptible presencia y actualidad hasta la más palpi-
tante coyuntura. 

1.3.2. La foralidad en la época contemporánea 

En los albores de nuevos tiempos, a los que no eran ajenos 
las aventuras militares carlistas, los fueros en su vertiente institu-
cional presentaban todavía una imagen de indudable potencia. 
Tomás Ramón FERNÁNDEZ menciona esa imagen característica 
de la foralidadQ2, una organización singular, construida sobre el 
binomio tradicional de Juntas Generales y Diputaciones forales, un 
cierto contenido competencial, Concierto o Convenio incluido y 
sobre todo, un especial sistema de relaciones con las instituciones 

20 Op. cit., p. 36. 
21 MITXELENA, Koldo, op cit., p. 391. 
22 Alusión en su magnífico volumen titulado Los Derechos Históricos ele los Terri-

torios forales: Bases constitucionales y estatutarias de la Administración Foral Vasca, 
Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1985. Posteriormente, en igual sentido, 
su ponencia Los Derechos Históricos y la Ley de Régimen Local, en las Jornadas de 
Estudio sobre ta actualización de los Derechos Históricos. San Sebastián, 1985. Bil-
bao: Universidad del País Vasco, 1986. 
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colindantes con ellos, por arriba -el Estado- y por abajo, el esca-
lón municipal, que supone una preeminencia destacada sobre 
éstos y una notable libertad de desenvolvimiento con respecto a 
aquél. 

Cuando los Fueros, en su expresión estática comenzaban a 
remodelarse y a adaptarse a las nuevas situaciones económicas, 
jurídicas y políticas, sin por ello perder en su aprecio y apoyo po-
pular, -el eslogan Paz y Fueros del notario MUÑAGORRI23 reve-
laba en su unidad expresiva el peso que poseía en diversos estratos 
vascos el ordenamiento foral-, nos hallábamos en vísperas de ata-
que frontal abolitorio. No puedo menos de reproducir en extenso 
una cita de quien fue el más prestigioso intelectual español de iz-
quierdas de la segunda mitad del siglo XIX. Me refiero, a Fran-
cisco PIIMARGALL24. Dicha mención describe lo siguiente: 

Se administran y se gobiernan aún por sí mismas las provin-
cias Vascongadas y Navarra. A excepción de la última [...] cele-
bran todas periódicamente, juntas generales en que bajo una y 
otra forma, estaban representados sus pueblos y se trataban y re-
solvían los más arduos negocios. Elegían en esas juntas, una di-
putación foral, y la residenciaban después que había cumplido su 
encargo. Por medio de estos poderes imponían y recaudaban tri-
butos, levantaban empréstitos, pagaban los intereses de su deuda, 
la amortizaban y llenaban todas sus obligaciones, tenían sus 
guardias forales, cuidaban de sus intereses materiales y morales; 
los caminos y las demás obras públicas, los montes y los plantí-
os, el culto y el clero, la beneficencia y la enseñanza. Construían 
y mantenían sus cárceles. Todo sin intervención del Estado. 
Mediante la aprobación del Estado reformaban su propio fuero y 

23 Sobre este tiempo José Luis ORELLA en su ponencia Supresión del régimen 
foral, en la obra colectiva Euskal Herria. Historia y Sociedad. Oiartzun: Caja Laboral, 
1985, pp. 572 y ss. Sobre la tentativa, ciertamente frustrada de Muñagorri en los fina-
les de la primera carlistada, vid., por todos, EXTRAMIANA, José, Historia de las gue-
rras carlistas. San Sebastián: L. Aramburu, 1979, Vol I, pp. 133 y ss. 

24 Op. cit., p. 229. Como indicó Bartolomé CLAVERO (Historia y Autonomía: 
federalismo anónimo en la construcción de España, Revista de Occidente, 229, (2000) 
p. 20): [.. .] el Derecho consuetudinario vascongado [es] de fondo inequívocamente 
federal. 
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has ta las leyes genera les del Reino . Test igo las célebres Orde-
nanzas de Motr ico , cor recc ión de nues t ra Ley Munic ipa l de 
1870 . . . 

Larga cita que parecía en su contenido aludir a un bello edi-
ficio de construcción consolidada. Sin embargo y por el contrario, 
las fisuras, incluso el resquebrajamiento del ordenamiento y de sus 
instituciones de gobierno, estaban a punto de hacer perecer a lo 
que persistía incólume durante varias centenas de años. La sombra 
alargada de CÁNOVAS DEL CASTILLO estaba ya al acecho 
cuando se escribían las líneas del político catalán. 

Unas décadas antes había tenido lugar la causa para una 
futura disociación Navarra. Con ocasión del final de la primera 
guerra carlista, la nueva Diputación provincial Navarra se aprestó a 
negociar con el Gobierno central en lo que finalmente sería la ley 
de 16 de agosto de 1841, considerada a la baja y no asumida por el 
resto de los territorios forales25, pero que en la realidad fomentará 
una institucionalización de Navarra impermeable a los avatares 
históricos posteriores y un espíritu de singularidad de este territo-
rio que ha sido denominado cuarentaiunismo y que ha perdurado 
hasta la actualidad26. 

Diferente será la suerte para el resto de los territorios fora-
les. Es preciso esperar al final de la segunda guerra carlista, para 
que se consuma el tantas veces anunciado reajuste encaminado 
hacia la desaparición de los fueros. Con el ejército del norte ocu-
pando la totalidad del territorio vasco y en pleno estado de 
excepción, el ideólogo de la nueva Restauración, CÁNOVAS 
DEL CASTILLO, se apresurará a finalizar con los denostados 
fueros asimilados al derrotado carlismo. De consuno con el Ge-

25 Sobre esta ley y sus efectos posteriores, vid. MINA APAT, María Cruz, Fueros y 
Revolución liberal en Navarra. Madrid: Alianza, 1981. También LARUMBE, Pedro 
María, Reflexiones sobre las Instituciones Navarras, en la obra colectiva Euskal He-
rria. Historia y Sociedad., op. cit., pp. 586 y ss. 

26 Sobre este Cuarentaiunismo, JIMENO JURIO, José María, La Segunda Repú-
blica en Navarra (1931-1936). Obras Completas, núm. 14, Pamplona: Pamiela, 2005. 
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neral QUESADA se pone en marcha la operación que desembo-
cará en la ley abolitoria de 21 de julio de 1876. Sin embargo, el 
propio CÁNOVAS era consciente de los obstáculos que una 
medida de tal cariz podía suponer y las reacciones subsiguientes , 
por parte de unas masas agotadas por el esfuerzo bélico, pero 
que habían acreditado sobradamente su apoyo a las instituciones 
tradicionales. Otra razón, esta vez más pragmática, juega en la 
cabeza del jefe del partido conservador: la práctica inexistencia 
de una Administración central periférica en el territorio vasco, 
que prestara en este espacio los servicios -no demasiado bien 
prestados- de forma similar a como lo hacía en otros contextos 
peninsulares e insulares. El régimen foral había supuesto la ges-
tión autónoma y en exclusiva de sus propios servicios y era cla-
ro que por medio de una norma no se podía imponer la implan-
tación de la Administración central en las provincias 
vascongadas, allí donde no existía ni rastro de esa Administra-
ción; de modo especial se percibía este potencial peligro en el 
sistema financiero y hacendístico27. 

Realismo que explica indudablemente la contrapartida para-
lela a la abolición de los Fueros y que se refleja en la aparición de 
la fórmula de los Conciertos económicos28, que se aprobarán 
mediante acuerdo del Gobierno central y las respectivas Diputacio-
nes provinciales. El primero de ellos, el aprobado por Real Decre-
to de 13 de noviembre de 1877, consolidado por el Real Decreto de 
28 de febrero de 1878, explicitaba las razones, más o menos sola-

27 Señaló esta situación mi ponencia El Derecho Público Vasco desde 1876 hasta el 
Estatuto de Gernika. Conciertos Económicos y Autonomía, en la obra colectiva Euskal 
Herria..., op. cit., pp. 574 y ss. 

28 Un análisis de este instrumento y la coyuntura histórica consiguiente en el 
Estudio Introductorio de Gregorio MONREAL ZIA titulado El Concierto Económi-
co'vasco: la construcción social del Derecho en el tiempo, publicado en el volumen 
Gipuzkoa y el Estado. Relaciones fiscales y Tributarias (1696-2005). San Sebas-
tián: Diputación Foral de Gipuzkoa, 2005. Corpus documental ciertamente exhaus-
tivo en esta obra de Roldan JIMENO ARANGUREN y Virginia TAMAYO SALA-
BERRIA. 
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padas, para la emergencia del instrumento del concierto económi-
co, a falta de mejores arreglos. Su preámbulo29 no podía ser más 
expresivo: 

Autorizado el Gobierno por la ley de 21 de julio para introdu-
cir en este punto las modificaciones más en armonía con los hábi-
tos del país, no ha tenido presente solo las conveniencias de éste 
y lo difícil y arriesgado que es prescindir de un modo violento de 
instituciones seculares encarnadas, por decirlo así, en cada uno 
de las vascongados, y que constituyen su manera de ser social, 
política y económico, sino que también que alejada la Adminis-
tración (la central se entiende) como ha estado, de aquellas 
comarcas, a donde su acción nunca se dejó sentir, carecía de ante-
cedentes y noticias de toda suerte indispensables para que la 
equidad y la justicia, base de toda tributación aceptable, brillasen 
en sus disposiciones. 

Dualidad de causas para comprender la fórmula del Con-
cierto, entendida en su primera época con una nota de provisiona-
lidad hasta que la Administración central estuviera en mejores con-
diciones de hacerse con el sistema financiero, e igualar por lo 
tanto a las provincias vascongadas con el resto de la monarquía. 
Transitoriedad que dura hasta la Ley de Presupuestos de 29 de 
junio de 1887, que reconocerá para lo sucesivo la persistencia de la 
contribución vasca por medio del Concierto Económico. 

A la sombra del Concierto y de cierta frustración por la pérdi-
da foral, se potencia un pensamiento que recibe el título defuerismo 
liberal, que rompe así la interesada equiparación fuerista=carlista. 
Entre otras varias fuentes, citaré a Fidel de SAGARMÍNAGA, Dipu-
tado General en los azarosos momentos posteriores a la abolición 

29 Sobre las normas de éste y el posterior período, es indispensable la consulta a 
ESTECHA Y MARTÍNEZ, losé María, Régimen Político y Administrativo de las 
Provincias Vasco Navarra. Bilbao: Imprenta Povincial, 1918; Apéndice, Bilbao: 
Imprenta Provincial, 1926; Apéndice II, Bilbao: Imprenta Provincial, 1935. [Reim-
presión fotostática a cargo de Joseba Agirreazkuenaga, Bilbao: Diputación Foral de 
Bizkaia y Euskal Herriko Zuzenbide Historikorako Institutoa/Instituto de Derecho 
Histórico de Euskal Herria (UPV/EHU), 1997. Colección Clásicos de la Hacienda 
Foral], 
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foral y diputado en Cortes a partir de 187930. En esta fecha procla-
mará públicamente: no admitimos reforma alguna que no concuerde 
con la voluntad libérrima del país congregado en sus juntas solem-
nemente. Admitiendo la identificación y vinculación vasca con 
España, y no sólo con la monarquía, se inclina por otro concepto del 
Estado que sea compatible con la libertad vasca, siendo declarado 
opositor a que la unidad constitucional o nacional, suponga el deseo 
de reducir todos mis reinos a la uniformidad de unas mismas leyes, 
usos, costumbres y tribunales, gobernándose todos por las leyes de 
Castilla, en anterior expresión de FELIPE V. 

Aun propugnando una reforma en profundidad del sistema 
foral, su oposición a CÁNOVAS y su política unitarista era total. 
Ello le llevó al grupo de intransigentes respecto a la conciliación o 
no con las medidas abolitorias, propugnando el apartamiento vas-
co de la política general o española por presuponer ésta la pérdida 
de los Fueros. Lo que el país necesita es un nuevo partido, el fue-
rista, que ofrezca un cauce a los vínculos naturales entre vascon-
gados y navarros y labore por la recuperación del sistema político 
perdido; de tal modo, que se demuestre que la verdadera unidad 
constitucional de España no es incompatible con la conservación 
de los derechos históricos del País Vasco-navarro. 

Pensamiento con indiscutibles secuelas en la actualidad 
-véase cierto documento de reforma estatutaria-, que además 
menciona ya los derechos históricos con cierta primacía temporal 
respecto a iguales citas de otros contextos, como ya se hizo notar. 

No menos expresiva es una caita de quien fue Diputado 
General de Bizkaia, Juan de TELLITU Y ARTIÑANO31 que revela 

30 Realiza un estudio acerca de este personaje y su ideología, MONREAL ZIA, 
Gregorio, Fidel de Sagarmínaga. Intérprete de la Constitución Histórica vizcaína y 
heraldo de una nueva política vasca de recuperación de los Fueros (1830-1894). En el 
volumen El Derecho Histórico de los territorios de Vasconia: Protagonistas y artífi-
ces, Notitia Vasconiae, 1 (2002), pp. 251- 313. 

31 Carta en VÁZQUEZ DE PRADA, Mercedes, Negociaciones sobre los Fueros 
entre Vizcaya y el poder central (1839-1900). Bilbao: Caja de Ahorros Vizcaína, 1984, 
pp. 572-573. ' 
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con nitidez ese pensamiento liberal fuerista, que con todo, justo es 
reseñarlo, no llegó a cuajar políticamente: 

El país aforado era libre e independiente, y al incorporarse 
respectiva y voluntariamente a la Corona de Castilla, lo hizo sin 
perder absolutamente nada de su especial modo de ser, así fue 
reconocido y ratificado con la solemnidad del juramento, por 
una serie continuada de Monarcas, durante una serie no inte-
rrumpida de siglos. Es pues llegado el caso de que el país afo-
rado solicite legalmente la reparación de los desafueros inferi-
dos, o se le reconozca el incuestionable derecho de formar entre 
el Pirineo y el Ebro, un Estado independiente, a la manera de 
una pequeña Suiza que siendo declarado neutral, sirva al mismo 
tiempo de una verdadera salvaguardia para España, evitando 
por esta parte una invasión extranjera. Si el Gobierno, descono-
ciendo el derecho y la conveniencia, se obstinase en llevar a 
cabo la abolición foral, soy de parecer, de que el país debe per-
manecer tranquilo y resignado, echándose al suelo y dejando 
hacer, pero causando las más solemnes protestas, sin convenir 
en nada voluntariamente, para no inutilizar a los venideros en el 
uso de su derecho y libertad de acción, y conservando la espe-
ranza en la justicia de Dios, y en que tal vez el tiempo y los 
acontecimientos traigan consigo lícitamente, su entera libertad 
e independencia. 

Los venideros aparecerán pronto en la última década del 
siglo, de la mano de Sabino Arana y su planteamiento nacionalista-
independendista, último fragor de la batalla de la abolición foral y 
sus consecuencias para el país. 

Estaba terminantemente claro en esta coyuntura, que se 
afianzaba en la monarquía un nacionalismo español que no admite 
la especialidad32. Del mismo modo, la oligarquía industrial y 
financiera vizcaína, apoya a los Conciertos Económicos aun pres-
cindiendo así de la global defensa del entramado foral. Superado el 
estado de guerra en 1879, las instituciones forales se agarran a 
cierto posibilismo, una vez declarada suficientemente su oposición 

32 Así lo señala MUÑOZ MACHADO, Santiago, El problema de la vertebra-
ción... op. cit., p. 245. 
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a la abolición foral. Se entraba de este modo y manera en otro 
tiempo, el de un realismo posibilista, que como se verá, no dejó de 
compensar ciertas frustraciones. 

1.3.3. El renacer de la foralidad 

En los precisos momentos que el edificio foral poco menos 
que se derrumbaba, que el propio derecho foral se congelaba33, 
que viejas instituciones (el pase foral, el régimen peculiar de 
aduanas, la contribución militar, etc.), desaparecían; que incluso 
las seculares juntas generales34 eran historia pasada, dejando insti-
tucionalmente en solitario a las Diputaciones provinciales, se asis-
te paradójicamente a un renacer del transformado foral, si bien 
centrado en esas Diputaciones y prevalido del régimen del Con-
cierto Económico; hasta el punto de llegar a superar, según alguna 
opinión35, en la intensidad de la acción pública a la que podía dar-
se en el ordenamiento foral tradicional. 

Parecía como si esa especie de feliz arcadia que denota el 
futuro Rector de la Universidad libre de Berlín, Guillermo de 
HUMBOLDT, en el cambio del XVIII al XIX, con directa referen-
cia a las instituciones de Bizkaia y a su Constitución tan alejada 

33 Ramón MARTIN MATEO (La Administración local en el País Vasco. En la obra 
colectiva Instituciones ele la Comunidad Autónoma de Euskadi. Oñati: Servicio de 
Publicaciones del Gobierno Vasco: 1982, p. 261) lo destaca: El derecho foral que se 
congela precisamente en el momento más importante de nuestra coyuntura histórica, 
la industrialización que conlleva la expansión de las funciones de la Administración 
pública, acusa por ello un escaso desarrollo en el campo del Derecho público... 

34 Sobre esta institución representativa, ECHEGARAY, Carmelo de, Compendio 
de las Instituciones Forales de Guipúzcoa. San Sebastián: Imprenta de la Diputación, 
1924, pp. I y ss. 

35 Así lo mantiene Pablo ALZOLA Y MINONDO (Régimen económico-adminis-
trativo antiguo y moderno de Vizcaya y Guipúzcoa. Bilbao: Casa de la Misericordia, 
1910, p. 237) quien señala que el funcionamiento administrativo, se realiza en nues-
tros tiempos con un desembarazo y una libertad de acción muy superiores a las del 
campo en el que se movían por lo general, las corporaciones vascongadas, especial-
mente los municipios, durante el gobierno absoluto. 
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del despotismo como de la anarquía*6, cien años después se inscri-
bían ya en las páginas de la historia y, curiosamente insisto, emer-
gía de forma correlativa, un potente entramado institucional que 
ocupaban el puesto primigenio, y en muchas ocasiones único, en el 
actuar administrativo; hasta el punto que el ciudadano vasco, desde 
la burguesía hasta el proletario, presta una mayor atención al deve-
nir institucional propio (Diputaciones, municipios), que incluso al 
mismo parlamento central37. 

De este modo, el viejo autogobierno vasco en continuo pac-
to con la Corona, deja paso al fluir de una administración de los 
asuntos propios por la mano de la Diputación provincial corres-
pondiente; como si el sostén económico-financiero permitiera una 
mayor facilidad de gobierno que las seculares reglas forales. En 
decadencia el fuero emerge el huevo con especial solidez, sobre 
todo en el aspecto económico-administrativo. 

Situación que responde a diversas causas moduladores. Tal 
vez la primera consiste en el crecimiento general de la Administra-
ción como consecuencia de lo que después se llamará Estado 
social y democrático de Derecho; que anunciado en las décadas 
finales del siglo XIX, se relanza en profundidad a partir de la pri-
mera guerra mundial. Esa transformación del Estado que se nutre 
con la intervención generalizada del mismo en el funcionamiento 

36 En su obra Los Vascos, reeditado en San Sebastián: Roger, 1998 [Prólogo de 
Miguel de UNAMUNO]. Indica el mismo autor: me parece indudable que, sea cual 
fuere la suerte que hayan corrido los privilegios de las Provincias vascas, todos los 
felices efectos que producen el sentimiento de una libertad bien ordenada y de una 
igualdad perfecta de derechos, se encuentran evidentemente expresos en el carácter 
del pueblo vizcaíno. Vizcaya es el único país que yo haya visto jamás donde la cultura 
intelectual y moral es realmente popular, donde las primeras y últimas ciases de la 
sociedad no están separadas por una distancia, por decirlo así inmensa [...] 

El ilustre polígrafo alemán también formuló críticas a ciertas prácticas sociales 
vascas, que avalarían así sus elogios anteriormente citados. 

37 El liberal José de ORUETA (Impresiones de la vida provincial en Guipúzcoa. 
San Sebastián. 1919), refleja este dato: Tienen hoy todavía mayor importancia para 
los guipuzcoanos las luchas provinciales y municipales que las de Cortes, que sólo 
despiertan un secundario interés. 
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de la economía, que se impondría con toda intensidad con la movi-
lización general de recursos exigida por la primera guerra mundial, 
hasta llegarse a ese denominado Estado administrativo38. Pues 
bien, es claro que las Diputaciones provinciales vascas cogen el 
tren de los nuevos tiempos en la intervención pública con una 
extraordinaria facilidad y adaptación, características proporciona-
das por los niveles de financiación y tributación conseguidos39. 

A lo que hay que adicionar los efectos derivados de la fuerte 
industrialización que iniciada en 1880 en Bizkaia y con anteriori-
dad en Gipuzkoa, proporcionará ese excedente económico a las 
Diputaciones, que les permitirá, vía hacienda, erigirse sin disputa 
en las únicas —o al menos, en las fundamentales- Administracio-
nes prestacionales de sus respectivos territorios40; de tal manera, 
que las instituciones provinciales elaborarán -y se entrará en ello-
una política asistencial y proteccionista de largo alcance, sin prác-
tica competencia de la Administración central, que sólo en lo con-
cerniente al poder judicial y a la guardia civil -en competencia 
éstas con las policías forales- visualiza su presencia en el territorio 
vasco. 

Sin embargo -y se ha mencionado la congelación del derecho 
público foral-, también es un lugar común que el previsible apoyo 
legal específico que cobijara en su seno ese inusitado desarrollo de 
competencias provinciales, no existía a la luz pública; o de existir 

38 Al respecto, Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR: Fundamentos de Dere-
cho Administrativo (¡). Madrid: Centro de Estudios Ramón Areces, 1988, pp. 139 y 
ss. 

39 Tomás Ramón FERNÁNDEZ (Los Derechos históricos... op. cit., p. 193) des-
taca, cómo de un auténtico subproducto del peculiar régimen de tributación fue sur-
giendo una poderosa Administración foral que, desde entonces, no hizo sino crecer... 
el cuarto concierto, de 1906, fue absolutamente decisivo en este sentido, pues al fijar 
unos cupos inmutables de diez años de duración, proporcionó a las Diputaciones fora-
les los excedentes necesarios para afrontar una actividad creciente en el orden presta-
cional. 

40 Op. cit., p. 194. Del mismo autor, el artículo titulado Los Conciertos Económi-
cos de las Provincias Vascongadas: aspectos jurídico-administrativos, Civitas, Revista 
Española de Derecho Administrativo, 7 (octubre-noviembre, 1975), pp. 525-527. 

40 



poseía un respaldo premeditadamente ambiguo e indeterminado. 
Como gráficamente expresara quien era notorio conocedor de ía 
situación doméstica, José de ORUETA41, respecto a las dificultades 
que acarrea para la gestión el terreno imprevisto y vago de sus atri-
buciones especiales, cuanto se diga es poco. El cúmulo de disposi-
ciones dictadas desde 1876 para querer determinarlas es un labe-
rinto en el que sólo merced al hilo de Ariadna de la tradición, del 
precedente, y del buen sentido, puede darse alguna norma de con-
ducta en la multiplicidad de casos complejos para su aplicación. 

Ambigüedad que la he calificado de premeditada y que 
siguiendo lo que insinúa más que dice, José María de ESTECHA42, 
podía explicarse con el viejo refrán del río revuelto. De todos modos 
y maneras, la actuación jurídica y a veces fáctica, de esas Diputacio-
nes provinciales, coadyuvarán en el despliegue administrativo; como 
escribió -también con conocimiento de causa- ALZOLA Y 
MINONDO43, encontrarán [las Diputaciones] más provechosas 
para sus intereses la ambigüedad de la cláusula, que la seguridad 
de una mayor precisión, que, de existir, hubiera contribuido a cortar 
el proceso de expansión que de acuerdo con los tiempos venían 
experimentando día a día las Administraciones forales. 

Al amparo de las reglas concertadas, las Diputaciones se 
hacen con un amplio elenco competencial, comenzando esta opera-
ción con el primer concierto que permitirá -entre otros apartados- la 
subsistencia de las policías forales arrinconadas, por primera vez, 
debido al despliegue de la Guardia Civil después de 187644. Compe-
tencias que se harán efectivas y reguladas sectorialmente por la 
Diputación en materias como industria, enseñanza agrícola, trans-
portes, comercio, minería, navegación, pesca, turismo, etc.45 

41 Impresiones de la vida provincial guipuzcoana... op. cit., p. 88. 
42 En su Prólogo al Régimen político y administrativo... op. cit. 
43 Op. cit., p. 239. 
44 Examiné esta situación, en mi libro La Policía autónoma. Oñati: IVAP, 1989, 2a 

edición. 
45 Vid. ORUETA, Impresiones..., op. cit., pp. 71 y ss. 
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En esta época dorada se entiende cierta apología foral, en la 
que incurre el propio Indalecio PRIETO cuando menciona la tradi-
cional honestidad de las haciendas vascas46, y que llega a rebosar de 
triunfalismo en quien fue largos años secretario general de la Diputa-
ción guipuzcoana, Mariano CIRIQUIAN GAIZTARRO47, que en 
directa referencia a la labor de esta Diputación, y en la época anterior 
a la guerra civil, señala que disponía la provincia de una red telefóni-
ca de las más densas de Europa, una red vi aria dos veces superior a la 
media nacional, a pesar de las difíciles circunstancias orográficas; de 
un amplio tendido ferroviario como lo revela el ferrocarril Zumarra-
ga-Zumaia; con un número de escuelas construidas y sostenidas por 
la Diputación, de nivel presupuestario superior al estatal... 

Relativo bienestar social que sin ser producto exclusivo atri-
buible a las Diputaciones, tiene un firme puntal en la acción intensiva 
de éstas. Basta reseñar que con apoyo en la suficiencia económica y 
en una buena gestión administrativa, las Diputaciones provinciales, al 
menos las de Bizkaia y Gipuzkoa son las únicas -tal como se ha 
hecho notar- en coger el tren de las Administraciones prestacionales, 
que comienzan a imponerse en la Europa industrializada. Buena 
Administración para los asuntos domésticos que suponía la prosecu-
ción en una tradición acreditada por cuanto viajero (NAVAGGERO, 
HUMBOLDT, JOVELLANOS o BACON) recorrió el País de los 
vascos, en diferentes épocas. 

Tampoco puede negarse, y no es sino una secuela de lo dicho, 
que las Diputaciones contaban con el aprecio de los distintos sectores 
sociales, y en mayor medida de la oligarquía financiero-industrial, 

46 Sobre el rol de PRIETO -ciertamente importante- en ei inmediato quinquenio 
republicano y en el Proceso estatutario vasco, mi libro El Estatuto Vasco (San Sebas-
tián, 1976). 

47 Conferencia titulada La Personalidad de la Provincia y los Regímenes especia-
les, en el Vol. II de Problemas Políticos de la Vida Local (Madrid. 1952, p. 62) y publi-
cada por el Instituto de Estudio de Administración Local. 

Ya en los primeros momentos de la Restauración, PI I MARGALL (Las Nacio-
nalidades, op. cit., pp. 265 y ss.) realizaba un balance comparativo, que resultaba muy 
favorable para las instituciones forales. 
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como lo atestigua con sus propias declaraciones y actuaciones quien 
fuera Presidente de la Diputación vizcaína, Víctor CHÁVARRI48. No 
cabe duda también que este grupo monárquico denominado la pina, 
disponiendo de los partidos dinásticos controlaron la Diputación de 
este territorio después de la Restauración y hasta la República, salvo 
un espacio temporal de dirección del Partido Nacionalista Vasco, e 
impondrán su política tributaria que respondía lógicamente a sus inte-
reses de clase reflejada en una imposición directa y regresiva49. 

Del mismo modo que a pesar de la coincidencia partidista de 
los detentadores de la Diputación con los Gobiernos centrales, a 
partir de la Restauración se inicia lo que se denomina la lucha por la 
excepción50, con el objetivo dirigido a la exoneración foral de la 
legislación general, con la sempiterna alegación de los preceptos al 
respecto del concierto económico. Escaramuzas que se visualizan 
con ocasión de una circular del Ministro de la Gobernación, ROME-
RO ROBLEDO (más conocido como el gran elector por su pericia 
en el evento de las elecciones), dirigida a los gobernadores civiles de 
las provincias vascas51, exhortándoles a que aplicasen en su territo-
rio con el mayor celo las leyes provinciales y municipales52. La per-

48 Sobre este personaje portugalujo, la biografía de ALONSO OLEA, Eduardo, 
Víctor CHÁVARRI (1854-1900). Una biografícLZmmlz, 2005. 

49 Un examen del Concierto en plena dictadura de PRIMO DE RIVERA, en ZA-
BALA ALLENDE, Federico de, El Concierto Económico, qué ha sido, qué es, qué 
debe ser. Bilbao: Editorial Vizcaína, 1927. Reproducción facsímil en Clásicos de la 
Hacienda Foral, Bilbao: Diputación Foral de Bizkaia. Departamento de Hacienda y 
Finanzas [Introducción y edición de Eduardo J. Alonso Oleaj, 1999. 

M Lucha por la excepción en mi trabajo: Los regímenes especiales de la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco. En MUÑOZ MACHADO, Santiago (Dir.), Tratado de 
Derecho Municipal. Madrid: Civitas, 2003, 2° edición, Vol. II pp. 2700 y ss. 

" ESTECHA: Régimen político... op. cit., pp. 73-74. 
52 La ley general municipal de 20 de agosto de 1870 (texto en FERNÁNDEZ, 

Tomás Ramón y SANTAMARIA, Juan Alfonso, Legislación administrativa española 
del siglo XIX. Madrid: Instituto de Estudios Administrativos, 1977, pp. 854-876), 
señalaba en su Disposición Adicional 3a que en atención a la organización especial de 
las Provincias Vascongadas, reconocida por la Ley de 25 de octubre de 1839, el 
Gobierno, oyendo a sus Diputaciones Forales resolverá las dificultades que ocurran 
sobre la ejecución de esta ley. 
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tinente reclamación de la Diputación vizcaína y la adhesión de las 
demás Diputaciones a su iniciativa, consiguió el éxito poco tiempo 
después, como se demuestra cuando al promulgarse la ley provin-
cial de 29 de agosto de 1882, se reconoció expresamente una situa-
ción de hecho derivada del régimen del concierto económico, así 
como su posible extensión futura53. El hecho fue que alegando el 
párrafo transcrito, las Diputaciones de Álava y Gipuzkoa felicita-
ron a los diputados y senadores vascos al entender que con el mis-
mo quedaba de hecho derogada la circular de 9 de octubre de 
188054. 

No obstante, como tuve ocasión de hacer notar55 y con espe-
cial referencia a los funcionarios públicos, la diatriba entre autori-
dades centrales y provinciales duró largo tiempo, aunque las pau-
tas finales se resolvieran mayoritariamente a favor de las 
Diputaciones. 

No puedo menos de resaltar que existían aspectos descuida-
dos en este, al parecer, ejemplar panorama institucional. Puesto 
que al ser las Diputaciones las auténticas beneficiarías de los méri-
tos del concierto, quedaba relegado el escalón de base municipal. 
La asamblea municipal vasca, a la que acabo de hacer referencia, 

53 La Disposición Transitoria 4a de la ley provincial aludida señalaba lo siguiente: 
Mientras subsista el concierto económico consignado en Real Decreto de 28 de febre-
ro de ¡878 y las Diputaciones de las Provincias Vascongadas hayan de cumplir las 
obligaciones que les imponen los artículos 10 y 11 del mismo, se consideran investidas 
dichas corporaciones, no sólo de las atribuciones consignadas en los capítulos 6 y 10 
de la presente Ley, sino de las que con posterioridad a dicho convenio han venido ejer-
citando en el orden económico para hacerlo efectivo. 

Sobre esta presión de las Diputaciones vascas, así como su incidencia genérica en 
la aplicación de las leyes locales estatales, la ponencia del republicano OASCUE, 
Francisco, El concierto económico y las haciendas municipales vascas, publicada en 
el volumen de la Sociedad de Estudios Vascos titulado Asamblea Municipal Vasca 
(San Sebastián. 1920, p. 96), consecuencia de las intervenciones del Congreso cele-
brado el año anterior. 

54 Esta interpretación en ECHEGAJRAY: Compendio de las Instituciones... op. cit., 
p. 375. 

55 En mi libro La Euskadi Autónoma y los Funcionarios Públicos. Zarautz: Erein, 
1980, pp. 14 y ss. 
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celebrada en San Sebastián en 1919, y de sus conclusiones aproba-
das, se revelaba las penurias de los municipios vascos en la segun-
da década del siglo XX. 

Ponencias sobre diversos aspectos de la vida municipal, 
de excelente factura, en tanto provenientes en su mayor parte de 
términos cualificados de las distintas corporaciones locales de 
Álava, Gipuzkoa, Navarra y Bizkaia. El propio Presidente de la 
Sociedad de Estudios Vascos y también de la Diputación guipuz-
coana, Julián ELORZA, al fijar las conclusiones de la Asam-
blea56, tras reclamar como necesidad prioritaria, la reintegración 
de las libertades vascas, trazó unos determinados puntos referi-
dos a la organización, hacienda, cultura y especialmente a los 
funcionarios locales -de la mayor actualidad, en vísperas de la 
aparición de los cuerpos nacionales-, que revelaban con toda 
rotundidad una situación difícil en el desarrollo de la vida muni-
cipal. La declaración final de la Asamblea que sirvió de cierre de 
todas las conclusiones, se decantó por una llamada a la unidad: 
el régimen, a juicio de la Asamblea, tiene como ineludible con-
dición, el patriotismo de ayuntamientos, funcionarios y contri-
buyentes para llegar siempre a soluciones armónicas dentro del 
País Vasco. 

País Vasco que siguiendo en el ámbito institucional adquiría 
rasgos de una notoria actualidad en cuanto afectaba a parámetros 
partidistas, ya por estas mismas fechas. Como escribió LÓPEZ 
ADÁN57, con el ascenso del PNV a la Diputación de Bizkaia en 
1917, se creó en este territorio una situación de "triple poder", 
llamada a producir tensiones enriquecedoras. En la Diputación, 
donde el sistema de elección daba un predominio real a las zonas 
rurales, los nacionalistas eran mayoritarios, -en el ayuntamiento 
de Bilbao, la mayoría era republicano-socialista—, aunque los 

56 Texto en el volumen citado, pp. 405-411. 
57 Vid. "BELTZA" (Emilio López Adán), El Nacionalismo Vasco. 1876-1936. 

Hendaya, 1974, p. 176. 
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nacionalistas están también ampliamente representadas a nivel 
municipal; a nivel general, el poder gubernativo no era ni republi-
cano ni socialista, ni tan siquiera democrático-burgués, caracteri-
zándose además por su centralismo5*. 

El recorrido conjunto de las cuatro Diputaciones en todo 
este período, fue reconocido por el mismo poder central con oca-
sión de la dictadura de PRIMO DE RIVERA. Circunstancia que 
llevó a ser las únicas Diputaciones excluidas de la medida disolu-
toria pronunciada por el directorio militar59. No obstante, también 
este régimen político supondrá de forma premeditada y además 
dicho expresamente, la disidencia de Navarra respecto del resto del 
territorio foral. 

Acontece esta diferenciación con ocasión de la aplicación 
del Estatuto municipal que -entre otros apartados- establecerá un 
sistema de libre nombramiento para los funcionarios municipa-
les60. Su directo propulsor CALVO SOTELO, lo manifestaría sin 
rubor alguno: el régimen de esta provincia [Navarra] ostenta, base 
y órbita funcionales muy distintas [de las otras provincias vascas], 
y, desde luego, mucho más autóctonas. Evidente referencia a la 
Ley de 16 de agosto de 1841, que permitirá la ruptura del régimen 

58 Sobre la opinión en este juego de partidos de un socialista eibarrés, Toribio 
ECHEVARRIA (La experiencia socialista en España vista desde mi pueblo. México. 
1966, p. 85), quien escribió lo siguiente: El principio de autonomía municipal que es 
consustancial puede decirse con el socialismo, razón por la cual la defendíamos de las 
invasiones del Gobernador y las mediatizaciones de la Diputación, considerando la 
esfera local como el terreno ideal para los más ilusionados empeños socialistas. 

59 El Real Decreto de enero de 1924 (ESTECHA, Régimen político... op. cit., p. 
197) en su Exposición de Motivos, señalaba lo siguiente: ciertamente no todas las 
Diputaciones adolecen de iguales defectos y en el mismo grado. Por el contrario, exis-
ten algunas cuyo funcionamiento parece impecable. Pero la medida [de disolución ] ha 
de ser general si se desea su ejemplaridad. Y de ella cabe exceptuar tan sólo a las que 
viven en régimen jurídico privilegiado, hijo de concierto o de pactos antiguos, de gran 
trascendencia en el orden económico. Para lo que se dirá en el siguiente epígrafe, la 
mención a pactos antiguos es significativa. 

60 Por Real Decreto, ley de 4 de noviembre de 1925, en su base 4" (al respecto 
ESTECHA: Régimen político... op. cit., pp. 229-234). 
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común, aunque sea reducida al específico ámbito de los empleados 
municipales61. 

El hecho indiscutido es que las cuatro Diputaciones provin-
ciales se situarán de forma muy favorable para afrontar las secue-
las de la gran crisis económica de 1928. Tal como señala Tomás 
Ramón FERNÁNDEZ62, en 1930 las Administraciones forales se 
hallaban en un período clave para la formación y consolidación de 
la Administración de nuestros días, prácticamente sin rival, porque 
no lo era la débil Administración periférica del Estado. 

La llegada al poder al año siguiente, de la II República espa-
ñola, no supuso un cambio en la situación presencial de las Dipu-
taciones forales y de su intervencionismo económico y social. Sí 
que alteró la composición de dichas Diputaciones, que pasaron 
provisionalmente (y la provisionalidad duró todo el quinquenio 
republicano) a ser de designación directa por las autoridades 
gubernativas (gobernador civil), entre personas pertenecientes a 
partidos republicano-socialistas, configurándose con el nombre de 
Comisiones gestoras provinciales. Comisiones que, justo es hacer-
lo notar, realizaron globalmente una buena gestión; además de 
comprometerse con las señas identitarias (exigencia del conoci-
miento del idioma y del ordenamiento jurídico propio en el acceso 
a la función pública del país), como se acreditará con el nombra-
miento del secretario general de la Diputación guipuzcoana63, así 
como de otros nombramientos de funcionarios municipales. 

61 Alfredo GALLEGO ANABITARTE (en su artículo La adaptación del Estatuto 
municipal de 1924 a las provincias Vasco-Navarras, publicado en la obra colectiva so-
bre El Cincuentenario del Estatuto, Madrid, 1975, p. 692), refiriéndose a esta cita de 
CALVO SOTELO, señala: /... / he aquí de nuevo esta trampa histórica en funciona-
miento, ya que parece que, jurídico-estatalmente, Navarra no tiene más que las Pro-
vincias Vascongadas, que una ley con cincuenta años más de antigüedad que las dis-
posiciones legales y administrativas que al final del siglo XIX consolidan el régimen 
económico-administrativo peculiar para las Provincias Vascongadas. 

62 Los Derechos Históricos... op. cit., p. 194. 
63 Del complejo y largo proceso, que desembocó y no fue éste el punto final, en el 

nombramiento de Jesús María de LEIZAOLA (futuro Presidente del Gobierno Vasco) 
doy cuenta en mi libro La Euskadi Autónoma..., op. cit., pp. 55-62. 
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Desde el punto de vista político, las Comisiones gestoras 
provinciales realizaron un benemérito papel en el proceso estatuta-
rio64, llegando a presentar un proyecto propio, que sería precisa-
mente el refrendado en noviembre de 1933, aunque poco tuviera 
que ver con el Estatuto finalmente promulgado. 

Sin embargo, la principal novedad que tiene lugar en el marco 
de la República, fue la emergencia, a través de la Constitución de 9 de 
diciembre de 1931, del primer planteamiento unitarista intervasco 
-con la reserva precedente de la alternativa estatutaria prevista en el 
mensaje de las Diputaciones vascas en 1918-, mediante la fórmula 
novedosa de los Estatutos de autonomía, sustituyendo de tal manera, 
a la tradicional reivindicación foral. En virtud de esta posibilidad 
autonómica salieron a la luz pública diversos proyectos, muy diferen-
tes entre sí, desde el extremadamente respetuoso con el foralismo, 
como fue el proyecto aprobado por la Asamblea de la Sociedad de 
Estudios vascos, a su vez base -con pocas pero muy significativas 
enmiendas- del aprobado en la Asamblea municipal celebrada en 
Estella-Lizarra, pasando por el referido proyecto de las Comisiones 
Gestoras Provinciales, de adaptación a las reglas de la Constitución; y 
llegando al postrero y virtualmente desconocedor del ordenamiento 
foral, como fue el Estatuto de 4 de octubre de 1936, realizado a ima-
gen y semejanza del Estatuto de Cataluña, que fue el único que con-
siguió ser promulgado, aunque fuera en plena guerra civil65. 

Otro dato reseñable es que por primera vez en la historia, 
aun reconociendo la existencia histórica de conferencias provin-
ciales para asuntos comunes66, se materializó un poder político 

64 Sobre la política desarrollada por estas Comisiones Gestoras, la obra de FUSI, 
Juan Pablo, El problema vasco en la II República. Madrid: Turner, 1979, pp. 67 y ss. 

65 Al respecto y como síntesis última, mi ponencia El proceso estatutario vasco: de 
Estella a Gernika, en la obra colectiva La cuestión vasca: una mirada desde la historia 
fCoord. Mercedes Arbaiza). Bilbao: Universidad del País Vasco, 2000. 

66 Sobre las mismas AGIRREAZKUENAGA, Joseba, La articulación político-ins-
titucional de Vasconia: Actas de las "Conferencias" firmadas por los representantes 
de Alava, Bizkaia, Gipuzkoa y eventualmente Navarra, llevadas a cabo entre 1775 y 
1936. Bilbao: Diputaciones Forales de Bizkaia, Gipuzkoa y Álava, 1995. Tomo I. 
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vasco, con la figura señera de un gobierno de concentración demo-
crática (7 de octubre de 1936)67, que se constituiría en la referencia 
moderna a la pura gestión foral de base provincial existente a par-
tir de la Restauración; como también en una seña de identidad 
política de gran relieve en el período bélico, pero igualmente en los 
avatares del exilio hasta llegar a la transición política68. 

No parece que sea necesaria la insistencia en la ruptura, que 
con todo el pasado histórico, supuso y ocasionó el período fran-
quista y su aguda centralización. Aunque también dio pie, de for-
ma ciertamente paradójica, a que el castigo del régimen a las pro-
vincias traidoras de Gipuzkoa y Bizkaia, con la supresión de sus 
Conciertos Económicos, implicó, de manera paralela, la subsisten-
cia del instrumento del Concierto y del Convenio en los otros dos 
territorios de Álava y Navarra. 

Incluso en diversas circunstancias, se otorgará desde ese 
omnímodo poder central, un puntual respaldo a las competencias 
especiales de las Diputaciones dotadas de un denominado régimen 
jurídico especial, a medida que se renovaba la normativa regulado-
ra de los distintos sectores de las políticas públicas y de su colusión 
con las competencias forales a partir de la década de los años 50. 

Puesto que era evidente que en los momentos epigonales del 
anterior régimen político, la especificidad de los ordenamientos 
provincial y local en los ámbitos alaveses y navarros, si bien podían 
considerarse como residuales si se les compara con épocas prece-
dentes, seguían existiendo con cierta tranquilidad, aunque siempre 
su espacio era discutido. Es, tal vez, por esa seña de mantenimiento 
intangible, que se puede explicar el hecho que en los albores de un 
nuevo proceso estatutario con motivo de la transición política hacia 
una monarquía parlamentaria, se insista desde el poder político cen-

67 Sobre la política de este gobierno, mi artículo titulado La aplicación autonómica 
del Gobierno vasco, Revista de Administración Pública, 84 (1977). 

68 Son esclarecedoras en este ámbito, algunas ponencias del Primer Congreso Vas-
co. Bayona, 1956. 
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tral -aunque con cierta aquiesciencia de las instituciones de gobier-
no propias-, en el respeto a esa especialidad provincial, en tanto 
interesada opción de viabilizar una fórmula encaminada a resolver 
el problema vasco, como si éste se arreglara con la resurrección de 
unas Juntas Generales de arcaica representación69. 

Justo es señalar que esta pretensión provincialista70 adquirió 
cierto cuerpo, e incluso se afianzaría en Navarra, pero en el resto terri-
torial fue deteriorándose hasta llegar a desaparecer, a medida que la 
vía estatutaria, asumida por la gran mayoría de las fuerzas políticas, 
se fue imponiendo y reduciéndose así el hecho provincial a una cua-
lidad institucional inserta plenamente en el marco estatutario71. 

Sin embargo, seguía viva una cierta -aunque también difu-
sa- imagen de una foralidad asentada en el devenir histórico, per-
teneciente a una memoria colectiva que, mitificada o denigrada, 
pertenecía a un pasado reciente. Así se entiende que cuando los 
constituyentes iniciaron la redacción de una nueva ley de leyes, los 
Fueros vascos fueron protagonistas desde los inicios del nuevo tex-
to. Pero su mención corresponde a otra parte de este análisis. 

1.4. La idea de Pacto 

Gregorio MONREAL, en fecha reciente, sitúa a los Fueros, 
además de en un plano institucional en un segundo elemento que 
con la desaparición de esas instituciones, pasó a ocupar un lugar 
central: me refiero a la concepción pactista del orden político. Las 

69 Al respecto y sobre este largo período el artículo de NIETO, Alejandro, La orga-
nización local vigente. Uniformismo y variedad, en la obra colectiva Descentraliza-
ción Administrativa y organización política. Madrid, 1973. 

70 Sobre esta pretensión mi artículo La transición en la autonomía del País Vasco: 
de los regímenes especiales al Estatuto de Gernika, Revista Vasca de Administración 
Pública, 2 (1982) pp. 37-61. 

71 El lanzamiento de eseforal ismo trasnochado, haría decir a Koldo MITXELENA 
(Entre Nosotros, op. cit., p. 83), no soy en absoluto amante de los fueros... No son los 

fueros la causa de la desmembración del País Vasco; antes bien, los fueros son conse-
cuencia de la desmembración del País Vasco. 
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comunidades provinciales de los distintos territorios vascos piensan 
que las instituciones que poseen son el resultado de un conjunto de 
pactos que han establecido con los monarcas españoles. Entienden 
que su sistema político está basado en convenciones bilaterales, y 
por tanto no se puede modificar unilate raímente [...f2 

Se alude así a un secular planteamiento en el pensamiento 
político vasco, que prescindiendo de mitos o leyendas, concluía en 
la afirmación que la inserción de los territorios forales en la Coro-
na de Castilla, no tuvo un origen inmediato en un simple acto de 
guerra, como defenderá la doctrina castellanista, sino medíante un 
pacto entre iguales, por el que aceptando la supremacía del monar-
ca, al mismo tiempo el ordenamiento aplicativo se basaba en un 
acuerdo intangible para una sola de las partes, requiriéndose para 
su posible alteración un consenso dual73. 

Parece evidente que los monarcas castellanos asumieron esta 
realidad del pacto, como se confirmaba con las fórmulas juraderas 
del respeto foral, una vez tomada posesión del reino por herencia, y 
de lo que son testigos las representaciones del acto en las vidrieras 
de las Diputaciones forales o de la Casa de Juntas de Gernika. 

Sea o no sea del todo real, existe palpable ese imaginario 
foral de un pacto duradero y original entre el monarca y las ins-
tituciones vascas en el tiempo74, que cobra fuerza cuando los 

72 Ponencia titulada Actualización de los Derechos Históricos, Revista Vasca de 
Administración Pública , 74 (II), (2005), p. 278. 

73 En un plano del deber ser -que no siempre coincide con la realidad vivida- se 
piensa que si la comunidad realiza una propuesta de cambio, ésta debe ser negociada 
y pactada con el rey, y a su vez. se espera que las propuestas que realice el rey o el 
Estado que le suceden han de ser objeto de examen por la comunidad para ver si se 
ajustan al Derecho estatuido (Gregorio MONREAL, op. cit.) 

El pacto foral, piedra angular sobre la que se alzaban los regímenes privativos de 
Euskal Herria en expresión de LARREA, M. A.: La teoría foral en el siglo XVIII en los 
Derechos Históricos Vascos, p. 62. 

74 En el ámbito territorial de Navarra y con una excelente síntesis de la historio-
grafía foral, vid. LEONÉ PUNCEL, Santiago, Los Fueros de Navarra como lugar de 
la memoria. (Humboldt; 2). Donostia-San Sebastián: Fundación para el Estudio del 
Derecho Histórico y Autonómico de Vasconia, 2005. 
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fueros son objeto de la pretensión abolitoria. Los fueristas libe-
rales alegarán el pactismo como medio de hacer sobrevivir, en 
cierto modo, el componente foral que pertenecía institucional-
mente al pasado. Como afirmó SAGARMÍNAGA75, el sistema 
de Vizcaya descansa sobre dos pilares: posee el Señorío una 
"Constitución política pacticia", fundada en el pacto entre el 

pueblo y el Señor. El segundo pilar tiene que ver con la condi-
ción del Señor, uno de los sujetos del pacto, que actúa como ele-
mento de conexión con una realidad constitucional más amplia 
[•••] 

Reivindicación que se plantea en un país ocupado militar-
mente y con la presión de una opinión pública española que exigía 
de forma perentoria la desaparición foral76, que reaparecerá, con 
inusitada fuerza, con ocasión de la transición política y la discu-
sión de una nueva Constitución española. Se entrará en esta cues-
tión; resta señalar, con la autorizada voz de José Miguel de AZAO-
LA77, un régimen foral, precisamente por ser foral, es pactado. 
Una síntesis cara a los nuevos tiempos, que se mantiene como 
argumento de fuerza hasta la misma actualidad. 

1.5. El hecho cultural-lingüístico 

Como ha señalado Iñaki AGIRREAZKUENAGA78, nada 
parece poner en duda las singularidades de la cultura vasca, que se 
evidencian de modo genérico en las tradiciones, costumbres y for-
mas de vida que perduran hasta el momento presente, enraizadas, 

15 Vid. el estudio de MONREAL, Gregorio, Sagarmínaga (1830-1894)... op. cit., 
pp. 25 y ss. 

76 Al respecto ESTORNÉS, Idoia, Carlismo y Abolición Foral. San Sebastián: 
Auñamendi, 1976. 

77 La esencia de la foralidad, clave para la determinación de los "Derechos Histó-
ricos", en Los Derechos Históricos Vascos, p. 322. 

78 Ponencia titulada Cultura, lengua y hecho diferencial, en el libro Estado Auto-
nómico y Hecho diferencial en Vasconia, pp. 227 y ss., cita en p. 228. 
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con mayor o menor vigor, en los diferentes pueblos que componen 
Euskal Herria. 

Diversas manifestaciones que componen una particular idio-
sincrasia como específica del bagaje cultural del pueblo vasco, 
configurándose en sus señas de identidad más propias. No cabe 
duda alguna que la más preclara de esas señas, la constituye el idio-
ma vasco, euskera o vascuence, pero también son reseñables las 
expresiones insertas en el folklore, las fiestas, la gastronomía, la 
misma arquitectura, la música, el deporte, así como todas las for-
mas de creación artística llevada a cabo por los vascos a través de la 
historia. 

En este apartado, y al lado de las culturas que según PRIE-
TO DE PEDRO79, se corresponderían con los trozos de humanidad 
(LEVI-STRAUSS) que expresan un modo de ser determinado de un 
pueblo o comunidad portadoras de un sistema cohesionado de 
contenidos y valores singulares [...] en tanto modos de ser distin-
tivos que caracterizan la expresión y comunicación simbólica de 
las comunidades humanas. 

Tal y como con acierto ha sido mencionado por CAPE-
LLA80, los seres humanos nos socializamos e individualizamos 
con raíces culturales comunitarias determinadas, compuestas de 
elementos culturales básicos (lengua, cocina, música, canciones, 
juegos, fiestas y en general, tradiciones), es decir, significados sim-
bólicos sociales de una cultura histórica poblacional específica: 
precisamente aquella en la que se socializa el ser humano. 

Volviendo al hecho cultural vasco, es notoria la concepción 
de un particular sentido de lo colectivo que se manifiesta en diver-
sas expresiones, tales como las sociedades gastronómicas o los 
txokos, o los orfeones y corales pasando por el movimiento empre-

79 En su libro Cultura, Culturas y Constitución. Madrid: Centro de Estudios Cons-
titucionales, 1992. 

80 Las raíces culturales comunitarias. En Cuadernos de Derecho judicial VI. 
Madrid, 1998. 
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sarial cooperativo; la variedad de un buen número de juegos autóc-
tonos o rurales81 que perduran con inusitado vigor, tal como en el 
supuesto de las distintas modalidades de la pelota vasca, que han 
adquirido un fuerte componente internacional; la variedad de 
expresiones literarias, escritas y orales (bertsolarismo) ciertamente 
propias y específicas, como han descrito diversos autores82. 

Por todo ello, resulta difícil negar la afirmación consistente 
en que en materia cultural-deportiva, existe un hecho diferencial 
juridificado vasco, enraizado en un marco superior y europeo83. 
Debe insistirse, con todo, que la expresión más fuerte, sólida y 
consistente de la particularidad cultural, que además se manifiesta 
como la seña de identidad por excelencia, no es otra que el idioma, 
el referente específico de superior alcance84. 

Se ha hecho notar con anterioridad el prodigio de la conser-
vación del euskera:85, en mayor medida cuando el País Vasco ha 
sido zona de tránsito y la competencia de las lenguas romances, 
mucho más desarrolladas y habladas, no dejaban resquicio algu-
no; tal como exponía MITXELENA86, si tomamos como referen-

81 Los Estatutos de la federación Navarra de Herri-Kirolak (deportes populares), 
aprobados por Resolución de 21 de septiembre de 1992, enumera los siguientes: 
Herriz Herri, sokatira, txingas, kaskos, lasto, carro, piedra, aizkora y arpana. Sobre el 
sentido de lo colectivo vasco, José Miguel de AZAOLA (El País Vasco. Madrid: Cen-
tro de Estudios Económicos, 1988, p. 116) indica que no es fácil encontrar en el Sur de 
Europa quines sean más aptos que los vascos para trabajar en equipo, solidaria, 
organizada y eficazmente (p. 116). 

82 Últimamente, y en medio de una decena de trabajos en igual dirección, URQUI-
ZU, Patricio (Director), Historia de la literatura vasca. Madrid: UNED. Colección 
Aula Abierta, 2000. 

83 Tal como lo indica Koldo MITXELENA (Entre nosotros, p. 65), querámoslo o 
no, la cultura europea -avanzada a partir de ingredientes tanto propios como foráne-
os- nos es propia a todos nosotros, no sólo a mí. Una vez más, se plantea la universa-
lidad no reñida, sino estrechamente conexionada con lo propio y singular. 

84 Un estudio de los elementos diferenciadores y de la identidad nacional de Cata-
luña en Jaume VERNET en su artículo así titulado publicado en 25 años de Estatuto 
de Autonomía de Cataluña: balance y perspectivas (Barcelona, 2005). 

85 Así lo caracteriza AZAOLA, José Miguel de, El País Vasco, op. cit., p. 64. 
86 Entre nosotros, op. cit., p. 109. 
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cía de la comparación los demás territorios de esta parte de occi-
dente, no queda, salvo el nuestro, ningún idioma antiguo que no 
haya sido ahogado por el impulso de las lenguas indoeuropeas y, 
en última instancia y especialmente, por el del latín. Causa asom-
bro a cualquiera, y justificadamente, esa pervivencia ininterrum-
pida. Nadie, por lo menos, ha. hallado todavía, aunque han sido 
muchos los que lo han intentado, una explicación plena y satis-
factoria. 

Larga cita para explicar una constante de la sociedad vasca, 
-más que de su entramado institucional, poco proclive, en dema-
siadas ocasiones, a la defensa de la lengua propia-, en el manteni-
miento terco del habla vascongada, en difícil y secular relación 
dialéctica a partir de la Edad moderna, con lenguas como el caste-
llano y el francés. La fijación del primer nacionalismo vasco en la 
lengua como lo hizo Sabino ARANA, denotaba esa voluntad de 
conseguir la supervivencia de una tan indispensable e importante 
seña de identidad. 

Dato cultural-lingüístico, que requería su reflejo en el reco-
nocimiento en diferentes proyecciones: medios de comunicación 
social escritos en lengua vasca87, promoción y fomento de la mis-
ma, sistema educativo ajustado a un real bilingüismo, etc. 

Para terminar con este apartado, volveré otra vez a MITXE-
LENA, con referencia a un texto que se ha hecho clásico, tal vez 
por su inigualable expresividad: 

No se puede confiar -como algunos hacen, más por comodi-
dad que por otra cosa- en los efectos miríficos del decreto, ni en 
las declaraciones de cooficialidad u oficialidad. Así como nues-
tro pueblo necesita encontrar un lugar entre los pueblos así tam-
bién nuestra lengua tiene que encontrar un lugar entre las len-
guas: un lugar suficiente, que asegure su continuidad y desarro-

87 La desaparición del diario EGUNKARIA, el único publicado en lengua vasca, 
ha sido un duro golpe para este idioma y en su proyección social. AI respecto, mi artí-
culo Efectos jurídicos de la ratificación por España de la Carta Europea de Lenguas 
regionales y minoritarias, Revista Vasca de Administración Pública, 69 (II) (2004). 
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lio sin aventuras maximalistas. Como he dicho y escrito en otra 
parte, no debemos caer en el infierno del ghetto por huir del pur-
gatorio de la diglosia. La integración nos es tan necesaria en el 
aspecto lingüístico como en cualquier otro. 

En el actual proceso avanzado de mestizaje las identidades 
permanecen como valores culturales a proteger, en un marco de 
interculturalidad y respeto, en que lo universal se compatibiliza 
con lo particular88. 

1.6. El cimiento socio-político 

Es también una particularidad de Vasconia -aunque en 
superior medida en la Comunidad autónoma que en la foral de 
Navarra-, la evidente existencia y potencialidad de un subsiste-
ma propio de partidos políticos, que se fijan en el ámbito autóc-
tono en tanto elemento prácticamente exclusivo de operatividad. 
De la misma manera, que en un porcentaje aún superior a los 
partidos políticos, es perceptible la igual existencia de sindicatos 
de clase, de obediencia y funcionalidad reducida al territorio 
vasco. 

Resulta indudable la transcendencia de este componente 
partidista-sindical propio, como pieza esencial para la supervi-
vencia de una comunidad diferenciada y con capacidad de auto-
gobierno. 

En este sentido, en el turno de los partidos de la Restaura-
ción, irrumpirá el Partido Nacionalista Vasco, que pervivirá hasta 
la actualidad, con la excisión en 1986, de Eusko Alkartasuna. En 
los albores de la República surge también del anterior, Acción 
Nacionalista Vasca, que siempre con una escasa fuerza electoral, 
supuso sin embargo la apertura nacionalista hacia una izquierda 
laica. 

88 Así lo señala JÁUREGUI, Gurutz, La democracia en el siglo XXI: un nuevo 
mundo, unos nuevos valores. Oñati: IVAP, 2004, pp. 247 y ss. 
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Con la Transición política iniciada con la muerte del anterior 
jefe del Estado y derivado de la actuación de ETA, surgen dos fuer-
zas políticas nuevas que se autodefínen como izquierda abertzale: 
Herri Batasuna (ETA militar) y Euskadiko Ezkerra (ETA político-
militar). A medida que avanza la democracia y que ETA se cierra 
en su mundo de terror, esa izquierda se debilita, hasta llegarse 
incluso a la desaparición de EE. 

Prescindiendo del juego electoral durante estas décadas89, y 
con fijación en las últimas elecciones celebradas en abril de 2005 
para el Parlamento Vasco, el voto nacionalista, diversificado en 
cuatro partidos políticos, alcanzó un 55% del sufragio emitido, 
manteniendo de tal manera sus constantes desde las primeras elec-
ciones legislativas90. 

En el ámbito sindical en la Comunidad Autónoma, ELA-
STV -sindicato nacionalista, otrora ligado al PNV y en el presente 
momento a un sindicalismo de contrapoder91-, ha llegado a alcan-
zar hasta un 41% de la representación en delegados (más que la 
suma de UGT y CCOO juntos), a lo que debe sumarse el sindicato 
afín a Batasuna LAB (15 por cien de delegados); a lo que deben 
adicionarse diversos sindicatos de tendencia nacionalista fuertes 
en determinados sectores: STEE-EILAS (enseñanza), HIRU 
(transportes), EHNE (sector agrario) y ENBA (sector ganadero). 
Sumando la totalidad de su poder representativo se acerca al 60% 
del total; por encima, por lo tanto, de la fuerza de los partidos polí-
ticos nacionalistas. 

La constatación de esta potencia sindical muy mayoritaria 
en este ámbito -caso único en el Reino de España de esta parti-

85 Sobre esta cuestión LETAMENDIA, Francisco (Coord.), Redes políticas en la 
CAPV y en Iparralde. Donostia-San Sebastián: Espacio Universitario Erein, 2002. 

90 Sobre estas últimas elecciones, el profundo estudio de PALLARES, Francesc, 
Las elecciones autonómicas de 2005 en el País Vasco. En Informe Comunidades Auto-
nómicas 2005. Barcelona: Instituto de Derecho Público, 2006. 

91 En relación a este sindicato, LETAMENDIA, Francisco, ELA 1976-2003. Sindi-
calismo de Contrapoder. Bilbao: Manu Robles Arangiz Institutoa, 2004. 
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cularidad en el mundo del trabajo-, y la menor, pero también 
consistente fuerza partidista nacionalista, se puede mencionar 
como uno los hechos diferenciales institucionalizados en expre-
sión de RUBIO LLORENTE92, al hacer referencia explícita a la 
existencia de partidos nacionalistas hegemónicos. Dicho subsis-
tema doméstico se presenta como el antídoto más eficaz para evi-
tar la dilución de un territorio y de sus habitantes en un conjunto 
estatal, adquiriendo también la nota diferenciadora de espacios 
contiguos con el fundamento del referido peso de este subsistema 
político-sindical. 

1.7. La voluntad de autogobierno 

Finalmente, existe un substrato difícil de definir desde un 
plano de análisis estrictamente jurídico, pero cuantificable a lo lar-
go de la historia y ciertamente evaluable en el momento presente. 
Se trata de una visible pretensión voluntarista, encaminada a mar-
car un ámbito de aspiraciones dije ren ciado ras, con la vista puesta 
en el resto de Comunidades autónomas y en cuanto expresión de 
un deseo subjetivo, sustentado en las razones objetivas de diverso 
tipo ya mencionadas. 

Entrando en un plano político, la pretensión de la particula-
ridad se materializa en la constante y notoria exigencia de mayores 
cotas de autogobierno, partiendo del presente nivel estatutario93. Se 
entiende desde ese presupuesto, que el proyecto de Estatuto de 
Gernika, señalara en la Disposición Adicional del mismo, que la 
aceptación del régimen de autonomía que se establece en el pre-
sente Estatuto no implica renuncia del pueblo vasco a los derechos 
que como tal la hubieran podido corresponder en virtud de su his-
toria; texto al que al proyecto en su origen y en este párrafo, se 

92 Vid. nota 10. 
53 Según la última encuesta del Euskobarómetro de la UPV-EHU, la suma de la 

opción favorable al federalismo, más el independentismo, alcanza casi a un 70 por cien 
de los encuestados. 
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añadía -en mención que desaparecerá en el texto estatutario defini-
tivo-, la fórmula vinculante de aquellos derechos a la voluntad de 
autogobierno del Pueblo Vasco94. 

Voluntad colectiva que expresaba el requerimiento de la 
intención popular de conseguir la profundización en un mayor 
autogobierno, como expresión de la pretensión de alcanzar cotas 
añadidas por la voluntad popular. 

94 Al respecto TAMAYO SALABERRIA, Virginia y Carlos, Fuentes documenta-
les y Normativas del Estatuto de Gernika. Vitoria: Diputación Foral de Álava, 1981. 
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2. EL PAÍS VASCO EN FRANCIA 

Territorio que compone parte del antiguo Reino de Navarra, 
más Lapurdi y Zuberoa, abarcando un espacio, que fue precisamen-
te el de mayor desarrollo de la lengua vasca literaria durante varios 
siglos. Los habitantes no dudan de su condición de vascos, tal como 
se comprueba con diversos ejemplos: el equipo de rugby del Bia-
rritz Olimpique y su profusión identitaria, así como las fiestas de 
agosto de Bayona de igual exaltación vasca, así como manifestacio-
nes de otras diferentes localidades, y sin embargo, su vasquidad no 
se refleja en partidos nacionalistas que no llegan a superar el 8 por 
cien del electorado, en determinadas elecciones locales. 

Más destacable, por lo tanto, en el ámbito del folklore que 
en una vivencia política o ciudadana, muy propicia a la defensa de 
la República una e indivisible, los habitantes vascos del norte de la 
frontera, han actuado secularmente a espaldas de los vascos del 
sur. No obstante, ya AZAOLA en pleno franquismo95, analizaba 

^ En su importante obra Vasconia y su destino. La regionaüzacián de España. 3 
volúmenes. Madrid: Revista de Occidente, 1972. 
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aquel territorio desde la perspectiva de la complementariedad entre 
una y otra zona de la frontera, comprobando el fuerte despliegue 
industrial de Gipuzkoa y Bizkaia, así como Navarra, lo que obliga-
ba a la necesaria interrelación entre el norte y el sur, adoptando la 
perspectiva de un futuro económico en estrecho ligazón. 

Dicho lo cual, preciso es reconocer la falta de reconoci-
miento institucional de los territorios del norte96, encuadrados en 
la parte vasca, junto a los territorios del Bearn en el Departamento 
de los Pirineos-Atlánticos. Ante la reivindicación, que no es de hoy 
precisamente, para conseguir un departamento vasco, partiendo de 
la primera frustración después de una firme promesa electoral del 
Presidente MITERRAND97 para seguir en una denonada negativa 
gubernamental, con argumentos dispares incluido el peligro de 
balcanización de crearse dicho departamento98. 

A pesar de arreciarse la reivindicación por parte de una 
mayoría de los elus municipales y cantonales, no se ha avanzado 
por el momento un solo paso en esta dirección. Pasos que sí se han 
dado a nivel interno con la Aglomeración BAB (Bayona, Anglet, 
Biarritz) desde 1999; el biltzar de Alcaldes, o el movimiento pro-
departamento vasco. A nivel común con los territorios del otro lado 
de la frontera, y en el marco del Convenio de Cooperación trans-
fronteriza99, que desembocará en un muy efectivo Protocolo de 
cooperación transfronteriza entre la Comunidad Autónoma del 

96 Al respecto AHEDO, Igor, Entre la frustración y la esperanza. Políticas de desa-
rrollo e institulación en Iparralde (Ofiati. 2003). Últimamente, su artículo Luces y som-
bras de las relaciones con Iparralde en el número 74 (II) (2005) de la Revista Vasca de 
Administración Pública, pp. 31 y ss. 

97 Denunció este incumplimiento Iñaki AGIRREAZKUENAGA, en su artículo 
Ipar Euskal Herria Departamentua Noiz?, Revista Vasca de Administración Pública, 2 
(enero-abril, 1982), pp. 483-492. 

98 Peligro según el a la sazón Ministro del Interior, Pierre CHEVENEMENT en 
declaraciones a la prensa. 

99 En este plano FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE, Carlos, La frontera hispa-
no-francesa y las relaciones de vecindad. Especial referencia al sector fronterizo del 
País Vasco (Lleida, 1985). 

62 



País Vasco y la Región de Aquitania, con un segundo Protocolo de 
cooperación que incluía a la Comunidad foral de Navarra; Protoco-
los que funcionaron, especialmente en el ámbito de la investiga-
ción, con gran efectividad y eficacia, tal como señalaremos más 
adelante. 

Paralelamente, también se ha llegado a una cierta institucio-
nalización de la Euro-ciudad Bayona-San Sebastián, con el fin de 
convertirla en una nueva ciudad europea de 600.000 habitantes, 
deviniendo como consecuencia en una Agencia Transfronteriza100. 
Así como el consorcio BIDASOA-TXINGUDI, con los ayunta-
mientos de Irun, Hondarribia y Hendaia, que igualmente están lle-
vando a cabo diversas políticas comunes, con resultados positivos. 

Con esos nubarrones y claros en el horizonte, la parte norte 
del País Vasco se encuentra lindante entre la constante frustración 
-véase el departamento vasco-, la necesidad de políticas concretas 
de ligazón con la desarrollada e industrializada parte sur, y en un 
entorno tradicionalmente al servicio de la República, con un 
importante déficit de medidas propiciadoras del euskera. Totum 
revolutum que, tarde o temprano, desembocará en un nivel de rela-
ción estrecho, promovido por necesidades económicas, cara a una 
población que muy mayoritariamente desea la institucionalización 
del País y el establecimiento concertado con la parte del sur del 
mencionado territorio. En lo que afecta a aquel espacio, ésta y no 
otra, es la auténtica especificidad. 

100 AHEDO, Igor, Luces y sombras de la relación con Iparralde, Revista Vasca ele 
Administración Pública, 73 (II), (2005), p. 47. 
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3. LA PLASMACIÓN CONSTITUCIONAL Y 
ESTATUTARIA DEL HECHO DIFERENCIAL VASCO 

Volviendo a las Comunidades autónomas del País Vasco y la 
foral de Navarra, parece llegada la hora de percibir la huella en el 
bloque de la constitucionalidad, de las señas específicas del régi-
men especial en el conjunto de Vasconia, con basamento en la 
Constitución de 1978, así como en el Estatuto de autonomía de 
1979 y en la Ley de Amejoramiento del Fuero de Navarra de 1982. 

3.1. Referencias constitucionales a la singularidad vasca 

En un somero recorrido por las diversas Constituciones espa-
ñolas, poco, muy poco, puede reseñarse de la relación entre ese 
conjunto constitucional y el ámbito de la especificidad vasca. Bar-
tolomé CLAVERO, autor que con rigor ha analizado tan particular 
relación101, repasando el estado de las declaraciones en este ámbito 

101 En su amplia obra sobre este aspecto, destacaré el artículo Nacionalismo confe-
sadamente vasco y el inconfeso español. En W A A , Foralismo, Derechos Históricos y 
Democracia. Bilbao: Fundación BBVA, 1998, pp. 269 y ss. Sobre la vida foral en 
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que transcurren hasta la de 1978, situándolas en la casa oscura y 
tenebrosa del nacionalismo, la que hoy está más de moda resaltar, 
nacionalismo español por supuesto, desde una posición declarada-
mente constitucional e inconfesadamente nacionalista. Insiste 
CLAVERO que no es caprichoso ni vano que aquel constituciona-
lismo decimonónico era característicamente nacionalista (p. 270). 

Sirvan de explicación las anteriores afirmaciones, para indi-
car la práctica ausencia de referencias forales en los sucesivos tex-
tos constitucionales. Gregorio MONREAL102, realiza un pormeno-
rizado examen de esas huellas, desde Bayona y Cádiz pasando pol-
la Constitución de 1837, para llegar a la reforma navarra de 1841 y 
a la abolición foral de CÁNOVAS. No deja de ser sintomático el 
dato que sólo en la afrancesada Constitución de Bayona de 1808, 
existió al menos un eco de la foralidad de los cuatro territorios, 
mencionados nominalmente, algo que no volverá a ocurrir en nin-
gún texto constitucional español. Puesto que la Constitución gadi-
tana se olvidará de los fueros vascos, pese a las voces de los dipu-
tados representantes de estos territorios que exigieron el 
reconocimiento de su representatividad foral; postulantes que fue-
ron ignorados, incluso despectivamente, por los propios constitu-
yentes. Por su parte, en la Constitución progresista de 1837, se per-
cibe el mismo silencio, circunstancia que explica la negativa de las 
Diputaciones forales a jurar esta Constitución; y ello pese a que la 
vizcaína al menos, era de extracción liberal. Negativa que originó 
su destitución por las Cortes del reino103. 

La Constitución de 1978 supuso, por primera vez en la his-
toria constitucional, que el régimen foral de los cuatro territorios 

momentos preconstitucionales, con curiosas similitudes con situaciones bien actuales, 
ASTIGARRAGA, Jesús Los Ilustrados Vascos. Instituciones y Reformas económicas 
en España. Barcelona: Crítica, 2003. 

102 Así lo señala en su ponencia La diferencia foral en las Constituciones españo-
las. En VVAA, Estado autonómico y Hecho diferencial de Vasconia: Donostia: Eusko 
Ikaskuntza, 2000, pp. 125 y ss. 

103 MONREAL, G„ La diferencia... op. cit., p. 138. 
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históricos fuera abordado de frente. Un autor que ha estudiado el 
Estado autonómico que surge de la Constitución vigente, hacién-
dolo con profundidad y objetividad, Eliseo AJA104, al perfilar los 
diferencialismos en el bloque de la constitucionalidad, destaca, en 
referencia implícita al particularismo vasco, el hecho que tanto el 
País Vasco como Navarra, disponían de todos los elementos que 
según el mencionado bloque definían, a su vez, al hecho diferen-
cial, citándolos a continuación exhaustivamente: territorios históri-
cos, lengua propia, Derecho civil foral, policía propia y sistema de 
Concierto y Convenio fiscal. El resto de Comunidades autónomas 
puntuaban en alguna, o algunas, de estas realidades institucionales; 
ninguna otra, ni de lejos, asumían la totalidad de ellas. 

Pero esta conclusión es el espacio final derivado del entrama-
do constitucional y de la norma estatutaria. Volviendo al texto de la 
Constitución y a su referencia foral, dos vías se persiguen por la rei-
vindicación de la representación vasca: una, de estricta obediencia al 
pasado histórico-foralista, que no superará la tramitación del Con-
greso de los Diputados; otra segunda, que se conseguirá plasmar en 
un precepto constitucional (la Disposición Adicional Ia), que supon-
drá el reconocimiento de las virtualidades presentes del pasado foral. 

Parece oportuno, por ese significado de tracto histórico, 
reproducir textualmente, la enmienda 689 presentada por el grupo 
vasco en la Cámara baja105, aunque su recorrido fuera -justo es 
reconocerlo- limitadamente corto: 

1. Se derogan las leyes de 6 al 19 de sept iembre de 1837, 25 
de octubre de 1839 y 21 de ju l io de 1876, quedando , as imismo, 
sin e fec to cuantas d isposic iones resul ten incompat ib les con la 
re in tegración toral . 

K>"1 En su libro El Estado autonómico: Federalismo y Hechos Diferenciales. Serie 
libro universitario. Ensayo; 103. Madrid: Alianza, 1999. 

105 Sobre esta enmienda, sus entresijos y pinceladas, el volumen: El Partido Nacio-
nalista Vasco ante la Constitución: Historia y alcance de unas negociaciones. Bilbao, 
1979. Con carácter general, TAMAYO SALABERRIA, Virginia y Carlos, Fuentes 
Documentales... op. cit. 
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2. Se devuelven a las regiones forales de Álava, Guipúzcoa y 
Vizcaya sus instituciones y poderes políticos originarios. 

3. Se renueva el Pacto foral con la Corona, manteniendo el Rey 
en dichos territorios los títulos y facultades que tradicionalmente 
hubieran venido ostentando sus antecesores. 

4. Las regiones forales mencionadas que así lo decidieren 
podrán formar parte de un único ámbito territorial, creando de 
común acuerdo, las instituciones necesarias y conservando cada 
una de ellas las facultades que le sean propias y considere opor-
tuno reservarse. 

5. Hasta que no se establezcan plenamente los órganos forales, 
el Consejo General Vasco u organismo foral competente ostentarán 
la iniciativa y capacidad necesarias para llevar a cabo la negocia-
ción con el gobierno de la Corona, constitutiva de su régimen, fun-
cionamiento y traspaso de facultades, cuyo resultado se sometería 
a refrendo popular. 

La crítica al rancio sabor a arcaico que el pacto con una ins-
titución no representativa, como es la Corona, se respondía por sus 
mentores que el término Corona equivalía, al menos en la actuali-
dad del momento, al Estado global. Fuera uno u otro el significado, 
la enmienda fue derrotada; de ahí, el cambio de orientación y la 
apertura de un largo y proceloso proceso que desembocó finalmen-
te en la ya aludida Disposición Adicional primera. Pero antes de 
entrar en su componente, reveladamente esencial, interesa deter-
minar a vuelo de pájaro y con carácter general, de donde se nutre la 
genérica construcción diferencialista en la Constitución, no reser-
vada en exclusiva a los territorios vascos, aunque la referencia pri-
mordial sea a éstos. 

Siguiendo a Juan Cruz ALLI106, puesto que considero que su 
sistematización es apreciablemente completa, la existencia de 
hechos diferenciales en la Constitución, pueden ser agrupados de 
la siguiente manera: 

106 En su ponencia Los hechos diferenciales y la Constitución de 1978. En VVAA, 
Estado autonómico y Hecho diferencial... op. cit., pp. 150 y ss. 
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a) La configuración de España por nacionalidades y regio-
nes (artículo 2), que aunque no tenga después efectividades distin-
tivas entre una y otra en el Título VIII, al menos se reconoce a las 
Comunidades denominadas históricas, un peculiar procedimiento 
de acceso a la autonomía (Disposición Transitoria 2a) y de una rigi-
dez estatutaria que incluye un referéndum (artículo 151 y 152). 

b) Se reconoce la oficialidad de las lenguas propias y de las 
culturas de esas Comunidades declarando que la riqueza de las 
distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio 
cultural que será objeto de especial respeto y protección (artículo 
3). Del mismo modo, se prevé la existencia de características cul-
turales propias de los territorios que las disfrutan (art. 143.1). 

c) Las peculiaridades de la organización territorial previstas 
en el artículo 141.3 y 4 que desembocarán, ya en el marco estatu-
tario, en los territorios históricos propios del País Vasco. 

d) Los derechos civiles, forales o especiales (art. 149.1.8). Tal 
como igualmente precisa ALLI107, el Derecho civil foral o especial 
ha sido uno de los elementos vencedores de los intentos uniformistas 
con ocasión de la codificación decimonónica, acreditando una per-
sonalidad y un modo de estructurar la sociedad y las relaciones jurí-
dicas, que afecta directamente a las personas y a los derechos. Preci-
samente este reconocimiento de su vigencia, ha supuesto un hecho 
diferencial adicional, respecto a los territorios de derecho común. 

e) Las policías autonómicas en el marco establecido por el 
art. 149.1.29, que debía ser completado por una futura ley orgánica 
y por el propio Estatuto de autonomía. 

f) El reconocimiento de los derechos históricos de los terri-
torios forales, que la Constitución ampara y respeta (Disposición 
Adicional Ia). 

g) El régimen económico y fiscal de Canarias (Disposición 
Adicional 3a) 

107 Ponencia cit. p. 159. 
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h) La Disposición Derogatoria segunda, que en su apartado 
segundo, dispone: en tanto en cuanto pudiera conservar alguna, 
vigencia, se considera definitivamente derogada la Ley de 25 de 
octubre de 1839, en lo que pudiera afectar alas provincias de Álava, 
Guipúzcoa y Vizcaya. En los mismos términos se considera definiti-
vamente derogada la ley de 21 de julio de 1876. Tal disposición, en 
opinión de ALLI, supone la desaparición del ordenamiento y de las 
normas básicas del régimen foral de las tres provincias vascas cita-
das; por el contrario, se mantiene la vigencia de la Ley de 25 de 
octubre de 1839, base de la Ley para Navarra de 1841 (p. 161). 

No cabe duda que el paso más consistente y sobre el que 
pivotó, en este apartado, el eje de la Constitución, adoptando una 
perspectiva historicistam, no fue otro que la Disposición Adicio-
nal Ia, referida de forma directa a la pretensión vasca: 

La Const i tuc ión a m p a r a y respeta los derechos his tór icos de 
los terri torios fora les . L a actual ización general de d icho rég imen 
foral se l levará a c a b o en su caso, en el m a r c o de la Const i tuc ión 
y de los Esta tu tos de au tonomía . 

En el primer momento constituyente, un cierto desconcierto 
fue palpable en la doctrina ante la realidad y futuras posibilidades 
de esta disposición adicional. No sólo por la novedad que suponía 
dicha declaración, en la historia constitucional española'09. 

Finalmente, y con consecuencias bien actuales, la Dispo-
sición Transitoria cuarta, que establece el procedimiento de una 
posible incorporación de Navarra al régimen autonómico vasco, 

108 Como señaló Luis LÓPEZ GUERRA [articulo titulado Modelo abierto y 
hecho diferencial, Revista Vasca de Administración Pública, 47 (II), (1997)]: la raíz 
deI Estado de las Autonomías sólo puede comprenderse desde una perspectiva his-
tórica, o si se quiere historicista [...) en su origen concreto hay que encontrarlo en 
una voluntad de integrar en la Constitución de un Estado democrático a unas 
Comunidades con nombre propio, garantizando el mantenimiento de su identidad 
histórica [basada en el hecho diferencial/ en el marco de una organización estatal 
más amplia (p. 100). 

109 Destaca esta novedad Rafael ENTRENA CUESTA, en la obra colectiva 
Comentarios a ¡a Constitución. Op. cit., p. 2421. 
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señalando a quién corresponde la iniciativa y cuál debe ser la ma-
yoría de su ratificación por referéndum. 

Es conocido que en quien fue su principal impulsor, de 
aquella Disposición, el PNV, corrían paralelas dos magnitudes que 
desembocarían conjuntamente en dicha Disposición adicional. 
Una primera se conectaba con la reivindicación fuerista tradicio-
nal, que servía para la exigencia de un máximo de autogobierno, 
amparándose en lo que Javier CORCUERA ha denominado el 
mito foral110. La concreción de esta posición se centraría en la ya 
citada enmienda 689 presentada por la minoría vasca en el Congre-
so de los diputados y conseguiría su supervivencia con el texto de 
la Disposición Adicional, pese a que autorizadas voces nacionalis-
tas, así Federico ZABALA en el Senado -que fue donde se planteó 
la principal batalla dialéctica-, señalarían lo peyorativo que supo-
nía que tales derechos históricos quedaran vinculados a la suerte 
de la Constitución, y no a la voluntad del pueblo vasco. 

Existía una segunda razón subyacente en la Disposición 
constitucional. La realidad interna del País Vasco, con la aparición 
de una importante fuerza política rupturista y ultranacionalista, 
como significó Herri Batasuna ya desde su emergencia en 1978, 
había radicalizado las posturas del contexto político vasco, en me-
dio de una feroz ofensiva de ETA. En esta encrucijada y situado el 
PNV en medio de la bagarre, la Disposición Adicional se converti-
rá en la fórmula -coartada para comprometerse- con el texto cons-
titucional; convirtiéndose, de tal modo, en la justificación esencial 
para defender la posición de abstención en el referéndum constitu-
cional, postura que al final adoptó el PNV1". 

110 En su artículo La Constitucionalización de ios Derechos históricos: fueros y 
autonomía. Revista española de Derecho Constitucional, 11 f 1984). 

111 En mi ponencia titulada Pacto foral y Constitución: 1977-1979, Gerónimo de 
Uztariz, 20 (2004), pp. 153-160, señalé que ante al interrogante de si con ocasión clel 
evento constituyente y su plasmación en la Constitución, tuvo lugar el pacto foral per-
seguido en esa coyuntura, la respuesta debe ser evidentemente negativa; no hubo tal 
pacto, aunque estuviera próximo. 
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Por parte de los partidos de ámbito estatal puede decirse que 
hubo un real esfuerzo por conseguir, mediante esta cláusula, la 
integración en la Constitución del Grupo parlamentario vasco, 
rozándose en alguna ocasión y en el proceso constituyente, el éxi-
to en este objetivo; tampoco, sin embargo, se explayó una visión de 
fondo suficiente para proporcionar una salida válida en ese preten-
dido pacto foral. Para la posterioridad, restan las palabras -más 
declaración retórica que de contenidos propios- del diputado 
Óscar ALZAGA112 cuando refiriéndose a esta Disposición y a la 
Derogatoria 2a, mencionó que se trataba de un gesto histórico de 
comprensión hacia el pueblo vasco. 

La fórmula final de la Disposición, suma de diversos con-
sensos y de múltiples propuestas, no alcanzará por su ambigüedad 
última, el objetivo buscado, enmarañándose la problemática de 
fondo, dejada al albur de muy variadas y contradictorias interpreta-
ciones. 

Sin entrar en el decurso posterior que comenzaría en el 
inmediato y considerado como trascendental Estatuto autonómico, 
la pura letra de esta disposición, llevaba a determinadas conclusio-
nes: 

a) Existían en su texto una doble alusión a dos realidades 
claramente diferenciables: los derechos históricos en el primer 
párrafo, y el régimen foral, en el segundo, agrupados en un conjun-
to aparentemente totalizador pero cuyo entrecruzamiento y deslin-
damiento deberá ser confrontado con posterioridad. 

b) La disposición prevé una actualización general, que sitúa 
la operación en un proceso dinámico y de futuro, a cumplimentar 
por diversos procedimientos, comenzando por el Estatuto de auto-
nomía. 

c) Existe una salvedad en la Disposición en cuanto que 
dicha actualización no se plantea con carácter preceptivo. La 

112 En la Constitución Española de 1978. Comentarios sistemáticos. Madrid: Edi-
ciones del Foro, 1978, pp. 977 y ss. 
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expresión en su caso, parece cuestionar la perentoria necesidad de 
la puesta en marcha del proceso actualizador. 

d) El marco constitucional y estatutario fue considerado 
-como ya se ha hecho notar- excesivamente riguroso para encua-
drar con solidez una auténtica revitalización, incluso resurrección 
foral. 

Bien es cierto que en otro apartado de la Constitución el esce-
nario foralista había sido la fuente originaria y justificante del mismo, 
hasta el punto de llamársele el precepto foral. Me refiero al tantas 
veces aludido -y tan pocas aplicado- artículo 150.2 (El Estado podrá 
transferir o delegar en las Comunidades autónomas, mediante ley 
orgánica, facultades correspondientes a materias de titularidad esta-
tal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o 
delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transfe-
rencia de medios financieros así como las formas de control que 
reserve el Estado). Precepto cuyo principal mérito es estar ahí, al ser-
vicio de una determinada coyuntura y con ánimo de prestar sus méri-
tos para una buena causa: más como una expectativa de futuro, que de 
presente. En todo caso, en el momento constituyente fue considerado 
como un éxito de la minoría vasca, considerándose por esta razón 
como una de las partes positivas de la Constitución113. 

Aprobada la Constitución, la Disposición Adicional Ia dio 
pie a lo largo de la década siguiente a auténticos torrentes de letra 
impresa, celebrándose sucesivamente varias jornadas de estudio, 
congresos, cursos monográficos, así como la publicación de mono-
grafías y artículos académicos114. También la década siguiente, e 

113 Vid. El PNV ante la Constitución y sus referencias laudatorias al artículo en 
cuestión. 

114 Se ha hecho ya referencia al más completo estudio, organizado por la Facultad 
de Derecho de la UPV, titulado Jornada de Estudio sobre la Actualización de los Dere-
chos Históricos (Bilbao, 1986) o la posterior, Los Derechos Históricos Vascos en el 
marco del II Congreso Mundial Vasco (Oñati, 1988). Últimamente, el I. Symposium: 
El Derecho Histórico de los Territorios de Vasconia: Protagonistas y artífices, Notitia 
Vasconiae, 1 (2002). 
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incluso la actual, han seguido nutriéndose de pensamientos vivifi-
cadores del mismo mandato constitucional. En ese largo arco que 
va desde sus orígenes constitucionales115 hasta el nuevo siglo, 
como trabajo de síntesis y del estado de la cuestión en momentos 
de reflexión, me parecen interesantes las conclusiones esquemáti-
cas derivadas de la famosa Disposición Adicional Ia, que expuso el 
historiador del Derecho, Jon ARRIETA116 y que paso a resumir 
someramente, admitiendo su discutibilidad: 

1. Se restringe absolutamente en cuanto al ámbito de territo-
rialidad afectado, a Gipuzkoa, Bizkaia, Álava y Navarra. 

2. Se restringe la aplicabilidad de la Disposición Adicional 
primera, al ámbito del Derecho público; no por lo tanto, a la orde-
nación del régimen constitucional de la foralidad civil. 

3. Admite únicamente la perspectiva del derecho objetivo. 
Se trata de un régimen foral, debidamente estructurado a través de 
sus órganos y competencias. 

4. Se remite expresamente a la teoría de la garantía institu-
cional en salvaguarda de la foralidad. 

Las monografías son numerosas y particularmente válidas. Citaré a algunas de 
ellas: LARRAZABAL BASAÑEZ, Santiago, Contribución a una teoría de los Dere-
chos Históricos Vascos. Oñati, 1997; COELLO, Carlos, La Disposición Adicional pri-
mera y la organización administrativa vasca. Logroño, 1997; LOJENDIO, Juan Igna-
cio, La Disposición Adicional I" de la Constitución española. Oñati, 1988; PORRES, 
Juan, Política y Derecho. Los Derechos Históricos Vascos. Oñati, 1992; MUÑOZ 
MACHADO, Santiago, La disposición adicional Primera de la Constitución en Dere-
cho Público Foral de Navarra, pp. 323 y ss.; CORCUERA y GARCÍA HERRERA, La 
Constitucionalización de los derechos históricos. Madrid: Centro de Estudios Políti-
cos, 2002. 

115 Destacaría en esos prolegómenos, el trabajo de CLAVERO SALVADOR, Barto-
lomé, El principio de salvedad constitucional del derecho histórico vasco. En Congreso 
de Derecho Vasco: la actualización del Derecho Civil. Oñati: IVAP, 1983, pp. 171-189. 

116 En su ponencia en el volumen dirigido por Ernest LLUCH y Miguel HERRE-
RO, titulado Derechos Históricos y Constitucionalismo útil. Barcelona: Crítica, 2001. 
Anteriormente y con los mismo directores el volumen Foralismo. Derechos históricos 
y democracia. Bilbao: Fundación BBVA, 1998, había ya entrado con profundidad en 
la materia. 
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5. Se basa en una explícita e intensa negación de la legitimi-
dad histórica, para admitir única y exclusivamente la basada en la 
Constitución. 

6. Se produce cierta ambivalencia o vacilación sobre si se 
actualiza un régimen o se trasladan competencias, según se dé pre-
valencia a la operación de actualización del régimen foral o se 
reduzca a la actualización de concretos derechos históricos. 

7. Admite como titulares a los territorios de Gipuzkoa, Biz-
kaia, Álava y Navarra. 

8. Admite un cierto grado de conexión con la historia, en la 
medida en que se trata de mantener o recuperar una imagen reco-
nocible de la foralidad, tomando como referencia la fase posterior 
a la ley de 1876. 

9. Hace una interpretación estricta de la expresión marco 
constitucional y estatutario. 

10. Concede gran importancia a un concepto no siempre fácil 
de determinar, como es el de la imagen reconocible de la foralidad. 

Proyección de futuro que no puede impedir ni ocultar la 
frustración que embargó a los nuevos fueristas, tras la consolida-
ción final de la Disposición Adicional primera. Como ha escrito, 
bien recientemente, Gregorio MONREAL117, la Disposición Adi-
cional primera reproducía casi de manera literal la Ley de 25 de 
octubre de 1839. Y esa es ciertamente otra tradición de reconoci-
miento de los derechos históricos, basada no sólo en la unidad 
política sino en la unidad constitucional. 

Otro debate se abrió de inmediato: la citada Disposición 
Adicional tenía efectividades reales y consecuencias palpables, o 
por el contrario, se trataba de una consideración meramente decla-
rativa y bienintencionada (para contentar a los vascos) al servicio 
de planteamientos míticos o legendarios, poco asumibles en 
momentos como los presentes. Es cierto, como no podía ser de otra 

117 En su ponencia Actualización de los Derechos históricos op. cit., p. 282. 

75 



manera, que la mejor doctrina se ha decantado, siguiendo la estela 
de GARCÍA DE ENTERRÍA, por dar valor normativo en su totali-
dad a la Constitución; por lo tanto, también a la Disposición Adi-
cional primera, dotada de la vinculatoriedad, eficacia y aplicabili-
dad directa de todos y cada uno de los preceptos de la propia 
Constitución. 

Sobre todo y ante todo, se debía no defraudar las expectati-
vas que puedan derivarse de un pacto menor, no asumido totalmen-
te por una de las partes, pero que representó un hito en la referen-
cia constitucional al hecho foral supérstite. O como han señalado 
Miguel HERRERO y el llorado Ernest LLUCH"8, se trata de 
tomarse en serio la Disposición Adicional primera, en párrafo que 
por su fuerza y sentido me limito a reproducir textualmente: 

La Disposición adicional primera o se la toma en serio, se le 
presta la lealtad debida, se interpreta correctamente según re-
quieran las reglas de la hermenéutica jurídica y se sacan las 
oportunas consecuencias, o ponemos en tela de juicio la Consti-
tución toda. No cabe exigir lealtad constitucional si partimos de 
que una de sus disposiciones, la Adicional primera, es pura retó-
rica o sólo mito y, en consecuencia nos negamos a su lógica in-
terpretación, invocando una u otra excusa política, una u otra 
opinión periodística, una u otra experiencia personal, uno u otro 
temor escatológico causado por el libro de moda del último fin 
de semana... 

Se pueden decir las cosas tan claras como las expresadas en 
las anteriores líneas, pero difícil de superarlas en su sencillo pero 
contundente argumento. Llamamiento de dos personas que no han 
pertenecido, salvo por su aprecio e interés, al País Vasco, que sin 
embargo, y siempre en el recuerdo el ilustre catalán; formulan su 
apuesta por la coherencia y la racionalidad, frente a la frivolidad y 
la inescrutable deriva partidista. 

118 Prólogo de Foralismo, Derechos Históricos y Democracia, p. 15. 
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3.2. El hecho diferencial en los Estatutos autonómicos 

Planteada la posibilidad de diferenciación en la propia 
Constitución y de forma esencial en la Disposición Adicional pri-
mera, parecían llamados los Estatutos de autonomía a desarrollar 
las expectativas abiertas y cumplimentar así con las posibilidades 
esbozadas en el texto constitucional. Se pretende a continuación 
examinar la existencia de la peculiaridad perceptible en el primer 
Estatuto autonómico promulgado119, el referente a la Comunidad 
autónoma del País Vasco (Ley de 18 de diciembre de 1979), así 
como la posterior Ley de Reintegración y Amejoramiento del régi-
men foral de Navarra, de 10 de agosto de 1982. 

Tanto una como otra norma poseen indiscutibles rasgos comu-
nes que obligan a este tratamiento paralelo en cuanto a las bases de la 
diferencialidad del resto comunitario; aunque también difieren en 
contenidos concretos, si bien puede considerarse que la mencionada 
diferencia se materializa en aspectos secundarios o accesorios. 

3.2.1. El Estatuto de la Comunidad Autónoma del País Vasco 

Comenzando por el Estatuto de esta Comunidad autónoma, 
se puso de relieve en los albores del nuevo sistema autonómico, 
que el Estatuto aludido, y sólo él, contaba con una característica 
esencial: suponía la culminación normativa del proceso abierto con 
la transición política, reforzado por la Constitución, así como el 
texto dispositivo epigonal producto del consenso partidista básico, 
plasmado esencialmente en la Constitución también. Notas que 
explican las mismas claves del Estatuto y de su difícil y complica-
do proceso a lo largo de todo el año de 1979, que primaba la nece-
sidad urgente de proporcionar salidas políticas a una problemática 
ásperamente controvertida y envuelta en un terrible terrorismo. 

"<> Aunque con mínima distancia con el Estatuto de Cataluña, que de esta manera 
y por primera vez en el siglo, quedaba supeditado temporalmente a la reivindicación 
vasca. 
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La cuestión crucial de entrada va a girar en torno a las reales 
consecuencias que la Disposición Adicional primera de la Consti-
tución producía en el entramado general y en específicos aspectos 
de la norma autonómica. Ya desde un principio se planteó un dubi-
tativo interrogante: ¿La citada Disposición Adicional equivalía 
para este Estatuto a la configuración de un régimen de especialidad 
similar a la construcción de los Estatutos de derecho especial en el 
sistema italiano?120 O por el contrario y como alternativa, ¿la fora-
lidad se limitaba a expresarse en determinados contenidos compe-
tenciales y organizativos de características peculiares? 

De decantarse por la primera postura, el Estatuto en cuestión 
se situaría en un plano ciertamente singular, que llevaría implícito 
el trazado de una frontera delimitadora en relación al resto de 
Comunidades autónomas, con la sola excepción de Navarra. Mien-
tras que los efectos consiguientes a la adopción de la segunda posi-
ción, conllevarían una simple y sencilla especificidad sectorial, 
basada en el apoyo expreso en dicha disposición constitucional y 
traducida en aspectos también singulares, del contenido del propio 
Estatuto. 

En aquellos momentos iniciáticos, manifesté mi opinión 
favorable121 a que el juego combinado de la disposición constitu-
cional y del texto estatutario, suponía la voluntad consensuada de 
elevar el techo constitucional al máximo para esta Comunidad, 
consiguiéndose de tal modo un régimen peculiar privativo; techo al 
que no podían acceder otras Comunidades autónomas, con la 
excepción posterior de la Comunidad foral de Navarra. Todo ello, 
sobra la insistencia, con el fundamento constitucional referido. 

Se pensaba, por lo tanto, en el Estatuto para alcanzar com-
pletamente el encargo constitucional de la actualización foral. ¿Se 

120 Sobre esta equiparación, FIGUEROA, Alberto, El marco constitucional y el 
Estatuto. En VVAA, Instituciones de la Comunidad Autónoma Vasca. Oñati: IVAP. 
1982, p. 151. 

121 En mi ponencia El Estatuto de Autonomía de Euskadi, en la obra colectiva 
L'autonomie. Les Regions d'Europe en quéte d'un Statut. Niza, 1981, p. 108. 
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cumplió con este encargo o al menos, se intentó la actualización 
general prevista? Bartolomé CLAVERO122 expuso en su momento 
y con su habitual clarividencia, que las previsiones constituciona-
les en lo que interesaba al reconocimiento de derechos históricos, 
pudieran haber sido al menos, aunque ciertamente lacónicas, más 
substantivas; correspondía por ello a la vía estatutaria, la auténtica 
substanciación de tales derechos, comenzando por la propia identi-
ficación del supuesto. Constataba sin embargo, el catedrático anda-
luz, el parcial aplazamiento deducible del Estatuto de autonomía 
sobre la realización de dicha operación, que quecla ahora pendien-
te sin plazo. 

No obstante existen a lo largo y ancho del Estatuto, explíci-
tas alusiones a la disposición constitucional en tanto fundamento 
de un régimen peculiar, que proporciona suficientes líneas argu-
méntales para una definición más ajustada de la operación actuali-
zadora. 

Un dato debe ser resaltado, tanto por su significativa impor-
tancia como por el transfondo que revela. Me refiero a las diferen-
cias existentes entre el proyecto de Estatuto aprobado en diciembre 
de 1978 por la Asamblea de parlamentarios vascos en Gernika, y el 
que será el texto definitivo, como producto final tras el paso por la 
Comisión constitucional del Congreso de los Diputados; diferen-
cias que son ciertamente explícitas y cualitativas en una somera 
comparación de ambos textos123. 

Pues bien, es en el proyecto del Congreso y de su Comisión 
Constitucional, producto directo -como es notorio- de la paralela 
negociación en la Moncloa que se desarrolló entre la Presidencia 
del Gobierno español y vasco con sus correspondientes equipos, 
cuando ante determinados atascamientos puntuales aparece la 
mención por primera vez, y siempre con referencia a materias de 

122 Del principio de salvedad constitucional... op. cit., p. 176. 
123 Sobre esta comparación, una vez más, TAMAYO SALABERRIA, Virginia y 

Carlos, Fuentes documentales... op. cit. 
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indudable trascendencia, a la Disposición Adicional primera, como 
alegación formal y marco de cobertura para esos aspectos singula-
res. Los contenidos se mantenían de este modo sobre lo previsto en 
el proyecto de Gernika; la variación consistirá simplemente en la 
justificación formal de ese punto problemático, que de esta manera 
consigue sobrevivir gracias al precepto constitucional. 

Es preciso ya referirse a una cláusula de salvaguarda, autén-
tico correlato de la Disposición constitucional, aunque doctrinal-
mente se hayan marcado diferencias. Me refiero a la Disposición 
Adicional única del Estatuto que señalaba lo siguiente: 

La aceptación del régimen de autonomía que se establece en 
el presente Estatuto no implica renuncia del Pueblo Vasco a los 
derechos que como tal le hubieran podido corresponder en virtud 
de su historia, que podrán ser actualizados de acuerdo con lo que 
establezca el ordenamiento jurídico. 

Cláusula de reserva estatutaria que tiene un precedente 
directo en un artículo similar del Estatuto aprobado en Estella, en 
junio de 1931, introducido como enmienda en la asamblea munici-
pal celebrada en esta villa, por un representante del PNV. 

Es comprensible así, como señala Pablo LUCAS VERDÚ124, 
que se le denomine como una salvaguarda estatutaria que encierra 
una verdadera formalización de los derechos históricos mediante la 
remisión a la historia, aunque combinada con otra mirada dirigida al 
ordenamiento jurídico actual o futuro. 

Puede ser oportuno destacar unas breves notas al hilo de la 
citada Disposición Adicional única del Estatuto de autonomía: 

a) A diferencia de su homónimo constitucional, el precepto 
estatutario obliga a emerger, pienso que de forma premeditada, dos 
nuevos conceptos: el pueblo vasco considerado titular y por lo tan-
to, protagonista de la reserva de derechos y de la subsiguiente ope-

124 En su ponencia titulada Penetración de la Historicidad en el Derecho Constitucio-
nal español. El artículo 149.1.8 y la Disposición Adicional Ia de la Constitución, publi-
cada en las Actas del Primer Congreso de Derecho Civil vasco (San Sebastián, 1982). 
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ración actualizadora; y el ordenamiento jurídico, nuevo marco 
genérico de referencia en dicha operación, indudablemente más 
amplio y global que las menciones recogidas en la disposición 
constitucional (Constitución y Estatutos). 

b) La visión de futuro perceptible en la disposición estatuta-
ria, que suponía un evidente reconocimiento por parte del estatu-
yeme, de un proceso de actualización de derechos históricos, enfo-
cado de forma trascendente a la misma norma estatutaria. 

c) La referencia específica se formula en relación a concre-
tos derechos conectados con la historia, y no a un abstracto pasado 
foral, tal como aparece en el segundo párrafo de la disposición 
constitucional. 

d) Disposición Adicional que tal como se hizo notar, perdió 
en la negociación de la Moncloa, la referencia última a la voluntad 
de autogobierno del Pueblo Vasco; desaparición significativa que 
desposeía a la reserva estatutaria de la nota subjetiva de la exigen-
cia popular de un mayor autogobierno. 

Siguiendo adelante, son varias las referencias a contenidos 
específicos basados en la Disposición Adicional constitucional, en 
cuanto fundamento de una concreta especificidad existente en esen-
ciales artículos del Estatuto autonómico. Citaré en primer lugar, en 
este apartado, el artículo 16 referido a la enseñanza, que se justifica 
de inicio y con precisión en la aplicación de la Disposición adicional 
primera de la Constitución para afirmar la competencia de la Comu-
nidad autónoma sobre la enseñanza en toda su extensión, niveles, 
grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio125 del artículo 27 
de la Constitución y leyes orgánicas que lo desarrollan, de las facul-
tades que atribuye al Estado el artículo 149.1.30 de la misma y de la 
alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía. 

125 Este sin perjuicio, así como otras expresiones de similar cariz, también son un 
invento de la negociación de la Moncloa, con la clara intención de servir para desbloquear 
puntos de nivel altamente problemáticos, planteados con ocasión de dicha negociación. 
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Equilibrio entre actualización de un derecho histórico, y pue-
de recordarse al respecto la tradicional competencia de las Juntas y 
sobre todo de los municipios vascos sobre la instrucción primaria'26, 
así como el respeto en la materia a preceptos constitucionales. Car-
men AGOUES'27 señala otro dato precisamente por su carácter sin-
tomático: el cambio originado una vez más en la letra estatutaria por 
la negociación desarrollada en Madrid, puesto que allí donde el pro-
yecto de Gernika declaraba la competencia exclusiva de la Comuni-
dad Autónoma sobre la enseñanza, el texto definitivo prescindirá de 
toda referencia a la exclusividad competencial, para centrarla en la 
alusión a lo dispuesto para su aplicación, en la Disposición constitu-
cional. No obstante, justo es indicar que este artículo referido a la 
ardua cuestión de la enseñanza -una vez más fue uno de los temas de 
más difícil negociación en el decurso estatutario-, ha tenido en la 
ordenación posterior unos resultados difícilmente encuadrables en la 
especificidad de la actualización de derechos históricos. 

Un superior valor descriptivo alcanza en este aspecto, el 
artículo 17, precepto que comienza con la siguiente mención: 
Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto 
en la Disposición Adicional primera de la Constitución, corres-
ponderá a las instituciones del País Vasco [...] el régimen de la 
Policía autónoma. Se partió por lo tanto de un evidente derecho 
histórico -las policías forales, que nacidas de forma similar que 
en otros territorios de la monarquía, habían conseguido subsistir, 
hasta la actualidad-, para avanzar en la también difícil creación de 
una policía dependiente del Gobierno Vasco. Policía que signi-
ficará con el tiempo y a través de un rápido despliegue, tal vez la 
seña emblemática más representativa de la Comunidad, con el 
pleno desarrollado de la Ertzaintza considerada como policía 
integral. 

126 Así lo reseñé en mi artículo Análisis de la educación en el Estatuto de Autono-
mía del País Vasco, Revista Vasca de Administración Pública, 9 (mayo 2001). 

127 En su libro El régimen jurídico de los centros docentes de educación no univer-
sitaria. Granada: Comares, 2000. Colección Biblioteca Comares de ciencia jurídica. 
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Dos grandes espacios, con apariencia externa de una 
mayor singularidad, son asimismo cubiertos en su regulación 
estatutaria, con las correspondientes alusiones a la actualización 
del régimen foral: uno, ni más ni menos que el que se refiere al 
soporte económico y financiero de la autonomía, centrado en el 
instrumento del concierto económico (artículo 41); el segundo, 
de igual respeto al sistema foral tradicional, cuando el Estatuto 
entra en el régimen privativo de la organización de los denomina-
dos Territorios históricos, considerados, significativamente, 
poderes del País Vasco. 

Aunque los precedentes sean las cuestiones materiales de 
un mayor alcance, sobre las que obligadamente se entrará de 
inmediato, existen algunas otras referencias estatutarias en cone-
xión con actualizaciones de este tipo. Citaré así, al artículo 10.34 
que establece que en materia de carreteras y caminos, además de 
las competencias citadas en el apartado 5, número 1, del artículo 
148 de la Constitución, las Diputaciones forales conservarán 
íntegramente el régimen jurídico y competencial que ostentan o 
que en su caso hayan de recobrar a tenor del artículo 3o de este 
Estatuto. 

Demostración palpable de una innegable especificidad deno-
table en el Estatuto de la Comunidad autónoma, que por voluntad 
constituyente se trasladó a la letra estatutaria. Si se indicó, con Bar-
tolomé CLAVERO, que la general posición actualizadora de dere-
chos históricos no parecía agotada con la norma estatutaria y pendía 
de posteriores actualizaciones parciales, el bloque de la constitucio-
nalidad había desarrollado el precepto constitucional con una más 
que ponderada generosidad. El futuro, y con él el Tribunal Consti-
tucional, tenían la palabra para una ulterior determinación. 

3.2.2. El Amejoramiento navarro 

La Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
foral de Navarra, de 10 de agosto de 1982, era también natural -
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mente tributaria de los principios constitucionales128 y juega como 
propia con la Disposición Adicional primera129. La relevancia de la 
Disposición Transitoria cuarta no impide mencionar que también 
la futura Comunidad foral contará con un importante dispositivo 
en la propia Constitución, al que se hará mención genérica al tratar 
de las especificidades en su interior130. 

Se inició así un lento proceso hacia la autonomía política de 
Navarra131, que curiosa y paradójicamente, no concluyó con un refe-
réndum aprobatorio132. Procedimiento que ha sido puesto en duda 
desde una vertiente democrática y constitucional133, aunque final-
mente se consolidara con la promulgación de la Ley orgánica de 
agosto de 1982134. 

128 Al respecto, José Antonio RAZQUIN LIZARRAGA en su ponencia Navarra en 
la Constitución en la obra colectiva Derecho Público Foral de Navarra. El Amejora-
miento del Fuero. Madrid: Gobierno de Navarra-Editorial Civitas, 1992, pp. 163 y ss. 

129 Sobre esta Disposición y el régimen de Navarra, MUÑOZ MACHADO, San-
tiago, Derecho Público Foral de Navarra, pp. 223 y ss. 

130 Sobre el genérico régimen jurídico navarro, PÉREZ CALVO, A.; RAZQUIN 
LIZARRAGA, M., Manual de Derecho Público de Navarra. Pamplona: Fondo de 
Publicaciones del Gobierno de Navarra, Instituto de Administración Pública de Nava-
rra, Universidad Pública de Navarra, 2000, y LOPERENA ROTA, Demetrio, Aproxi-
mación al Régimen Foral de Navarra. Oñati: IVAP, 1984. Vid. también la obra colecti-
va Diez años del (¡mejoramiento del Fuero (1982-1992). El Estado de las autonomías 
y Navarra. Pamplona: Parlamento de Navarra, 1994. 

131 Describe este contradictorio proceso, con brillantez, BARAIBAR ETXEBA-
RRIA, Alvaro, Extraño federalismo. La vía navarra a la democracia (1973-1982). 
[Prólogo de Juan María Sánchez Prieto], Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 
2004. 

132 Justificando el procedimiento seguido, SANTAMARÍA, Juan Alfonso, Comen-
tarios al Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Navarra (Madrid, 
i 992). Acerca de esta ley, su naturaleza, elaboración y principios, el trabajo de Luis 
COSCULLUELA en Derecho Público Foral de Navarra, pp. 255 y ss. 

133 Tempranamente LEGUINA, Jesús, Los Estatutos de Autonomía recogido en 
Escritos sobre autonomías territoriales. Madrid: Tecnos, 1984, pp. 42 y ss. 

134 En este sentido RAZQUIN LIZARRAGA, José Antonio, Fundamentos jurídi-
cos del Amejoramiento del Fuero. Derechos históricos y régimen foral de Navarra. 
[Prólogo de Santiago Muñoz Machado], Pamplona: Departamento de Presidencia e 
Interior, 1999. 
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De todos modos, es claro que el Estatuto de la Comunidad 
foral de Navarra posee unas virtualidades singularizadoras muy 
notablesl35, que no se refieren precisamente a la estructura institu-
cional de la Comunidad foral, cuestión en la que no se registran 
diferencias con los Estatutos de régimen común, puesto que se par-
te de un parlamento y un gobierno foral (artículo 10), junto con el 
presidente, aunque en la elección de este órgano se detectó una 
cierta peculiaridad que ha ocasionado diversos trastornos. 

Por lo demás, una singularidad institucional se encuentra 
(artículo 46.2 del Amejoramiento) en el mantenimiento del secular 
Tribunal Administrativo de Navarra, que tras su actualización, ha 
permitido a los ciudadanos navarros encontrarse en una mejor 
posición frente a sus Administraciones locales que el resto de ciu-
dadanos del Estado. 

El artículo 69 del Amejoramiento establece un instrumento 
prejudicial de resolución de conflictos de competencia entre la 
Administración central y la Comunidad foral de Navarra, denomi-
nado Junta de Cooperación. LOPERENA indica sobre este órga-
no136, que a pesar de su anodino funcionamiento, tiene al menos la 
virtualidad que admite una posible transacción fuera del marco del 
Tribunal Constitucional, como fórmula específica de resolución de 
los mencionados conflictos de competencias. 

La estructura de la atribución de competencias en el Amejo-
ramiento se determina en el artículo 39, en el que se señalan como 
competencias propias de Navarra, en primer lugar todas aquellas 
que se ejercieran al amparo de la Ley de 16 de agosto de 1841 y 
sus disposiciones complementarias, planteándose el interrogante 
de si se sobrepasaba de tal modo, lo que la legislación estatal iba a 
permitir en desarrollo del título VIII de la Constitución. Proporcio-

131 Según destaca LOPERENA, Demetrio, El hecho diferencial y los Estatutos de 
autonomía en la obra colectiva Estado autonómico y Hecho diferencial de Vasconia, 
op. cit., p. 175. 

136 En su ponencia cit., p. 176. 
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nando una respuesta positiva, LOPERENA considera que Navarra 
dispone del techo autonómico más alto de todas las Comunidades 
autónomas incluida la vasca, en virtud de seguir ejerciendo las 
competencias que hasta el régimen franquista toleró sin problema 
alguno137. En este sentido, el régimen local y la función pública 
constituyen unos buenos ejemplos para ratificar la anterior afirma-
ción de superioridad. Así se entiende, que el mismo Tribunal Cons-
titucional haya reconocido la competencia foral para regular las 
elecciones sindicales de sus funcionarios, a pesar de que, como 
resulta evidente, nunca las instituciones forales habían ejercitado 
históricamente dicha competencia sectorial; entendiendo el propio 
Tribunal Constitucional que el ejercicio de cualquier título compe-
tencial, incluso el de la actualización de derechos históricos, ha de 
hacerse de acuerdo con la realidad social, jurídica y política actual 
y dentro de competencias generales (funcionarios, por ejemplo). 

El artículo 45 del Amejoramiento dispone que la actividad 
tributaria y financiera de Navarra, se regulará por el sistema tradi-
cional del Convenio económico, poniéndose así a la par del régi-
men concertista de la Comunidad autónoma del País Vasco; expre-
sión esta última innegable de la máxima especificidad territorial en 
el Reino de España. 

Se ha hecho mención a determinada singularidad en la for-
ma de elaboración y aprobación del Amejoramiento, tributaria de 
determinados intereses sectoriales; desde luego, al margen de los 
procedimientos previstos en la Constitución. Sin embargo, una 
solapada ratificación provino del Tribunal Constitucional (Senten-
cia de 6 de febrero de 1984) cuando declaró que Navarra era una 
Comunidad autónoma, y por lo tanto su norma básica no era otra 
cosa que un Estatuto de autonomía; aunque se reconocía que había 
accedido a la autonomía a través de un procedimiento que nadie 
antes había advertido y que se incardinaba, para su justificación, en 
la Disposición adicional Ia de la Constitución. Disposición que de 

137 Ponencia cit., p. 177. 
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esta manera proporcionaba una inusitada cobertura a una opera-
ción extremadamente novedosa e igualmente discutible. 

Una manifiesta singularidad en el procedimiento legislativo, 
que aunque no tenga su amparo en la habitual Disposición Adicio-
nal Ia, debe destacarse por sí misma, son las denominadas leyes 
orgánicas forales o leyes de mayoría absoluta del parlamento, que 
versan sobre unas materias expresamente determinadas en el mis-
mo Amejoramiento; o sobre aquellas otras, que tratando sobre 
organización administrativa y territorial, determine el reglamento 
de la cámara legislativa. 

Debe hacerse notar, como suma y compendio, la insistencia 
en formulaciones pactistas plenamente insertables en la vieja cons-
trucción del pacto foral, tal como se trasluce a lo largo y ancho del 
texto del Amejoramiento (artículos 45, 64, 69 y 71); imperativo 
pactista que aparece bien explícito en su artículo 45.4: 

Dada la naturaleza paccionada de los Convenios económicos, 
una vez suscritos por el Gobierno de la Nación y la Diputación, 
serán sometidos al Parlamento foral y a las Cortes Generales para 
su aprobación mediante ley orgánica. 

Sin mengua de entrar más adelante en la gran especialidad 
concertista138, sí se puede afirmar en síntesis definitoria, que a la 
vista del Estatuto autonómico de la Comunidad autónoma del País 
Vasco y de la Comunidad foral de Navarra, una y otra se configu-
ran en las piezas esenciales para el trazado asimétrico del Reino de 
España, o siguiendo una expresión francesa, para la formalización 
de una geometría variable del Estado autonómico español. Natu-
ralmente se reconocen sensibilidades, contenidos, incluso diferen-
cias notables, entre ambos textos estatutarios, pero difícilmente 
puede negarse la existencia de un hilo común, una pretensión coin-

138 Últimamente y con sintético rigor, DE LA HUCHA CELADOR, Fernando, El 
régimen jurídico del Convenio de la Comunidad Foral de Navarra. Serie Echegaray; 
2. San Sebastián: Fundación para el Estudio del Derecho Histórico y Autonómico de 
Vasconia, 2006. 
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cidente, incluso unos componentes institucionales provenientes de 
las mismas fuentes. Aunque justo es reconocer que siguen existien-
do quienes parten de la diferencia estatutaria, para pronunciarse 
por una correlativa nota de ley paccionada en sentido foralista a 
ultranza, practicada en exclusiva para el Amejoramiento139. 

En todo caso, reafirmar la común existencia de aspectos 
idénticos o similares y también de espacios de diferenciación, siem-
pre en el paritario desarrollo de la Disposición Adicional primera de 
la Constitución. 

3.3. Las respuestas del Tribunal Constitucional a los interro-
gantes del diferencialismo constitucional y estatutario vasco 

Del anteriormente descrito ordenamiento y sus referencias 
vascas, se deducen determinadas coordenadas calificadoras, aun-
que también se perciben algunas incógnitas no totalmente resueltas 
por la frialdad o ambigüedad de las normas. Si el objetivo de la 
actualización general de los derechos históricos parecía convenien-
temente afrontado, no eran pocos los problemas derivados de esa 
operación, que estaban lejos de encontrarse suficientemente 
resueltos. Se mencionarán esas incógnitas, con voluntad de expli-
citar las respuestas que el Tribunal Constitucional en primer lugar, 
aunque no en exclusiva, proporcionará en una oscilante doctrina 
jurisprudencial. 

a) Comenzando por la propia diferenciación entre la actua-
lización de los derechos históricos o del régimen foral, en tanto 
dos conceptos que se encuentran solapados o yuxtapuestos tanto 
en la disposición constitucional, como en diferentes apartados del 
Estatuto en su expresión de cobertura. Conceptos que no son sinó-
nimos sino que asumen un contenido diferente; como lo señaló 

139 Encabeza esta doctrina, ayer y hoy, DEL BURGO, Jaime Ignacio, Introducción 
al estudio del Amejoramiento del Fuero. Los Derechos Históricos de Navarra. [Prólo-
go de Eduardo García de Enterria], Pamplona, 1987. 
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Tomás Ramón FERNÁNDEZ, los derechos históricos aluden a 
una pluralidad de derechos sin más, mientras que régimen foral 
apunta a una realidad institucional, a un verdadero sistema; luego 
el primer concepto se halla ligado con el concreto espacio de unos 
derechos existentes en el tiempo, en tanto que el segundo, se 
conecta con lo abstracto de una organización, régimen y cotas de 
autogobierno precedentes en el pasado. 

Si el peso de la actualización se sitúa en los derechos histó-
ricos, la subsiguiente operación se desarrollaría en una tarea de 
encuentro de los mismos, previa indagación histórica. Trabajo a 
encomendar a historiadores del derecho, por más que esa opera-
ción investigadora se reduzca en algún caso concreto a una fecha 
tan poco lejana como 1950140, difícil de encuadrar por lo tanto, en 
la pura historia. 

Por el contrario, si se pone el acento en la actualización del 
régimen foral, la tarea adquiere una connotación más genérica, con 
una evidente conexión con el poder político y el autogobierno, tal 
como existió en épocas anteriores, centrándose así, en la explicita-
ción contemporánea del pasado foral. 

Luego frente a la claridad de una reclamación puntual histó-
rica, que se traduciría obviamente en una reivindicación competen-
cial específica, como característica propia del derecho histórico 
singular, el régimen foral aludía al conjunto de las instituciones 
político-administrativas de cada una de las regiones vascas que 
estuvieron vigentes hasta 1841 en Navarra y hasta 1876 en Alava, 
Guipúzcoa y Vizcaya141. Lo difuso de este segundo concepto, que 
oscilará en cuanto al variable aprecio que se posea del poder polí-
tico en una determinada coyuntura, no parece necesario ponerlo de 

140 La Sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de mayo de 1988, sitúa en un 
Convenio entre el Ministerio de Obras Públicas y la Diputación Foral de Navarra cele-
brado en esa fecha, la investigación sobre un derecho histórico de la Comunidad foral 
de Navarra. 

141 MONREAL, Gregorio, Evolución histórica del poder político vasco, en la obra 
colectiva (ESEI) Euskadi y el Estatuto de Autonomía, San Sebastián, 1979, p. 11. 
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relieve y sobre esta alternativa no tardará en decantarse el Tribunal 
Constitucional. 

b) Si adoptamos el concepto de derechos históricos, otro 
interrogante se plantea de seguido: el definir quién es el actual titu-
lar de los mismos en el proceso actualizados una vez superada su 
característica de historicidad y convertido en el ejercicio compe-
tencial concreto sobre una determinada materia: 

Puesto que una elección sería optar por los órganos forales 
de los territorios históricos, únicos que teniendo la calidad de his-
tóricos, serán poseedores de dicha nota; otra posibilidad que se 
planteaba, era partir del dato novísimo de la emergencia de una 
Comunidad autónoma como consecuencia del Estatuto de autono-
mía, con la paralela aparición de las denominadas Instituciones 
comunes (Lehendakari, Gobierno, Parlamento), en tanto represen-
tantes del Pueblo Vasco, protagonista citado en solitario en la Dis-
posición Adicional única del Estatuto. El debate que se originó fue 
ciertamente duro, sobre todo en el ámbito doméstico, con un trans-
fondo de crisis partidista y seguidamente gubernamental. 

c) Ni la Constitución ni el Estatuto de autonomía indicaron 
cómo debía realizarse la operación actualizadora. Si era difícil 
cuestionar la potestad de organización de los Territorios históricos, 
avalada prontamente por una potente normativa foral y con el fun-
damento del previo régimen también foral, la posible actualización 
de otros derechos históricos ¿debía continuar con semejante mol-
de? o ¿tenían, por el contrario, las instituciones comunes algún 
papel decisorio participativo en este proceso? Ultimo interrogante: 
¿estaba el poder central legitimado para intervenir en este proceso 
de actualización? 

d) Si la actualización era calificada de general en la disposi-
ción constitucional, parecía remitir al Estatuto autonómico para 
agotar la operación. De este modo el proceso actualizador lanzado 
por la Constitución, adquiriría un sentido estático, al detenerse en 
el momento estatutario y generalizar la actualización en ese 
momento. Cabía una segunda posibilidad, cara al Estatuto: se tra-
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taba de un proceso inconcluso y abierto que permitiría el reconoci-
miento de nuevos derechos históricos de raíz extraestatutaria, pro-
duciéndose actualizaciones parciales y sectoriales de las mis-
mas142. 

Es notorio que, como señaló Bartolomé CLAVERO143, se 
produjo un parcial aplazamiento en la plasmación de los derechos 
históricos en la norma autonómica, que quedan ahora pendientes 
sin plazo. Ello en virtud que si el Estatuto se refería al proceso de 
actualización en cruciales aspectos, no cerraba la posibilidad de 
nuevas actualizaciones, como demostraba fielmente la letra de la 
Disposición Adicional única del propio Estatuto. 

e) Desde un principio se planteó el debate sobre la relación 
existente entre la Constitución y los derechos históricos144, o el sig-
nificado que ofrecía el reconocimiento de unos derechos históricos 
o un régimen foral preconstitucionales cara a esa Constitución. 

Dicho de otra manera: la fórmula constitucional ¿hasta qué 
punto incidía en el Estatuto, alterando con su peso la generalidad 
del conjunto estatutario? ¿Se estaba en el ámbito de Estatutos 
especiales o en el de simples especificidades orgánicas y compe-
tenciales? 

142 Sobre esta cuestión, LOPERENA, Demetrio, Unidad constitucional y actuali-
zaciones generales y formales de los derechos históricos y FIGUEROA, Alberto, La 
dinámica de la disposición adicional primera de la Constitución de 1978. Los procesos 
de actualización de los Derechos Históricos, ambos trabajos publicados en Jornadas 
de estudio sobre la actualización... op.cit. 

145 Del principio de salvedad constitucional... 
144 Sintomáticamente, una recopilación de excelentes estudios de Miguel HERRE-

RO DE MIÑON van a ser agrupados con el título de Derechos Históricos y Constitu-
ción. Madrid: Taurus, 1998, de forzosa lectura y referencia, al servicio de ese constitu-
cionalismo debidamente situado en España y que pretenda ser útil (p. 16). 

Sobre utilidades, Javier CORCUERA en su trabajo Derechos Históricos y Nacio-
nalismo, en la obra colectiva (Foralismo, Derechos históricos... op.cit., p. 232) al 
expresar lo siguiente: y si en algún momento, los partidos políticos vascos piensan que 
es bueno (para jubilar a ETA o por cualquier otra razón) conseguir algo no alcanza-
ble con la Constitución en la mano, nada impediría reformar la Constitución. Sería un 
constitucionalismo, casi, más útil. 
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f) IBARRA y ZURITA, muy tempranamente145, habían ya 
planteado la existencia de una garantía institucional como instru-
mento de preservación del régimen foral. Será Tomás Ramón 
FERNÁNDEZ146 quien llevará hasta sus últimas consecuencias esta 
garantía de la foralidad, en el sentido de asegurar, en todo caso, fren-
te a los demás poderes públicos, la preservación de una "imagen " 
socialmente reconocible de la institución a la que se refiere; en el 
supuesto contemplado expresaría la foralidad el asegurar para el 
futuro [...] lo que en el pasado ha logrado preservar la sola volun-
tad de vascos y navarros en medio de mil dificultades. Construcción 
doctrinal que sería objeto de inmediata controversia, incluso suspi-
cacias en el ámbito político-académico, como se comprobaría en las 
actas publicadas de las primeras Jornadas de Estudio sobre la actua-
lización de los derechos históricos, celebradas en San Sebastián. 

Cúmulo de incógnitas que exigían una solvente y rápida res-
puesta, tal como se hará notar en posteriores epígrafes. No obstan-
te, la institución que marcará una impronta más profunda y defini-
toria, será el Tribunal Constitucional, que no en menos de diez 
sentencias, se pronuncia, directa e indirectamente, sobre los dere-
chos históricos147 marcando, aunque no definitivamente, un campo 
de juego aceptablemente delimitado. 

145 En su ponencia Organización Foral en las Primeras Jornadas de Estudio del 
Estatuto de Autonomía del País Vasco. Oñati: IVAP, 1983, Vol. III. 

146 Además de en su libro sobre los derechos históricos, en su artículo Los Dere-
chos Históricos y la ley de Régimen local, en Jornadas de Estudio sobre la Actualiza-
ción.... op. cit. 

141 Al respecto CAÑO, Javier, Hecho diferencial y Tribunal Constitucional. En 
Estado Autonómico y Hecho Diferencial de Vasconia, Colección Lankidetzan, 15. San 
Sebastián: Sociedad de Estudios Vascos-IVAP, 2000, pp. 179 y ss. 

Con carácter general es obligada la alusión al muy notable volumen de 
FERNÁNDEZ FARRERES, Germán, La Contribución del Tribunal Constitucional al 
Estado autonómico. Madrid: 2005. 

Con referencia exclusiva a Navarra, DEL BURGO, Jaime Ignacio, Los derechos 
históricos de Navarra y la doctrina del Tribunal Constitucional, Revista Española de 
Derecho Administrativo, 61 (1989). Reproduce la conferencia pronunciada en la Uni-
versidad Internacional Menéndez Pelayo. Santander, 19 de agosto de 1988. 
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Dos fases pueden mencionarse en la doctrina de este Tribu-
nal: una, que en mi opinión puede catalogarse de titubeante y que 
abarca una serie de sentencias del año 1984; y una segunda, centra-
da en la decisiva de 26 de abril de 1988, auténtico punto de infle-
xión doctrinal que marcará igualmente todo el decurso posterior. 

3.3.1. La primera posición del Tribunal Constitucional 

Cuatro sentencias de este Tribunal aparecen a la luz pública 
en 1984 referidas a los derechos históricos vascos. La primera tra-
zaría un simplista marco delimitador entre las instituciones concer-
nidas, encuadrando sin más el proceso actualizador dentro de la 
total titularidad de los territorios históricos. Se trata de la sentencia 
de 2 de febrero de 1984, que tras subrayar la diferencia entre cada 
uno de los territorios históricos y la Comunidad autónoma del País 
Vasco (entes jurídicamente distintos y autónomos entre sí), dotado 
cada uno de su correspondiente esfera de interés y de las compe-
tencias necesarias para su gestión, declara seguidamente: 

Las fuentes de las que nacen las competencias de los Territorios 
históricos por un lado, y de las Comunidades autónomas por otro, 
son necesariamente distintas. Los territorios forales son titulares de 
"Derechos Históricos" respetados, amparados y sujetos a actualiza-
ción en el marco de la Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía, en virtud de lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Primera de la Constitución; por lo que la delimitación de las com-
petencias de tales territorios podrá exigir una interpretación históri-
ca acerca de cuales sean tales "derechos". Mientras que las compe-
tencias de las Comunidades Autónomas son las que éstas, dentro del 
marco establecido por la Constitución, hayan asumido mediante sus 
respectivos Estatutos de Autonomía y otras normas delimitadoras 
de competencias dictadas en el marco de las anteriores [...] 

Sentencia que a nadie satisfizo (Tomás Ramón FERNÁN-
DEZ la llegó a acusar de inviable), puesto que innegablemente 
trasladaba todo el peso de la actualización a favor de los territorios 
históricos que restablecerían sus derechos mediante la correspon-
diente investigación histórica. 

93 



Sendas sentencias de 6 de febrero y 28 de febrero de 1984, 
se refieren a la Disposición Adicional en relación con el Amejora-
miento de Navarra. Proclaman que aquella Disposición se configu-
raba en una modalidad específica del procedimiento constitucional 
de acceso a la autonomía, reconociendo a la Comunidad foral 
denominación y régimen específicos, pero que no excluyen su 
sometimiento, como las restantes Comunidades autónomas, a los 
preceptos constitucionales que regulan el proceso autonómico. En 
suma, como señaló José Luis AURTENETXE148, la doctrina verti-
da [por elT.C.] parece abonar la hipótesis de que los Estatutos de 
Autonomía constituyen no sólo el marco, sino el cauce para la 
actualización general de los regímenes forales, sin perjuicio de 
que puedan utilizarse otros mecanismos adecuados para su actua-
lización parcial complementaria. 

Otra sentencia, también con referencia a Navarra, de 28 de 
febrero, declara que la L.O.R.A.F.N.A. viene a reformar y moderni-
zar el Régimen foral -como señala su preámbulo- teniendo en 
cuenta lo dispuesto en la Disposición Adicional Ia de la Constitu-
ción. Escasa novedad por lo tanto, salvo la insistencia en la tras-
cendencia de la ley orgánica estatutaria. 

Mayor entidad alcanzó la sentencia de 18 de diciembre de 
1984, cuya doctrina es notoriamente embridadora o cautelar de los 
potenciales peligros de un excesivamente abierto proceso de actua-
lización foral. Dice así un fundamento de la misma: 

La idea de Derechos Históricos de las Comunidades y Terri-
torios forales, a que alude la Disposición Adicional Primera de la 
Constitución, no puede considerarse como un título autónomo del 
que pueden deducirse específicas competencias, pues la propia 
Disposición Adicional manifiesta con toda claridad que la actua-
lización general de dicho régimen foral se ha de llevar a cabo en 
el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía. 

148 En su ponencia Las Juntas Generales de Bizkaia, institución privativa de Auto-
gobierno restablecida y actualizada. En obra colectiva Bizkai'ko Batzar Nagusiak/Las 
Juntas Generales de Vizcaya. Bilbao: Printeksa, 1986, p. 13. 
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Puede indicarse con tranquilidad, que después de este pri-
mer conjunto de sentencias, las incógnitas estaban muy lejos de 
estar despejadas. 

3.3.2. La Sentencia de 26 de abril de 1988 

Sentencia trascendental en esta perspectiva149, que suponía 
la respuesta del Tribunal al recurso planteado por 54 senadores del 
Grupo Popular, frente a diversos preceptos de la ley 27/1983, de 25 
de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la 
Comunidad Autónoma y los Órganos forales de sus Territorios his-
tóricos (en adelante L.T.H.); sentencia que supone, con su doctri-
na, un directo afrontamiento de la problemática subyacente. Se 
destacarán los aspectos más pertinentes para resolver la cuestión 
objeto del presente examen: 

1. La distribución interna del poder 
La sentencia no tiene otra alternativa que fijar su contenido 

al plano impuesto por el propio recurso que cuestionaba la norma 
clave en la distribución del poder doméstico, en el interior institu-
cional y orgánico de la Comunidad autónoma. Ello supone que el 
análisis se centrará en el proceso de actualización en su última 
expresión dentro del juego dialéctico de los subsistemas internos; 
prescindiéndose de tal modo, del otro ámbito de la relación dialéc-
tica que se da en dicho proceso: el referente a la reivindicación 
dirigida desde instancias vascas hacia el poder central. 

Los derechos históricos y el régimen foral surgen así como 
realidades incontestables, aunque observadas en exclusiva desde la 
perspectiva más tranquila, la de los beneficiarios últimos de la ope-
ración. Examen que era obligado por el planteamiento del propio 

149 Sobre la misma, ias apreciaciones de MUÑOZ MACHADO, Santiago, La Dis-
posición Adicional Primera de la Constitución. En la obra colectiva Derecho Público 
Foral de Navarra, pp. 226 y ss. Igualmente LAMARCA, Iñigo, Algunas reflexiones en 
torno a la Sentencia del Tribunal Constitucional sobre la LTH, Revista Vasca de Admi-
nistración Pública, 21 (1988), pp. 123-142. 
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recurso, aunque también sea claro lo parcial en su incidencia sobre 
esta problemática. 

2. La opción por el régimen foral 
En el interior de una presunta voluntad perceptible en el Tri-

bunal, de establecer un cuadro cautelar que impidiera la emergen-
cia de una multiplicidad de reivindicaciones puntuales basadas en 
los derechos históricos, el Tribunal se decide por la otra vertiente: 
el régimen foral. De tal modo que ante la concreción de un deter-
minado derecho, siempre traducible en una específica competen-
cia, se opta por la indeterminación, la abstracción y el carácter 
general de los fueros, entendidos por la sentencia como la peculiar 
forma de organización de sus poderes públicos [y] del régimen 
jurídico propio en otras materias. 

Régimen foral, que no es preciso insistir, sobre su carácter 
difuso al reconocerse su variable contenido, tanto bajo el antiguo 
régimen como en la época constitucional; así como su carencia de 
homogeneidad entre los diversos territorios vascos. Si existía un 
hilo conductor, éste se centraría en el régimen de autogobierno tra-
dicional, pasado por el tamiz de los principios y la organización 
que proclama la Constitución. 

3. La garantía institucional a su servicio 
La sentencia adopta plenamente la tesis expuesta por Tomás 

Ramón FERNÁNDEZ, en el sentido de la existencia de la garantía 
de la foralidad, aplicando en este ámbito la construcción dogmática 
alemana de la garantía institucional. Una vez más, la sentencia contra-
pone los derechos históricos como suma o agregado de derechos sub-
jetivos de corporaciones territoriales, potestades, privilegios ejercidos 
históricamente, no amparados ni garantizados por la Constitución, 
frente a lo que realmente se garantiza: el contenido de esa foralidad... 
tanto en sus rasgos organizativos como en su propio ámbito de poder. 

Frente a la doctrina antecedente de una concepción del Dere-
cho histórico como posible título autónomo del que puedan dedu-
cirse específicas competencias, la sentencia se decanta por la pre-
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servación de una institución {la foral) en términos recognoscibles 
para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada 
tiempo y lugar. Afirmación que conllevaría a la protección de un 
régimen de autogobierno territorial con el que quepa reconocer el 
régimen foral tradicional de los distintos territorios históricos. 

No obstante, la garantía de esa garantía institucional, la viabi-
lidad de su defensa frente a posibles ataques de los diferentes legis-
lativos, no aparece ni siquiera planteada en el texto de la sentencia. 

4. Los límites de la actualización concreta 
Retornando a la hipotética actualización de un derecho his-

tórico, la sentencia sitúa esta operación dentro de unos límites: el 
primero, la propia Constitución, pues será de la misma Disposi-
ción Adicional primera C.E. y no de su legitimidad histórica de 
donde los derechos históricos obtendrán o conservarán su validez 
y vigencia. Puntualización que imposibilitaría el mantenimiento de 
situaciones jurídicas (aun con probada tradición), que resultan 
incompatibles con los principios y mandatos constitucionales. 

Un segundo límite aparece citado a continuación, con inelu-
dibles consecuencias en todo el entramado institucional vasco: el 
hecho autonómico o estatutario, al que también deben acomodarse 
o adaptarse los derechos históricos, que además deben atribuirse a 
unos nuevos sujetos, las Comunidades autónomas. 

Luego cabe deducir que las competencias estatutarias reco-
nocidas a la nueva organización política, unas veces corresponderá 
su ejercicio a las instituciones comunes de nueva creación; y otras, 
a los órganos de poder de los Territorios históricos, siempre con 
arreglo a principios estatutarios. 

Dicho lo cual, se puede deducir igualmente el prevalente 
papel en la sentencia, de las instituciones de la autonomía política. 
Más aún: se declara expresamente que por medio del Estatuto, el 
fondo de competencias de raíz histórica (luego sólo predicable de 
las instituciones también históricas), pasaban a ejercerse en dos 
niveles; uno común, por parte de las instituciones también comu-
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nes; y otro no centralizado, sustentado en los órganos de poder 
tradicionales de cada uno de los territorios históricos. Ello en tan-
to en cuanto que el Estatuto de autonomía del País Vasco era a un 
tiempo, expresión del derecho a la autonomía que la Constitución 
reconoce a la nacionalidad y expresión asimismo actualizada del 
régimen foral. 

5. El carácter dinámico del proceso 
La sentencia reconoce la existencia de un contenido esen-

cial, intocable por los poderes autonómicos o estatales, en relación 
a los regímenes forales en su definición estatutaria, con el funda-
mento del artículo 37.2 del Estatuto; aquí se precisará la garantía 
foral situada en las competencias exclusivas. Se admite también un 
ámbito de expansión de ese régimen realizado a través de la actua-
ción concreta de los poderes de la misma Comunidad autónoma 
del Estado. 

En ese aspecto se centra la dinamicidad del proceso, dado 
que esa posible extensión competencial, la contempla el Tribunal 
Constitucional tanto por la vía de la transferencia o delegación de 
competencias previstas en el Estatuto, o bien, de los procedimien-
tos previstos en el artículo 150.1 y 2 de la Constitución. 

6. Breves reflexiones sobre el contenido de la sentencia150 

La sentencia pretende ser una síntesis de las diversas 
corrientes doctrinales contrapuestas, incluso contradictorias, dis-
cutible como toda síntesis, pero detentadora de una importante 
consecuencia: el orientar en una determinada dirección un proceso 
marcado previamente por la ambigüedad. Si algún sector ha deno-
tado que la sentencia comporta la derrota de las tesis foralistas 
-postura que no deja de tener fundamento-, tampoco supuso la 
clarificación definitiva de los aspectos enmarañados del proceso 
global. De todos modos, sí existe respuesta a las diversas incógni-
tas planteadas, que me atrevo a señalar, son las siguientes: 

150 Sigo las que formulé con ocasión de mi artículo Los Derechos Históricos Vas-
cos en el libro homenaje a GARRIDO FALLA (Madrid, 1993). 
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a) Prevalencia del régimen foral como formación histórica a 
defender, frente a los derechos históricos, en tanto representacio-
nes parciales y secundarias de esa realidad. 

b) Titularidad de la competencia de un derecho histórico que 
no se encuentra en contradicción con la Constitución o el Estatuto, 
en las instituciones comunes, a quienes se encarga el realizar una 
delimitación y actualización del ejercicio competencial, una vez 
dejado a salvo el núcleo de la foralidad, a favor, esta vez, de los 
territorios históricos. 

c) Se reconoce la existencia de un proceso dinámico en la 
operación actualizadora, mediante las posibilidades abiertas por el 
sistema de transferencias y delegaciones establecidas en el artículo 
150 C.E. 

d) El residuo del poder se encuentra claramente a disposi-
ción del parlamento vasco, que a su vez lo ha atribuido a las insti-
tuciones comunes, por medio de la ley de territorios históricos. 

e) Estricta sujeción, en toda actualización parcial de dere-
chos históricos a los principios constitucionales y a la realidad 
estatutaria, sin que ningún derecho histórico pueda ser reconocido 
si se verificara su contradicción con dichas normas. 

f) Se reconoce intensivamente la construcción de la garantía 
institucional al servicio del sistema foral. 

3.3.3. La ratifícadora doctrina posterior 

El Tribunal Constitucional seguirá aplicando las reglas de la 
foralidad tal como se expusieran en la anterior sentencia, sin apar-
tarse en gran medida de la fluidez y claridad de la misma. 

Así, una primera aplicación de un límite trazado por aquella 
sentencia, se halla en la de 3 de mayo de 1988, del mismo Tribunal, 
en un conflicto positivo de competencias promovido por el Gobier-
no de la nación contra determinados preceptos de Decretos forales 
de Navarra, en los que se regulaba el régimen jurídico del otorga-
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miento, modificación y estructuración de las autorizaciones del 
transporte público discrecional de mercancías y viajeros por carre-
teras. Pues bien, la ratio decidendi expresa de esta sentencia, 
rechaza esos preceptos por considerar que no son compatibles con 
el vigente sistema constitucional de distribución de competencias 
entre el Estado y la Comunidad foral, al suponer una intrusión de 
la norma autonómica foral en una materia de regulación exclusiva 
(legal y reglamentaria) del Estado. 

Otra sentencia que avanza sobre los pasos de la de abril de 
1986, es la de 26 de mayo de 1993, en nuevo recurso planteado por 
54 senadores del grupo popular, esta vez frente a la ley de policía 
del País Vasco, de 17 de junio de 1992151. Los recurrentes habían 
alegado una vulneración por la citada ley de la Disposición Adicio-
nal Ia de la Constitución, así como de varios preceptos estatutarios, 
por la regulación que hacía de los miñones o policías forales 
dependientes de la Diputación alavesa, así como sobre su imbrica-
ción en la ertzaintza. 

La sentencia con toda rotundidad rebatirá la demanda de los 
recurrentes. Tras respaldar la operación de refundición de los cuer-
pos provinciales en la ertzaintza, garantiza la alegada garantía ins-
titucional de la foralidad, negando que se hubiere substraído al 
cuerpo de Miñones las competencias que históricamente venía 
ejerciendo, puesto que dichos cuerpos forales tuvieron histórica-
mente otras funciones, aparte de las mencionadas, pero éstas son 
las que revisten un carácter indispensable por las instituciones 
comunes del País Vasco, ya que resultan inherentes a su propia 
substancia. Dado que no se ha producido, a juicio del tribunal, un 
vaciamiento de funciones se rechazaba la argumentación de los 
recurrentes. Tampoco desde la vertiente orgánica se declaraba que 
se lesionara la garantía institucional, puesto que las Diputaciones 

151 Sobre los antecedentes de esta Ley, mi trabajo La Policía autónoma. Problemá-
tica actual. En la obra colectiva, Estudios sobre el Estatuto de Autonomía del País Vas-
co. Oñati: IVAP, 1991, Vol. I, pp. 479 y ss. 
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forales seguían jugando un importante papel sobre la policía de su 
estricta dependencia. 

También es resaltable la sentencia de 20 de septiembre de 
1990, en relación a un conflicto de competencia planteado por el 
Gobierno central respecto del Decreto del Gobierno de Navarra 
por el que se aprobaba el reglamento para la elección de los órga-
nos de representación de los funcionarios de las Administraciones 
públicas de Navarra. Basándose en la Disposición Adicional pri-
mera de la Constitución y en la actualización de un derecho histó-
rico, se reconocía, en este ámbito, la competencia foral y se dejaba 
a salvo el Decreto en cuestión. 
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4. LA PRAXIS DIFERENCIAL 

Examinado someramente el bloque normativo, el sustento 
socio-político y cultural lingüístico, así como un fuerte substrato 
de apoyo al autogobierno con una raíz foral-histórica, restaba la 
comprobación de si ese basamento específico se confirmaba en la 
realidad diaria, sobre todo a partir del hecho estatutario. 

Si era evidente que existía un trípode esencial, trazado con 
letra firme por el ordenamiento jurídico -materias competenciales 
específicas, organización foral territorial, régimen singular del 
Concierto y Convenio económico-, era éste el momento de la ver-
dad cara a revalidar en la práctica política posterior un componen-
te que revelase a las claras la singularidad de Vasconia. 

En una primera respuesta aproximativa, sí se puede afirmar la 
conexión de lo que se hizo con el pulso del momento en la materia 
objeto de estas líneas, con lo que se llevó a cabo -con menos firmeza 
y seguridad, justo es señalarlo- en las décadas posteriores. Más que a 
la inercia de un tren en marcha, podía mencionarse en esta dirección, 
la existencia de acuerdos gubernamentales entre las instancias vascas 
y del Estado, que son constantes a lo largo y ancho de los años 80 y 90. 
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Cuando llegue el nuevo siglo y milenio, será otra la historia. 
Parece como si superado el reino de la aceptación de lo diferente, 
se entrara en otro período, en donde predomina la confrontación al 
servicio de la uniformización territorial. Se entrará, como colofón, 
en este espacio temporal que nos lleva a la palpitante actualidad. 

4.1. El nivel competencial: la lucha por un régimen de excep-
ción 

Es evidente que con el apoyo fundamental en la Disposición 
Adicional primera de la Constitución y como demostración de la 
pretensión de llegar al techo constitucional, se percibe en el proce-
so autonómico abierto en Vasconia, la reanudación el nuevo tiempo, 
de viejas fórmulas exoneratorias que se remontan a la Restauración 
y aún antes -veánse las mencionadas leyes locales-; reconocién-
dose así en las correspondientes normas estatales de alcance gene-
ral la exceptuación en su aplicación al supuesto vasco, bien hacién-
dolo de forma positiva (permitiendo una regulación específica) o 
simplemente negativa (absteniéndose de intervenir para ese caso 
excepcional). 

Una norma paradigmática en este sentido, ejemplo además de 
reconocimiento extraestatutario de un derecho histórico, nos lo pro-
porcionó la ley reguladora de las bases de régimen local, de 2 de 
abril de 1985; norma que merced a una enmienda transaccional 
aprobada en el Senado por el PNV y el PSOE, se conseguiría la plas-
mación de un ámbito de singularidad, finalizándose además con una 
enojosa situación que afectaba a los miembros de cueipos naciona-
les de corporaciones locales. Ello pese a que en su parte dispositiva, 
se hacía ya una mención a la organización foral, de cierta parque-
dad152; razón que puede explicar la emergencia de una potente Dis-

152 Art. 39: Los órganos forales de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya conservan su régi-
men peculiar en el marco del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco. No obstante, las disposiciones de la presente ley les serán de aplicación 
con carácter supletorio. 
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posición Adicional segunda de esta ley, referida a los Territorios his-
tóricos de Álava, Gipuzkoa y Bizkaia, y otra más de ratificación de 
lo existente, la tercera, referida en concreto a Navarra. 

Sin entrar puntualmente en las diez clausulas de la Disposi-
ción Adicional 2a'53, señalar que se basa de forma reiterada en la 
Disposición Adicional primera de la Constitución, tanto para de-
terminar una amplísima libertad dispositiva a favor de los órganos 
forales y en lo concerniente a organización, funcionamiento y régi-
men financiero de estas instituciones de los Territorios históricos, 
como para permitir y regular un régimen singular para dichos terri-
torios en el ámbito funcionarial propio, particularmente visible y 
explícito en el momento de convocar concursos para funcionarios 
locales de habilitación nacional154. 

Destaqué en su momento que es precisamente este tema del 
funcionariado local en la ley general de régimen local y en su aplica-
ción referida al supuesto vasco, la primera plasmación a nivel de dere-
cho positivo estatal, de la previsión constitucional contemplada en la 
Disposición Adicional Ia de la Constitución, que además no cuenta 
con el tamiz reconocedor del Estatuto vasco, puesto que el artículo de 
directa referencia a los funcionarios propios, el 10.4, no se apoya en 
dicho fundamento constitucional al tratar de la competencia sobre 
esos funcionarios. Operación de actualización de un derecho históri-
co, realizada por primera vez desde el marco estatal, sin cita expresa 
en la letra estatutaria, como consecuencia de un previo pacto que se 
formalizará en una disposición adicional de la ley; formulada bá-
sicamente a favor de los órganos forales de los Territorios históricos, 
que a la postre fueron los principales beneficiarios de la operación. 

Ley de régimen local como síntoma del reconocimiento bien 
explícito de la especificidad vasca en todo aquello que se refiere al 

153 Al respecto mi artículo Los regímenes especiales de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco en Tratado de Derecho Municipal. Volumen II, pp. 2709 y ss. 

154 Sobre esta ley, FERNÁNDEZ, Tomás Ramón, Derechos Históricos y Ley de 
Régimen Local, Revista Vasca de Administración Pública, 12 (1985), pp. 59-80. 
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régimen local, sobre lo que se insistirá en el siguiente epígrafe. En 
el ámbito competencial extralocal, son frecuentes en esta época las 
leyes estatales que reconocieron la existencia de ese régimen espe-
cial en relación a los territorios forales. Citaré algunos concretos 
supuestos legales, con ánimo meramente indicativo, demostrativo 
de esta premeditada política determinante de una notoria especifi-
cidad competencial. 

En este plano es mencionable la ley de carreteras, de 29 de 
julio de 1988, que con intencionado desconocimiento de cualquier 
otro escalón administrativo que no fuera el propio de los Territo-
rios históricos, poseía una disposición adicional (la 3.1.) que deter-
minaba lo siguiente: 

la planificación, proyecto, construcción, conservación, modifica-
ción, financiación, uso y explotación de las carreteras que sean 
competencia de los órganos de gobierno de los territorios Forales 
con derechos históricos se efectuarán conforme con el régimen 
jurídico en vigor155. 

Pocos meses antes se había promulgado la ley orgánica de 
30 de julio de 1987, relativa a la delegación de facultades del Esta-
do en las Comunidades autónomas en relación con los transportes 
por carretera y cable. Tras un controvertido debate en presunta 
defensa del régimen establecido en la Comunidad foral de Navarra 
y en la Diputación foral de Alava, se llegó finalmente a un arreglo 
pactado que se formalizó en la Disposición Adicional 3a de la ley, 
que propugnaba la equiparación de las Diputaciones forales de 
Bizkaia y Gipuzkoa a la Diputación foral de Álava, mediante los 
oportunos acuerdos con las mismas en el marco de lo establecido 
en la. presente Ley156. 

155 Sobre esta materia, en vísperas de la ley citada, VIDAL-ABARCA, L, Estudio 
histórico sobre las competencias de la Diputación Foral de Álava en materia de carre-
teras. En Los Derechos Históricos Vascos, pp. 135 y ss. 

136 Trató de esta cuestión LARUMBE, Kepa, Derechos Históricos de los Territo-
rios de Vizcaya y Guipúzcoa sobre Transportes por carretera en Derechos Históricos 
vascos, pp. 347 y ss. 
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Una vez más se adoptará la fórmula de una disposición adi-
cional para el expreso reconocimiento de un determinado derecho 
histórico, en la ley de 28 de diciembre de 1988, reguladora de las 
haciendas locales. Norma que tras señalar de entrada, en su artícu-
lo 1.2., que la presente Ley se aplicará en todo el territorio nacio-
nal, sin perjuicio de los regímenes financieros locales de los Terri-
torios históricos del País Vasco y Navarra, señalaba en su 
Disposición Adicional decimoctava una regla que dará pie a inme-
diatas consecuencias judiciales: 

Los Territorios históricos del País Vasco continuarán conservan-
do un régimen especial en materia municipal en lo que afecta al 
régimen económico-financiero en los términos de la Ley del 
Concierto Económico sin que ello puede significar un nivel de auto-
nomía de las corporaciones locales vascas inferior al que tengan las 
demás corporaciones locales y sin perjuicio de la aplicación de lo 
dispuesto en la ley 7/1985, de 2 de abril, y de las competencias que 
a este respecto puedan corresponder a la Comunidad autónoma. 

Un último ejemplo y sin el proclamado ánimo exhaustivo en 
las citas, aparece en la ley 6/1998, de 13 de abril, denominada de 
régimen del suelo y valoraciones. En su Disposición Adicional 
quinta se establece que esta ley se aplicará sin perjuicio de los 
específicos regímenes forales vigentes en materia de hacienda, 
régimen tributario, régimen económico-financiero municipal y 
régimen de los bienes municipales. 

Espacio de exenciones y exceptuaciones del marco estatal, 
que jugaba de forma paralela con un ordenamiento interno que se 
prevalía de la singularidad con la base conocida a nivel constitucio-
nal y estatutario. Sirva de muestra en este ámbito, la ley de Policía 
del País Vasco, de 17 de julio de 1992, norma firmemente susten-
tada en la Disposición Adicional primera de la Constitución, que 
desarrollará una regulación peculiar, partiendo del total despliegue 
de la ertzaintza considerada como la policía general sobre el orden 
público y de su ajustada articulación con las policías locales; así 
como de la subsunción -con la problemática ya citada anteriormen-
te- de la policía foral alavesa en el interior de la policía autónoma. 
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Mismas referencias singulares en la ley de carreteras, de 8 de 
noviembre de 1989, reguladora de Plan General de Carreteras del 
País Vasco, que estableció una ajustada coordinación con las Admi-
nistraciones forales y sus propias competencias en materia de viales. 

Supuestos extendibles a otras áreas en relación que sería 
excesivamente prolija, y naturalmente abarcable a las tareas del par-
lamento foral de Navarra. Sin embargo, el máximun de especificidad 
en relación a Territorios forales, se centrará en el ámbito siguiente. 

4.2. La organización territorial foral 

Es tal vez en este espacio de organización interna, con refe-
rencia exclusiva a la Comunidad Autónoma del País Vasco, donde 
se denota, con una superior y manifiesta claridad, la singularidad 
de este territorio en relación al resto de las Comunidades autóno-
mas. Que el edificio institucional no esté definitivamente acabado 
-tal como se comprobará de inmediato-, no es óbice para conside-
rar que los Territorios históricos de Álava, Gipuzkoa y Bizkaia, 
poseen unas señas identitarias en mayor grado y nivel, demostrati-
vas de una reconocida peculiaridad orgánica y competencial. 

Se ha destacado el potente resto foral que aunque limitado a 
las Diputaciones, llegó con inusitada fuerza, al menos en Álava y 
Navarra, a la misma transición política. En este período se asiste a 
una tentativa provincialista, de pretensión de una resurrección ana-
crónica -por su composición y funciones- de las Juntas Generales157. 
Tanto la Constitución (recuérdese una vez más su Disposición Adi-
cional primera) como el Estatuto de autonomía, que situará a los ór-
ganos forales de estos Territorios históricos entre los poderes del País 

157 Al respecto, LARRINAGA, Carlos, Las Juntas Generales de Gipuzkoa en la 
actualidad. En la obra colectiva Juntas Generales de Gipuzkoa: la modernidad de la 
tradición con el voto y la palabra. Edición a cargo de Eusko Ikaskuntza/Sociedad de 
Estudios Vascos. San Sebastián: Juntas Generales de Gipuzkoa, 2004, pp. 70-145. 
Desde una perspectiva jurídica, el artículo ya citado, de AURTENETXE, José Luis, 
Las Juntas Generales de Bizkaia... 
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Vasco, a igual nivel que el Parlamento o el Gobierno de la Comuni-
dad, declarándose intocable la realidad competencial del régimen 
foral alavés, fijando un espacio de competencias exclusivas de los 
Territorios históricos, y configurado de tal modo el espacio compe-
tencial nuclear de los órganos forales; cerrando la bóveda con las 
competencias de desarrollo normativo y ejecución en las materias 
que al mismo parlamento les señalara. 

La potencia organizativa, funcional y financiera de los Terri-
torios históricos vascos, después del montaje del bloque de la 
constitucionalidad, se revela con el ejemplo del denominado 
modelo vasco de organización administrativa158, basado esencial-
mente en la utilización de las Diputaciones como Administración 
ordinaria de la Comunidad autónoma. Que la práctica avanzara por 
otra dirección -emergencia de una también relevante Administra-
ción al servicio de Gobierno Vasco159- no es obstáculo para el re-
conocimiento de esta gran realidad institucional al servicio de la 
foralidad. 

Si la Ley del Concierto Económico de 3 de mayo de 1981, 
había consolidado el tradicional espacio financiero provincial, resta-
ba la delimitación interna de competencias y funciones, tarea adjudi-
cada a la L.T.H.160, que ésta, tras proceloso proceso y controvertido 
final, cumplimentará, no a gusto precisamente de todos. 

Es esa necesidad de armonizar y equilibrar la historia con 
las circunstancias acuciantes del presente, o si se quiere, conjugar 
las exigencias derivadas de una organización político-administra-

158 Modelo destacado por la Comisión de expertos en materia de autonomía, dirigi-
da por Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA (Madrid: Centro de Estudios Constitucio-
nanes), 1981. 

139 Sobre esta Administración y su articulación con los Territorios históricos, AGI-
RREAZKUENAGA, Iñaki, y ARZOZ, Xabier, La Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco. En la obra colectiva La Administración pública de las 
Comunidades Autónomas. Madrid, 2004. 

i6o p ^ c o m p r e n ( } e r ]as claves expresas - y ocultas también- de esta Ley, el volumen 
TAMAYO SALABERR1A, Carlos y Virginia, Génesis de la Ley de Territorios Históri-
cos (Fuentes documentales). San Sebastián: Diputación Foral de Gipuzkoa, 1985. 
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tiva nueva con el respeto a los regímenes jurídicos privativos y 
competencias de sus territorios históricos1^, cuando la ley optó 
por un sistema equilibrado, cuya viabilidad se ha demostrado en la 
práctica, con su casi total vigencia hasta la actualidad. Los paráme-
tros esenciales de ese sistema eran los siguientes: 

a) Es resaltable la premeditada preocupación por fijar la 
básica prevalencia a favor de las instituciones comunes, como se 
comprueba en el acantonamiento exclusivo en el Parlamento vas-
co, de la fundamental facultad de dictar normas con rango formal 
de ley; facultad más controvertida en el momento presente de lo 
que a ojos foráneos pueda parecer. 

b) Se adoptó formalmente -como no podía ser de otra 
manera o visto el inmediato precedente y el pasado histórico- la 
fórmula binaria de organización a nivel de Territorio histórico, 
aspecto esencial en la extensa particularidad reseñada: de acuer-
do con su tradición histórica, son órganos forales de los Territo-
rios históricos sus respectivas Juntas Generales y las Diputacio-
nes Forales. 

c) Se perfiló una ajustada delimitación competencial entre 
las instituciones y órganos implicados, siguiendo fielmente el sen-
dero abierto por el Estatuto de autonomía, aunque profundizando, 
con cierta imaginación, en los trazos sentados162. Con esta finali-
dad se inicia el propuesto ensamblamiento con un importante pre-
supuesto: el reconocimiento de la competencia residual a favor de 
las Instituciones comunes, para entrar a continuación en un exten-
so precepto (el artículo 7), enunciador de un prolijo elenco de com-
petencias forales, en sí mismas desbordantes, por su número y cua-
lidad, de las citadas expresamente como tales en el mismo 
Estatuto; distinguiéndolas a su vez, en exclusivas de los órganos 

161 Tal como se expresa en la Exposición de Motivos de la denominada Ley de 
Territorios Históricos. 

162 Al respecto la ponencia de MARTÍN MATEO, Ramón y ZURITA, Ángel, Las 
competencias de los Territorios Históricos. En la obra ya citada Jornadas de Estudio 
sobre la Actualización de los Derechos Históricos. 
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forales, de aquellas otras, de simple desarrollo y ejecución de las 
normas emanadas de las instituciones comunes, o de la legislación 
básica del Estado. Finalmente, también aparecía previsto una posi-
ble extensión competencial a favor de los Territorios históricos, 
mediante el ejercicio de una transferencia o delegación realizada 
por ley del parlamento o norma del Gobierno Vasco, respecto de 
competencias no atribuidas expresamente a los Territorios históri-
cos por la presente ley. 

Cierto sector doctrinal destacó, en las primeras circunstan-
cias aplicativas de la LTH, que de este original artilugio podía 
deducirse que se concentraba en las Instituciones comunes la 
adopción de las decisiones capitales, por más que, como se ha 
hecho notar y se insistirá, el substrato recaudador fiscal se reserva-
ra a disposición de los órganos forales. La pronta salida de unas 
normas forales de organización institucional y de tipo presupuesta-
rio y financiero163, parecían abonar la adecuación y normalidad del 
proceso relanzado con la ley. Sin embargo, de forma un tanto 
subrepticia y prevaliéndose del resorte económico que se fortifica-
ba con los primeros efluvios financieros derivados del concierto 
económico, se asiste a la iniciática distorsión interinstitucional: la 
producida por una política totalmente autónoma desde las Diputa-
ciones -especialmente la vizcaína- de fomento del sector privado, 
sobre todo el industrial en una gravísima situación. 

Es en esta coyuntura, cuando en abril de 1989, pasado amplia-
mente un lustro desde la promulgación de la LTH, se realizaba un 
Informe por el Gobierno Vasco, analizando desde su interior, la pra-
xis y la real problemática del modelo de organización territorial164. 

163 Recogidas en Legislación Política Vasca / Euskal lege-araubide politikoa [Edi-
ción preparada por F. Javier EZQUIAGA GANUZAS y Alejandro SAIZ ARNAIZ], 
Oñati: Instituto Vasco de Administración Pública, 1991. Edición bilingüe, pp. 1-479; 
1-479. 

164 Sobre dicho informe, LAMARCA, Iñigo, El sistema de distribución de compe-
tencias entre las Instituciones comunes y los Territorios históricos: una aproximación a 
una realidad compleja. En Los Estudios sobre el Estatuto de Autonomía del País Vas-
co. Oñati: IVAP, 1991, Vol. II. 
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Sus conclusiones parecían netamente favorables al sistema de distri-
bución competencial, valorándolo como funcional, participativo, 
flexible y conforme al Estatuto de Autonomía. 

No obstante este juicio favorable, el informe detectaba 
determinadas carencias en el reparto competencial (servicios 
sociales, cultura, política juvenil y acción comunitaria, medio 
ambiente), especialmente denotables en el ámbito del fomento 
industrial, entre las Diputaciones forales y el Gobierno Vasco; 
aconsejando en consecuencia, una serie de principios reguladores 
del ejercicio de esta competencia, con la finalidad de una mejor 
racionalidad y de la adecuada colaboración interadministrativa. 

La puesta en marcha en la siguiente década de la prevista esta-
tutariamente comisión arbitral (sobre la que se entrará en el siguien-
te epígrafe), supondrá una nueva manera de resolver conflictos cotn-
petenciales. Si en algo se puede insistir es, precisamente en esta 
época, en la normalidad del proceso de articulación competencial, 
salvo puntuales chispazos. Siguen siendo éstos los parámetros detec-
tables en la actual coyuntura, por más que también existan autoriza-
das voces que propugnan reformas del status quo165. 

165 En este sentido Carlos COELLO [Derroteros institucionales del Estatuto de 
Guernica: Notas sobre la organización institucional vasca, Revista Vasca de Administra-
ción Pública, 73 (2), (2005), pp. 95-148] tras señalar que la claúsula foral ha servido 
para la dilución interna del principio naeionalitario en beneficio de una determinada 
óptica de agregación cantonal (p. 115), redefine la posición institucional de las Diputa-
ciones forales, a través de una serie de propuestas: a) modificar la LTH reduciendo las 
competencias de las Diputaciones forales a las contempladas en el artículo 37 del EV. 

b) Encomendar a las Diputaciones forales la gestión ordinaria de los servicios 
periféricos de la CAV. 

c) Articular técnicas de coordinación y control autonómico, con la aplicación de 
fórmulas cooperativas sin perjuicio de la utilización de específicas fórmulas de dele-
gación intersubjetivas de competencias. 

d) Resituar el encaje estatutario de las Juntas Generales y de las Diputaciones 
forales. 

En síntesis, en este ámbito, tal como expuse conclusivamente en una reciente 
conferencia en la U.I.M.P en A Coruña (12-09-06) el modelo vasco de organización 
territorial, se caracteriza: por su indudable singularidad en términos comparativos 
con el resto de Comunidades; por su alto nivel de indeterminación legal, sin que el 
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Y sin embargo, es claro que nos encontramos ante un proceso 
en marcha, que ha avanzado con inusitada rapidez en una determina-
da dirección, pero que de forma inesperada, cuando se avizoraba la 
estación de llegada, se hubiera truncado el viaje, dejando la proble-
mática en un cierto estadio de indecisión. Puesto que si el proceso 
tenía un objetivo, éste no podía ser más manifiesto: la consideración, 
y asimilación de los Territorios históricos a auténticas Comunidades 
autónomas uniprovinciales en el interior de una Comunidad común. 
Solo que no se ha producido el paso último y definitivo proclamato-
rio de aquella naturaleza de los órganos forales. 

La discusión doctrinal sobre esa naturaleza jurídica se abrió 
en el mismo inicio del decurso autonómico156. A grandes rasgos y 
como posición de síntesis, ya en 1983, Ángel ZURITA y Juan Luis 
IBARRA se planteaban si dichos Territorios se asimilaban a la 
figura de unas provincias de régimen administrativo especial167, 
postura sobre la que incidiría Tomás Ramón FERNÁNDEZ, para 
quien en 1985 resultaba evidente que los Territorios Forales son 
provincias, con un perfil institucional peculiar ciertamente, pero 
provincias al caboim. 

Kepa LARUMBE dará un salto cualitativo en 1986169, al 
defender la asimilación al régimen navarro del existente en los 

componente normativo o judicial haya acertado - o querido- resolver las diversas 
incógnitas existentes en este ámbito; por su capacidad de adaptación a una nueva épo-
ca priorizando el funcionamiento global del sistema; por la prevalencia actual en la 
gestión de asuntos públicos de las Instituciones comunes de la autonomía política 
sobre los órganos forales, no desprovistos todavía de su mera capacidad administrati-
va; finalmente por la práctica postergación - o el olvido- del escalón de la base muni-
cipal. 

166 Me remito a mi artículo La problemática jurídica actual de los Territorios histó-
ricos vascos, Revista de Estudios de la Administración Local, 291 (2003), en pp. 231 -
250. 

167 En su ponencia Organización Foral, con ocasión de las Primeras Jornadas de 
Estudio del Estatuto de Autonomía del País Vasco (Volumen III, p. 1319). 

168 Los Derechos Históricos de los Territorios forales, p. 81. 
169 En su ponencia Naturaleza jurídica dual de las Instituciones Forales de los Terri-

torios Históricos. En Jomadas de Estudio sobre la actualización,.. op. cit,, p. 499. 
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Territorios de Álava, Gipuzkoa y Bizkaia, que se conforman así en 
un régimen dual: por un lado, como instituciones locales en senti-
do estricto y, por otra parte, sin perder su naturaleza local y, en vir-
tud de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía, se convertían en 
entidades públicas autónomas de carácter político. 

De ahí a calificarlo de fragmentos de Estado, tal como llevó 
a cabo Miguel HERRERO, no había más que un paso consecuente. 
Una fórmula ecléctica la daba, poco tiempo después, Luis ELÍ-
CEGUI170, cuando propugnaba la consideración de dichos Territo-
rios históricos, no como meras provincias ni tampoco como Comu-
nidades autónomas uniprovinciales, aunque las situaba más cerca 
de éstas que de aquellas, por su contenido competencial y como 
poderes políticos de la Comunidad Autónoma del País Vasco; razo-
nes que la hacían optar por calificarlas de Instituciones peculiares 
y cualquier esfuerzo de reducirlos a una cosa u otra llevará, a mi 
entender, a un resultado confuso, sin capacidad para resolver las 
múltiples cuestiones que se plantean. 

Peculiaridad que nadie puede negar, del mismo modo que 
resulta por demás manifiesto lo que Martín RAZQUIN171 ha deno-
minado la superación por parte de los Territorios históricos del 
nivel provincial, con la imposibilidad de aplicar las normas y 
esquemas propios del régimen provincial y con la subsiguiente asi-
milación de dichos territorios al arquetipo institucional de las 
Comunidades autónomas uniprovinciales. 

Esta misma posición la propiciaban diversos datos, comen-
zando por lo que Rafael JIMÉNEZ ASENSIO ha denominado 
como el sistema de fuentes del Derecho de la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco como Ordenamiento asimétricom, en tanto un 

170 Con ocasión de su ponencia Las Instituciones forales. En Los Estudios sobre el 
Estatuto de Autonomía del País Vasco, Vol. III, p. 1471. 

171 En su ponencia Organización foral y Hecho diferencial. En Estado autonómico 
y Hecho diferencial (2000), p. 277. 

172 Artículo publicado en el número 47 (II) de la Revista Vasca de Administración 
Pública. 
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ordenamiento peculiar centrado precisamente en la particular 
potestad normativa de los órganos forales de los Territorios histó-
ricos173. 

Cuestión de la naturaleza jurídica de las normas forales que 
ha sido objeto de una amplia discusión. Si para José Antonio ZAR-
ZALEJOS174 estas normas forales eran materialmente leyes, tam-
bién se les dio, previamente, el carácter de reglamentos autóno-
mos. Desde luego, alejada la potestad normativa reservada a las 
Juntas Generales de una simple actividad reglamentaria. 

Una demostración más de esta intencionalidad, aunque pen-
diente de la última confirmación, nos la proporciona, por dar un 
ejemplo territorial, la norma foral 6/2005, de 12 de julio, sobre 
organización institucional, gobierno y administración del Territo-
rio histórico de Gipuzkoa175. Norma que proclama (artículo 4.1.) 
que las Juntas Generales que constituyen el órgano máximo de 
representación y participación popular del Territorio Histórico 
son el Parlamento de Gipuzkoa; luego si ante un Parlamento esta-
mos, el preámbulo de esta Norma foral otorga a dichas normas 
forales en tanto producto normativo singular en el subsistema de 
fuentes de derecho de nuestra Comunidad autónoma, con valor 
material de una ley formal emanado de cualquier parlamento 
territorial siempre que se dicte sobre materias de competencia 
exclusiva del Territorio histórico. 

173 Sigue teniendo actualidad el trabajo de LEGUINA, Jesús, Los Territorios histó-
ricos vascos: poderes normativos y conflictos de competencia, Revista española de 
Derecho Constitucional, 3 (1981), pp. 63-92. 

174 En su artículo Reintegración foral en los aspectos orgánicos: Diputaciones fora-
les y Juntas Generales. En / Jornadas de Estudios sobre la actualización... op. cit. 

175 Me refiero a esta norma en mi artículo Las Juntas Generales en el entramado 
institucional vasco, en la obra colectiva, aparecida ya finalizado este trabajo con el 
título Las Juntas Generales de Gipuzkoa como Parlamento Foral. Zarautz: IVAR 
2006, pp 115-128. Sobre el presente apartado, son de gran interés las ponencias de 
Martín Ma RAZQUIN LIZARRAGA (pp.75-97), Edorta COBREROS MENDAZO-
NA (pp. 99-114), Marc CARRILLO LÓPEZ (pp. 131-142), Rafael JIMÉNEZ ASEN-
SIO (143-171) y Alejandro SAIZ ARNAIZ (pp. 55-71). 
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¿Estamos, por lo tanto, ante el Parlamento peculiar de un 
Territorio histórico, en expresión de JIMÉNEZ ASENSIO176? 
Órgano máximo representativo que unido al ejecutivo -Diputacio-
nes forales- supondrá la plena asimilación -en cuanto poseen 
poder legislativo y ejecutivo- por parte de los órganos forales a ese 
arquetipo de Comunidades autónomas uniprovinciales. 

No sólo posiciones doctrinales o normativas forales se 
decantan por la respuesta afirmativa, con la última conclusión: el 
particular control correspondiente a esa normativa. También es 
preciso aludir a una comente legal del propio parlamento central 
que en esta materia de la jurisdicción competente y de la naturale-
za previa de la actuación normativa foral, optaba por una determi-
nada vía. Así, en la ley 29/1998 de la jurisdicción contencioso-
administrativa, en su Disposición Adicional Ia se establecía lo 
siguiente. 

1. En la Comunidad Autónoma del País Vasco la referencia del 
apartado 2° del artículo 1° de esta ley incluye las Diputaciones 
forales y las Administración institucional de ellas dependientes. 
Asimismo la referencia del apartado 3, letra a) del artículo 1: 
incluye los actos y disposiciones en materia de personal y gestión 
patrimonial sujetos al Derecho Público adoptados por los órganos 
competentes de las Juntas Generales de los Territorios históricos. 

Resultaba evidente, ante la letra de esta Disposición Adicio-
nal, la voluntad de asimilar a los parlamentos legislativos, las 
actuaciones de las Juntas Generales, de acuerdo con lo dispuesto 
para las asambleas legislativas en el mismo artículo 1.3. de esta 
ley. Para corroborar esta intención, la ley 4/1999, de modificación 
de la ley 30/1992, en su Disposición Adicional 16, insistía: 

En la Comunidad Autónoma del País Vasco a efectos de lo dis-
puesto en el artículo 2 [de esta Ley] se entenderá por Adminis-
traciones públicas las Diputaciones forales y las Administracio-
nes Institucionales de ellas dependientes, así como las Juntas Ge-
nerales de los Territorios Históricos en cuanto dictan actos y dís-

176 Art. cit. p. 163. 
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posiciones en materia de personal y gestión patrimonial sujetos al 
derecho público. 

Luego resumiendo, nos encontramos ante la manifiesta pre-
tensión por parte del legislador estatal, de equiparar los actos y dis-
posiciones de las Juntas Generales al régimen de los actos mate-
rialmente administrativos emanados de las cámaras legislativas; 
debiendo, por lo tanto, entenderse que quedaban exentas del con-
trol jurisdiccional contencioso-administrativo, el resto de las acti-
vidades no encuadrables en lo anterior y provenientes de las Juntas 
Generales177. 

Sin embargo, nadie había derogado el ya citado artículo 6.2. 
de la LTH y su fijación única en el Parlamento vasco de la suprema 
potestad legislativa. La coherencia del sistema se resquebrajaba 
ante tan notoria contradicción: si las Juntas Generales eran parla-
mentos territoriales, les faltaba, con todo, la nota esencial propia 
de todo parlamento: el promulgar leyes formales, sólo controlables 
en igual coherencia, por el Tribunal Constitucional; postura que 
habían mantenido Iñaki LASAGABASTER178 o Rafael JIMÉNEZ 
ASENSIO179. 

Se precisaba esa última reforma legal reconocedora, para 
adaptarse a los nuevos tiempos. Cambio que efectivamente se 
intentará con ocasión de la reforma de la ley orgánica del Tribunal 
Constitucional realizada en el año 1999180. El grupo parlamentario 

171 Posibilidad de exención prontamente criticada por Jesús LEGUINA (Comentarios 
a la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo. Valladolid. 1999, p. 39) e Iñaki 
AGIRREAZKUENAGA (Comentarios a la Ley de la jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa de 1998, Revista española de Derecho Administrativo, 100 (1998), p. 925). 

178 En su artículo Las Normas Forales: su naturaleza jurídica. En la obra colectiva 
Cuestiones particulares del Régimen Foral y local vasco. Oñati: IVAP, 1994, pp. 216-
219. 

179 El sistemade fuentes... p. 171. 
lso En un espacio temporal intermedio (1997) Rafael JIMÉNEZ (El sistema de 

Fuentes...) se decantaba, en esta vía, precisamente por la modificación de la ley orgáni-
ca del Tribunal Constitucional, que cobra coherencia en el papel que le corresponde a 
éste conforme a las competencias que tiene constitucional y orgánicamente atribuidas. 
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vasco presentaba una inequívoca enmienda que especificaba lo 
siguiente: El enjuiciamiento de las Normas Forales de los Territo-
rios Históricos de la Comunidad Autónoma del País Vasco se hará 
a través del recurso de la cuestión de inconstitucionalidad. Sin 
embargo, la aguda tensión interinstitucional que va a tener lugar 
durante el segundo gobierno AZNAR, de forma intensiva con la 
representación vasca, dio pie al fulminante rechazo de dicha 
enmienda en el Congreso de los Diputados, truncando así la pro-
gresión llevada a cabo, aunque no hasta sus últimos extremos, a lo 
largo del bienio 1998-99, 

Una cierta salida del impasse pudo ser la proporcionada por 
Martín RAZQUIN181, al defender la consideración como auténti-
cos actos políticos a los provenientes de las Juntas Generales que 
no fueran de personal y gestión patrimonial. Salida transitoria que 
impediría, o dificultaría grandemente, el revisar de forma adecuada 
por parte de un órgano judicial, la mayoría de la potestad normati-
va de las Juntas Generales. 

Indefinición, o indecisión, que también aflora en la muy 
reciente Norma foral 6/2005. Esta Norma, al entrar en el tema del 
control, se decantará por la ambigüedad del sobreentendido con el 
que ya jugó la propia Constitución en su artículo 82.6 al establecer 
fórmulas de control de las leyes de delegación. El artículo 6.3. de 
la Norma foral mencionará que las Normas forales estarán someti-
das al control de los Tribunales, en un plural premeditado, que tan-
to puede referirse a los órganos judiciales ordinarios como al mis-
mo Tribunal Constitucional. 

No cabe duda que partiendo del necesario control de las 
normas, alguna posición habrá que adoptar para examinar la lega-
lidad de las disposiciones forales (sobre las fiscales se entrará más 
adelante); si el camino aparece cortocircuitado, la actual situación 
exige una clarificación, partiendo del status posicional de los 
Territorios históricos y de sus órganos forales; reconociendo, en 

181 La organización foral... op. cit., p, 263. 
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todos sus términos, la singularidad territorial de la organización 
foral, perfilando un nivel político de autogobierno tan peculiar 
como potente. 

4.3. La Comisión Arbitral 

El cierre de la bóveda del edificio institucional vasco se con-
formaba en torno a un órgano llamado a componer los desajustes 
competenciales, o si se quiere, a arreglar las controversias que en 
el ámbito competencial, de forma inevitable se producirían entre 
las Instituciones comunes y los órganos forales de los Territorios 
históricos. Pieza dirímidora de conflictos que pretendía el afronta-
miento y resolución de los mismos en un marco doméstico, sin 
necesidad de apelar a voces ajenas al espacio vasco, permitiendo 
así, que los diversos poderes territoriales funcionen con pondera-
ción y armonía'82. Institución plenamente inscrita en el juego insti-
tucional, tan peculiar como propio y exclusivo, de la foralidad de 
este País. 

Todo comenzó con el artículo 39 del Estatuto que establecía 
lo siguiente: 

Los conflictos de competencia que se puedan suscitar entre las 
Instituciones de la Comunidad Autónoma y las de cada uno de 
sus Territorios Históricos se someterán a la decisión de una 
Comisión Arbitral, formada por un número igual de representan-
tes designados libremente por el Gobierno Vasco y por la Dipu-
tación Foral del Territorio interesado y presidido por el Presi-
dente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, conforme 
al procedimiento que una Ley del Parlamento Vasco determine. 
Comisión que por lo tanto, se hacía depender de esa futura ley y 
que va a traer la paradoja de despertar un muy alto interés doc-

182 Edorta COBREROS (La inimpugnabilidad de las resoluciones de la Comisión 
Arbitral del País Vasco, Revista de Administración Pública, 167, (2005) p. 59), señala 
que la citada Comisión, lejos de constituir un exótico elemento más o menos soslaya-
ble, queda entronizada en el núcleo del equilibrio de poderes existentes en el seno de 
la Comunidad Autónoma Vasca. 
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trinal183 y de acumular un contundente retraso, primero en la pro-
mulgación de la ley y después en su real puesta en marcha como 
tal comisión. 

La ley se promulga finalmente el 30 de junio de 1994, cuan-
do el bagaje competencial, su distribución y consiguiente atribu-
ción, aparecía ya substancialemtne realizada mediante el cumpli-
miento, en el bienio siguiente, de las clausulas de la LTH y el 
arreglo al que se había llegado, más o menos consensuadamente, 
en aquellos aspectos controvertidos como eran el fomento o el 
urbanismo. 

Ley aprobada con un consenso parlamentario notable y que 
fue bien recibida, dada su altura técnica, por la doctrina184. Sin 
entrar en precisiones técnicas que desbordarían este trabajo, la 
Comisión Arbitral fue discutida inicialmente en dos facetas subs-
tanciales: su naturaleza jurídica y el carácter de sus decisiones en 
relación con la jurisdicción ordinaria. 

Sobre estas cuestiones, la propia Exposición de Motivos de 
la ley se preocupó en señalar la diferencia del conflicto de com-
petencia y su resolución atribuida a la Comisión Arbital y los 
conflictos planteados en sede judicial; frente al control de la 
legalidad ordinaria propio de ésta, la Comisión Arbitral resulta, 
por su parte, competente para dirimir las discrepancias que sur-

183 Además del ya varias veces citado artículo de LEGUINA (Territorios Históri-
cos Vascos: Poderes normativos y conflictos de competencia, Revista española de 
Derecho Constitucional, 3 (1981), pp. 63-92), mencionaré con antelación a la ley a 
BALZA, Javier, La naturaleza jurídica de las Comisiones Arbitrales, Revista Vasca de 
Administración Pública, 12; ARLUCEA, Esteban, Las Comisiones Arbitrales en el 
Volumen IV de Estudios sobre el Estatuto de Autonomía del País Vasco (1991); en el 
mismo volumen ETXEBERRIA ETXEITA, Ignacio, Comisiones Arbitrales, una tarea 
pendiente y LOPEZ BASAGUREN, Alberto, Las Comisiones Arbitrales. 

184 Así el trabajo de LEGUINA, Jesús, La ley 13/1994, de 30 de junio, reguladora 
de la Comisión Arbitral y el artículo 39 del Estatuto Vasco y GARCIA HERRERA y 
LÓPEZ BASAGUREN, Problemas en torno a los efectos de las decisiones de la 
Comisión Arbitral, aparecidos ambos en el número 41 de la Revista Vasca de Adminis-
tración Pública (1995). En el número siguiente de esta revista, el artículo de LAMAR-
CA, Iñigo, La Comisión Arbitral del País Vasco. 
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jan entre determinadas instituciones, en relación a la distribu-
ción de competencias. La Comisión Arbitral y la jurisdicción 
Contencioso-Administrativa tienen así ámbitos materiales y fun-
cionales diferenciadas que no deben confundirse, excluirse ni 
imponerse entre sí. 

En consecuencia, se determinaba la no impugnabilidad de 
las resoluciones de la Comisión, que estuvieron encaminadas a 
determinar la institución competente185. En justa correspondencia, 
el párrafo 2o de la Disposición Adicional Ia de la Ley de la Juris-
dicción contencioso-administrativa186, como la ley orgánica del 
Tribunal Constitucional 7/1999, de 21 de abril, que en su Disposi-
ción Adicional cuarta, párrafo primero, determina que los conflic-
tos de competencia que se puedan suscitar entre las instituciones 
de la Comunidad Autónoma del País Vasco y la de cada uno de los 
Territorios Históricos se regirá por lo dispuesto en el artículo 39 
de su Estatuto de Autonomía. 

Respaldo estatal plenario a esta cláusula de inmunidad 
ordinaria187, que lleva a Martín RAZQUIN, al destacar la tras-
cendencia de esta exención jurisdiccional, a afirmar que supone 
el cierre de un ciclo recogiendo este hecho diferencial^. El 
diferencialismo ínsito en una forma propia de dirimir cuestiones 
litigiosas a través de un órgano estatutario, de composición pari-
taria entre Instituciones comunes y órganos forales, llamado pre-
cisamente a preservar el equilibrio institucional del País Vas-

185 Artículo 68.1. de la Ley: La resolución de la Sección Territorial correspondien-
te declarará., con carácter definitivo y sin que contra ella quepa interponer recurso 
alguno, a qué institución corresponde la competencia controvertida en el conflicto de 
competencia. 

186 Dicha disposición establecía: 2. No corresponde a la jurisdicción contencioso-
administrativa el conocimiento de las decisiones o resoluciones dictadas por la Comi-
sión Arbitral a que se refiere el artículo 39 del Estatuto de Autonomía del País Vasco. 
Sobre esta disposición, Iñaki AGIRREAZKUENGA: Comentarios a la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso... op. cit. 

187 Así la denomina COELLO, Carlos , Derroteros institucionales... op. cit., p. 128. 
188 Organización foral... op. cit., p. 267. 
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com. Órgano, insisto, de raíz estatutaria, cuyo posible impugna-
bílidad de sus resoluciones lo transformaría en un órgano mate-
rial y formalmente inservible190. La contundencia de los argu-
mentos de COBREROS al tratar de la no impugnabilidad de sus 
resoluciones, ahorra más comentarios personales191, aunque se 
reconozca que en la otra dirección, si bien de forma matizada, 
también se han hecho fundadas apreciaciones192. 

Discusión que ha superado el marco doctrinal193 para reabrir-
se este frente por medio de una apelación al juez. Un salto cualitati-
vo -que indudablemente supone también la cuestionabilidad de la 
propia función de la Comisión tal como se dibuja en un marco de 
lealtad institucional intervasco, en el mismo Estatuto autonómico-, 
que tiene un origen en el recurso contencioso-administrativo que la 
Diputación Foral de Álava interpone contra la Resolución 1/2003 
de la Comisión Arbitral, dictada en un conflicto positivo de compe-
tencias promovido por el Gobierno Vasco contra un Decreto foral 
del Consejo de diputados de dichas Diputación y fallado por la 
Comisión en contra de la Diputación alavesa. 

Interpuesto el recurso contencioso, y dadas las inequívocas 
referencias legales de los parlamentos vasco y central que imposi-

189 LEGUINA (La ley 13/1994..., pp. 259-260) lo mencionó con su habitual 
expresividad: La Comisión Arbitral va a tener en sus tnanos la delicada función de 
preservar el equilibrio institucional del País Vasco, y en esa labor no hay lugar para 
criterios de oportunidad sino sólo de estricta legalidad. Si la Comisión tolerara que la 
foralidad perdiera sustancia y se angostara, la Comunidad Autónoma Vasca perdería 
su peculiar identidad; por el contrario, si las instituciones comunes vieran debilitado 
el poder que la Constitución y el Estatuto de Autonomía les reconocen, correría peli-
gro la unidad política del pueblo vasco en el conjunto de los pueblos de España, 

190 Así opina COELLO, Carlos, Derroteros institucionales... op. cit., p. 129. 
191 La impugnabilidad... in totum. 
192 Recientemente AGIRREAZKUENGA, Iñaki y ARZOZ, Xabier, La Adminis-

tración de la Comunidad Autónoma del País Vasco. En La Administración Pública de 
las Comunidades Autónomas. [Coord. Martin Bassols Coma], 2004, pp. 180 y ss. 

193 Sobre la Comisión en su conjunto y en su práctica habitual, es forzosa la remi-
sión al volumen de GARCIA URETA, Agustín, La Comisión Arbitral del País Vasco-
Régimen jurídico y Resoluciones (1999-2002). Oñati: IVAP, 2003. 
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bilitaban esta impugnación judicial al declarar la inapelabilidad de 
las decisiones de la Comisión, la propia Diputación Foral de Álava 
planteó ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad au-
tónoma, la necesidad de una cuestión de inconstitucionalidad ante 
el Tribunal Constitucional, por considerar que infringía el legisla-
dor ordinario, tanto estatal como autonómico, los artículos 24.1, 
53.1, 106.1, 117.3 y 117.5 de la Constitución. 

La Sala de lo Contencioso-administrativo de este Tribunal, 
abrió un período de alegaciones y audiencia a las partes y al Minis-
terio Fiscal, sobre la pertinencia de plantear dicha cuestión de 
inconstitucionalidad, contra la inimpugnabilidad de los acuerdos de 
la Comisión. Tanto el Ministerio fiscal como la Comisión Arbitral 
se mostraron en contra de la admisión de la Cuestión. Sin embargo, 
evacuados los informes, la Sala de los Contencioso-administrativo 
emitió un auto (ponente el magistrado DA SILVA) el 6 de noviem-
bre, que acordaba plantear ante el Tribunal Constitucional la Cues-
tión de inconstitucionalidad por considerar que infringían los artí-
culos controvertidos diversos preceptos de la Constitución, así 
como el artículo 10.6 del Estatuto, puesto que las razonadas argu-
mentaciones de la Comisión Arbitral y del Ministerio fiscal no han 
conseguido, sin embargo, disipar toda sombra de duda del ánimo 
del Tribunal. 

El 25 de noviembre, el Consejo del Gobierno Vasco plantea-
ba el incidente de nulidad de actuaciones previsto en la ley orgáni-
ca del Tribunal Constitucional, en relación con el citado Auto, inci-
dente al que se sumaron las Diputaciones forales de Gipuzkoa y 
Bizkaia. 

Sin embargo, desestimada esta impugnación, el Tribunal 
Constitucional ha admitido a trámite la citada cuestión de inconsti-
tucionalidad. 

En la actual pendencia de la Comisión Arbitral, cuyo futuro 
se encuentra ligado a esa inservilidad en caso de aceptarse el cues-
tionamiento de sus resoluciones, pienso que la voluntad del estatu-
yente, si no expresada formalmente, era deducible de la propia 
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creación del órgano, cuyas raíces solventadoras de conflictos en 
las Conferencias de Diputaciones forales194, anudan con un pasado 
histórico inmediato, la virtualidad presente de la Comisión Arbi-
tral. Ni qué decir tiene que el global edificio estatutario, también 
sufrirá una evidente fisura ante la práctica marginación del único 
órgano componedor de tensiones, como es el previsto a nivel insti-
tucional en el artículo 39 del Estatuto de autonomía del País Vasco. 

4.4. La regulación de las señas de identidad: la cooficialidad 
lingüística 

La cuestión de la lengua propia, tal como define al euskera 
el artículo 6 del Estatuto de autonomía195, se ha comprendido como 
uno de los temas testigos del desarrollo estatutario. Si bien se ha 
revelado como cierto que no se puede obligar al conocimiento y 
uso de una lengua por decreto, la tasa de crecimiento del conoci-
miento del euskera en la Comunidad autónoma del País Vasco, 
denota el esfuerzo titánico de las diversas instituciones por norma-
lizar al euskera como lengua oficial con el castellano. 

Diferente ha sido la perspectiva de la Comunidad foral de 
Navarra, cuyo amejoramiento aceptaba para el vascuence el carác-
ter de lengua oficial en las zonas vascoparlantes de Navarra. La 
ley foral del vascuence, de 15 de diciembre de 1986196, supuso el 
débil desarrollo de este precepto estatutario, aunque se mantuvo 
estrictamente a la zonificación por áreas territoriales. Peor fue para 
el euskera la tarea desarrollada por el Gobierno de Navarra a partir 
de 1995, con UPN en solitario en el poder. De forma especial, se 

194 Trata de estas Conferencias el libro ya citado de Joseba AGIRREAZKUENAGA. 
195 Sobre esta propiedad, las consideraciones de Iñaki AGIRREAZKUENAGA en 

Cultura, lengua y hecho diferencial, en la obra colectiva Estado Autonómico y... op. 
cit. pp. 233 y ss. 

196 Acerca de esta norma las atinadas apreciaciones de MONREAL, Gregorio, La 
oficialidad del euskera en Navarra. En Jornadas sobre el régimen jurídico del euskera. 
Oñati: IVAP, 1990. 
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redujo la valoración y exigencia del vascuence en el acceso y provi-
sión de puestos de trabajo en la función pública, hasta extremos 
tales que han llevado al Tribunal Superior de Justicia de la Comuni-
dad autónoma, a derogar, con reiteración, medidas gubernamenta-
les sobre el euskera, considerándolas lesivas para el mismo. 

Parece como si la lingua navarrorum fuera considerada 
como un idioma a soportar, aceptándolo a regañadientes allí donde 
estuviera implantada y restringiéndolo, en la medida de lo posible, 
allí donde lo estuviera en menor grado. Naturalmente, desde esa 
perspectiva gubernamental, las Administraciones forales y locales 
de Navarra debían quedar inmunes a toda posible contaminación 
del vascuence197. Esperemos que las aportaciones de la Carta euro-
pea de lenguas regionales y minoritarias del Consejo de Europa, de 
5 de noviembre de 1992 y ratificada por el Reino de España en 
2001198, con una recapacitación hacia una mayor racionalidad y 
ponderación en las autoridades gubernativas del Territorio, orienta-
rá las políticas públicas en una dirección más acorde con los tiem-
pos y las necesidades sociales199. 

Volviendo a la Comunidad del País Vasco y a su política lin-
güística200, no cabe duda del formidable esfuerzo desplegado para 
alcanzar una real oficialidad, partiendo de la absoluta desigualdad 
existente en la cinta de salida. Como señaló el II Mapa sociolingiiís-
tico20i, desde 1981 a 1996, hay en la Comunidad autónoma 190.682 
vascoparlantes más, que corresponde en euskaldunes sobre un 31 

1.7 Siguen siendo muy expresiva las opiniones de ESPARZA, A. y CHUECA, P., 
Planificación lingüística en la Administración foral y local de Navarra, Revista Vasca 
de Administración Pública, número 44 (II), 1996. 

1.8 Sobre esta Carta mi artículo Efectos jurídicos de la ratificación por España de la 
Carta Europea de Lenguas regionales o minoritarias. Revista de Administración Públi-
ca, 69 (II), (2004). 

195 Últimamente, AGIRREAZKUENAGA, Iñaki, El euskera en el marco del autogo-
bierno: Propuestas de futuro, Revista Vasca de Administración Pública, 73 (II), (2005). 

200 Una versión global en COBREROS, Edorta, El régimen jurídico de la oficiali-
dad del Euskera. Oñati: IVAP, 1988. 

201 Publicado por el Gobierno Vasco en Vitoria-Gasteiz en 1999, 
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por cien de la total población, habiéndose producido en estos diez 
años últimos, la progresión en igual sentido incluso acelerado. 

Todo ello como efecto y resultado de una progresiva tarea en 
la planificación lingüística, de forma acelerada en las Administra-
ciones públicas, después de la ley de la función pública aprobada 
en 1989. Con arreglo a unos índices de preceptividad establecidos 
según los diferentes mapas sociales y respondiendo a los varios 
sectores institucionales (sanitario, ertzaintza, personal docente, 
Administración institucional...) 

Por el contrario, poco se ha hecho a nivel de planificación en 
la Administración periférica del Estado, todavía de forma más agu-
da en la Administración de justicia, lugar donde se han situado los 
conflictos más virulentos en el ámbito lingüístico. 

En síntesis, la política lingüística de la Comunidad autónoma 
se ha prevalido de altos niveles de consenso, no en balde fue impul-
sada por un Gobierno PNV-PSE, y ese consenso se plasmó en la 
aprobación de la ley de normalización del uso del euskera de 24 de 
noviembre de 1982, norma que pasaría substancialmente el control 
del Tribunal Constitucional en su sentencia de 26 de junio de 1986. 

De ahí otra de las cualidades del proceso: su global normali-
dad aplicativa, incluso en situaciones muy diferentes del primitivo 
consenso. No de otra manera se entiende que de los 18.000 docen-
tes largos que han pasado por el tamiz de la acreditación de perfi-
les lingüísticos, sólo algo más de un centenar y medio no han 
alcanzado el mínimo requerido. Las alertas sindicales para no 
admitir la discriminación por razón de la lengua, tampoco han 
supuesto conflictos de alguna importancia, con excepción del exis-
tente en la enseñanza secundaria. 

Resta el solventar problemas detectados que siguen eviden-
ciando una manifiesta desigualdad. Así, todos los índices revelan 
que los alumnos que siguen el modelo A en la enseñanza (docencia 
en castellano con una asignatura de euskera) acaban la escolaridad 
sin un conocimiento mínimo suficiente en la lengua propia, handi-
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capando a estos alumnos en relación a las de los modelos B y D202. 
Del mismo modo que también se han denunciado déficits en los 
servicios de Osakidetza o de la Ertzaintza. 

Y sin embargo, más que en políticas públicas -hasta el 
momento claramente priorizadoras del euskera- esta lengua se juega 
su futuro en su uso normalizado. Todas las instancias que han entra-
do en esta peliaguda cuestión, no han podido menos que admitir la 
diferencia entre vascoparlantes y utilizadores habituales de la lengua 
vasca. La voluntad social está imponiendo, por el momento, la utili-
zación muy mayoritaria del castellano. Tal vez sea en este ámbito 
donde el euskera se está jugando su futuro, con la expectativa, por 
primera vez en la historia, de ceder al impulso de las lenguas indo-
europeas, al menos en el ámbito de las relaciones sociales. 

4.5. El Derecho civil foral 

Una vez superada la época de las compilaciones civiles fora-
les, consecuencia del Congreso de Zaragoza (1946)203, que desem-
bocarán, entre otras disposiciones, en el Derecho civil foral de Biz-
kaia y Álava, de 30 de julio de 1959 y en el Derecho civil foral de 
Navarra, más conocido como Fuero Nuevo, de 1 de marzo de 1973, 
se entró en la nueva era. 

Navarra tomaría el tren rápidamente con el artículo 48 del 
Amejoramiento204, precepto que establece en esta materia una re-

202 Como señala AGIRREAZKUENAGA (El Euskera en el marco del autogobier-
no... op. cit.y. [...] en la Comunidad del País Vasco, tras más de veinticinco años de-
autogobierno, no ha sido posible integrar en la educación obligatoria un único mode-
lo lingüístico que garantice plenamente el conocimiento eficaz de ambas lenguas ofi-
ciales a todos los alumnos. En MONREAL ZIA, Gregorio (et al.), 15 años de la ley del 
Euskera en la Educación, Administración y Medios de Comunicación. Donostia: Eus-
ko Ikaskuntza, 1998. 

203 Últimamente sobre este proceso MUÑOZ MACHADO, Santiago, El problema 
de la vertebración... op. cit., pp. 114 y ss. 

204 Art. 48.1: Navarra tiene competencia exclusiva en materia de derecho civil 
foral. 2. La conservación, modificación y desarrollo de la compilación del Derecho 
civil foral o Fuero Nuevo de Navarra se llevará a cabo en su caso, mediante ley foral. 
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serva de ley foral, además de ser norma de las cualificadas de 
mayoría absoluta, potenciándose en todo caso el citado Fuero Nue-
vo105. 

Más complicado era el sistema del Derecho civil en la 
Comunidad autónoma del País Vasco. La notoria disparidad de 
régimenes forales civiles en su propio territorio producía una dife-
renciación de regulaciones tal como expresa el artículo 10.5 del 
Estatuto de autonomía206. Bien pronto se hicieron esfuerzos por 
aglutinar en un texto las diversidades territoriales, manteniendo lo 
esencia] de Bizkaia y Álava y su compilación207. Para tal fin se pro-
mulgó la ley de 1 de julio de 1992, cuyo juicio para la doctrina ha 
sido favorable en su actualización del régimen foral de los dos 
territorios citados, así como supuso una evidente mejora de lo exis-
tente208. 

En el supuesto de Gipuzkoa, existía el régimen consuetudina-
rio del caserío tan rigurosamente estudiado por Álvaro NAVAJAS209. 
Para ello se dictó la ley de 26 de noviembre de 1999, que reguló, asi-
mismo, cuestiones hereditarias. 

205 Por todos, DELGADO, Jesús, y DE PABLO CONTRERAS, Pedro, El Derecho 
civil Foral en el Amejoramiento en Derecho Público Foral de Navarra. 

206 Es competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma: 5. Conservación, modi-
ficación y desarrollo del Derecho civil foral y especial escrito y consuetudinario pro-
pio de los Territorios históricos que integran el País Vasco y la fijación del ámbito 
territorial de su exigencia. 

Sobre este precepto y en vísperas de la nueva ley, ASUA, Clara Isabel, Derecho 
Civil Vasco. En la obra Estudios sobre el Estatuto de Autonomía del País Vasco. Oña-
ti: IVAP, 1991, pp. 175 y ss. 

201 Así, en está dirección, El Primer Congreso de Derecho Vasco: la actualización 
del Derecho civil. Oñati: IVAP, 1983. 

208 Esta valoración en MARTÍN, Luis Carlos, El ensamblaje constitucional de los 
derechos civiles forales: en especial el caso del País Vasco. En Estado Autonómico y 
Hecho diferencial de Vasconia... op. cit., p. 211. 

205 La ordenación consuetudinaria del caserío en Guipúzcoa. San Sebastián, 1975. 
Recientemente, son destacables en este ámbito foral institucional guipuzcoano, las 
obras de KARRERA, Mikel Mari, Los arrendamientos rústicos históricos a partir de 
la realidad guipuzcoana, (Madrid, 1998) y La propiedad separada del suelo y del vue-
lo: los terrenos Ondazilegi (San Sebastián, 2002). 
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Si bien, como afirma Adrián CELAYA210: la moderna legisla-
ción ha puesto de relieve en muchos casos la superioridad del régi-
men foral sobre el tradicional Derecho romano-liberal, el argumen-
to de apoyo en la historia sigue siendo la fundamental explicación de 
la realidad actual del derecho foral civil en el País Vasco y Navarra. 

4.6. El Concierto y el Convenio económico 

La Disposición Adicional primera de la Constitución asumi-
rá el sistema peculiar exclusivo del País Vasco respecto de las 
haciendas forales211, que se traducirá, vía estatutaria, en las tradi-
cionales figuras del Concierto Económico para Álava, Gipuzkoa y 
Bizkaia y en la del Convenio Económico para Navarra. 

Distinciones entre Concierto y Convenio que podían hacerse 
con ocasión del primer Concierto de 1981 (el carácter indefinido 
del Convenio frente al plazo de vigencia temporal de 20 años del 
Concierto), pero que se han diluido en gran medida con ocasión 
del nuevo Concierto aprobado por ley orgánica de 23 de mayo de 
2002, como bien recientemente y con innegable rigor, ha puesto de 
relieve Mikel ARANBURU212. 

Sí que existe una notoria diferencia entre el actual Convenio 
navarro213 y el Concierto para los tres Territorios históricos, en una 
problemática que nos retrotrae a la naturaleza jurídica de las nor-
mas forales y a su control jurídico, bien sea por la jurisdicción con-
tencioso-administrativa o por el Tribunal Constitucional. 

210 Las instituciones civiles vascas: su situación actual y futuro. En Los Derechos 
Históricos Vascos... op. cit., p. 51. 

211 En este sentido, la sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de marzo de 
1993 cierra la puerta de la Disposición Adicional primera en el ámbito reivindicativo 
jurídico-público, para los territorios no forales y sobre eventuales derechos históricos. 

212 En su libro Provincias exentas. Concierto-Convenio. Identidad colectiva en la 
Vasconia peninsular (¡962-2005), Serie Echegaray, 1. San Sebastián: Fundación para 
el Estudio del Derecho Histórico y Autonómico de Vasconia, 2005. 

213 Sobre el mismo y su problemática, es necesaria la lectura del reciente libro de 
Fernando DE LA HUCHA TEJEDOR, El Régimen jurídico del Convenio Económico 
de la Comunidad Foral de Navarra, op. cit. 
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En este plano, señala acertadamente Fernando DE LA 
HUCHA214, ese factor derivado del diferente rango de las normas 
de los Territorios históricos y de la Comunidad Foral de Navarra, 
está produciendo una evidente distorsión, puesto que mientras las 
normas forales son susceptibles únicamente de impugnación ante 
la jurisdicción contencioso-administrativa del Tribunal Superior 
de Justicia, o en su caso del Tribunal Supremo, no sucede lo mis-
mo en el caso de las leyes forales de Navarra cuya impugnación 
solo cabe plantearla ante el Tribunal Constitucional. El resultado 
bien visible, y no se está señalando nada nuevo, es que normas 
prácticamente idénticas en contenidos, aunque unas con forma de 
ley (Navarra) o de meras normas forales (Territorios históricos de 
la Comunidad), mientras las primeras no han sido ni siquiera 
impugnadas ante el Tribunal Constitucional, las segundas han 
sido objeto de sistemáticos recursos contenciosos ante el poder 
judicial ordinario, corriendo éstos una suerte variada pero siem-
pre en difícil pendencia. Para DE LA HUCHA215 esta dicotomía 
tan diferente, esconde una división entre regímenes forales bue-
nos y malos en función de la mayor o menor presencia (e influen-
cia) de partidos nacionales en el gobierno de la Comunidad. 
Explicación para entender diferentes posiciones cara a unas 
determinadas normas de contenido curiosamente muy semejante 
sino similar. 

No obstante, la vuelta de la mirada a las normas tributarias 
y fiscales forales (las del Parlamento foral obviamente escapan a 
esta problemática), vuelve a ser pertinente cara a una posible 
clarificación fiscal, que me permito anunciar, todavía no ha lle-
gado. 

Debe de hacerse así, puesto que el ámbito material de 
determinadas Normas forales, prevalidas de lo dispuesto por el 

2 " En su ponencia Hacienda autonómica y Hecho Diferencial. En Estado Autonó-
mico y Hecho Diferencial... op. cit., p. 287. 

215 Ponencia cit. p. 287. 
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vigente Concierto económico216, coincide plenamente con espa-
cios reservados a la ley o regulados por la misma; así se com-
prueba con la reserva de ley que alcanza a la determinación de los 
elementos esenciales del tributo, que es precisamente un espacio 
de atención reconocido a las sucesivas Normas forales dentro de 
un sistema tributario propio de cada Territorio histórico y no a las 
Instituciones comunes217. 

Tal como ha hecho notar Ignacio ZUBIRI218, por lo tanto 
el Gobierno Vasco no recauda ningún impuesto, a pesar de que 
podría crear impuestos propios, de modo que todos los impues-
tos básicos los regulan, gestionan y recaudan las Diputaciones 
forales. 

Si se había elucubrado sobre las Normas forales tributarias, 
partiendo de datos tales como que una Norma foral reguladora de 
un determinado impuesto, normalmente desplazaba en el territorio 
foral a la normativa del mismo Estado219, cumpliendo dicha norma, 
precisamente por derivar de un órgano foral y actuar en la concreta 
materia tributaria, las exigencias provenientes del principio de 
legalidad y también de reserva de ley220. 

216 Recuérdese el artículo 1. Uno: Las Instituciones competentes de los Territorios 
Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen 
tributario. 

217 La sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 2004, tras refe-
rirse a estas Normas forales como manifestaciones de la autonomía de que gozan los 
Territorios históricos del País Vasco, siendo susceptibles de revisión por la jurisdic-
ción contencioso-administrativa, concluye: Cada Territorio histórico o provincia inte-
grante de la Comunidad Autónoma del País Vasco conserva su propio sistema tributa-
rio, siendo éstos y no la Comunidad autónoma -conforme al artículo 41 del Estatuto-
Ios que tienen competencia en materia tributaria [...] 

218 En su artículo La presión fiscal efectiva (análisis jurídico-económico) en el 
volumen colectivo Jornadas de Estudio. Concierto y Convenio Económico. San Sebas-
tián: Eusko Ikaskuntza, 2002, pp. 170-171. 

2,9 En este sentido, JIMÉNEZ ASENSIO, Rafael, El sistema de Fuentes... op. cit., 
p. 166. 

220 Sobre estas Normas, LASAGABASTER, Iñaki, Algunas consideraciones en 
torno al régimen jurídico de las Normas Forales, en la obra colectiva Jornadas de Estu-
dio. Concierto y Convenio... op. cit.,p. 160. 
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Por supuesto que se han perfilado en la propia ley del Con-
cierto -y, lógicamente del Convenio también-, límites a esta 
amplia potestad normativa, siguiendo una serie de principios gene-
rales (respeto de la solidaridad, atención a la estructura general 
impositiva del Estado, coordinación, armonización fiscal y colabo-
ración con el Estado...), que han modulado -y modulan- la propia 
potestad foral, dando origen a una abundante jurisprudencia, tanto 
de los Tribunales superiores de justicia de la Comunidad foral de 
Navarra como de los de la Comunidad autónoma del País Vasco221. 
Como es notorio, también han tenido ocasión de intervenir diver-
sos órganos de la Unión Europea. 

Se asiste a un proceso judicial, oscilante o incluso contradic-
torio, cuyo punto final todavía no ha llegado. Tratando de mencio-
nar unos momentos claves y partiendo de épocas cercanas, es per-
tinente mencionar sendas sentencias del Tribunal Supremo, de 
fecha 27 de septiembre y 30 del mismo mes, del año 1999, en 
recursos interpuestos inicialmente por el abogado del Estado con-
tra las respectivas Normas forales de las tres Territorios históricos 
reguladoras todas ellas del impuesto de sociedades. La primera de 
estas sentencias (707/1999), desestimó íntegramente el recurso 
planteado por el abogado del Estado, mientras que la segunda 
(718/1999), estimó parcialmente el recurso interpuesto, anulando 
un artículo (el 26) de las tres Normas forales. 

En síntesis, las dos sentencias proclamaban la plena validez y 
garantía de la autonomía fiscal foral, perfilando una doctrina que 
parecía llamada a perdurar y que sin embargo no duraría un quinque-
nio. Dicha doctrina, a grandes rasgos, venía a señalar lo siguiente: 

- En el ejercicio de la autonomía fiscal las Normas forales 
podían establecer diferencias en la regulación de los tributos con-
certados. 

221 Sobre estos conflictos judiciales, los trabajos de Fernando DE LA HUCHA, 
José Luis VIVANCO, Elena RETA y Pedro UGALDE en Jomadas de Estudio. Con-
cierto y Convenio Económico... op. cit. 
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- Los únicos límites de esa autonomía fiscal eran el respeto 
de la estructura general y las reglas que la ley del Concierto con-
cretaba para cada impuesto, así como los principios armonizadores 
que se establecían en sus propios artículos. 

- En todo caso, las diferencias en la regulación de los tribu-
tos podían estar basadas en la consecución de fines de política 
social y económica, tales como el fomento del empleo, la defensa 
del medio ambiente, o de otra índole, siempre que guardasen una 
coherencia con el fundamento del tributo y respetaran el deber de 
contribuir de acuerdo con la capacidad económica, la progresivi-
dad fiscal, etc. 

- Rechazada la preceptiva uniformidad con la legislación 
estatal, las dos sentencias judiciales afirmaban la validez constitu-
cional de los denominadas puntos de conexión (domicilio y lugar 
de realización del hecho imponible) como delimitadores de los 
ámbitos de aplicación de los tributos que se relacionan mediante 
fórmulas de desplazamiento. 

Con la voluntad manifiesta de conseguir la paz fiscal, se 
asiste así al acuerdo entre el Gobierno central, el vasco y las tres 
Diputaciones forales, en el año 2000, ratificándose la misma con la 
promulgación de la vigente ley del concierto económico (año 
2002) y con la conformación de determinados órganos arbitrales 
de participación conjunta por representantes de la Administración 
del Estado, del Gobierno Vasco y de las tres Diputaciones forales; 
órganos tales como la Comisión Mixta del Concierto económico 
(artículo 61 y siguientes de la ley), Comisión de Coordinación y 
Evaluación Normativa y la Junta Arbitral (artículo 65 y siguientes), 
formado éste último por tres miembros cuyo nombramiento se for-
malizará por el Ministerio de Hacienda y el Consejero de Hacien-
da y Administración pública. Esta Junta Arbitral se encaminaba a 
resolver todo tipo de conflictos en aplicación del Concierto, siendo 
sus decisiones susceptibles de recurrirse ante la jurisdicción con-
tencioso-administrativo. Por último, la inoperante Comisión de 
Coordinación y evaluación normativa (arts. 63 y 64). 
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Un punto de inflexión, premonitorio de un inmediato futuro, lo 
señalaba la sentencia del Tribunal Constitucional 96/2002, sobre la 
regulación de los beneficios fiscales en el País Vasco y Navarra222. 
Esta sentencia declaró inconstitucional la disposición octava de la ley 
estatal 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas fiscales administrati-
vas, en lo relativo a los beneficios fiscales en Navarra y País Vasco. 
Sentencia que planteada ante un recurso de la Comunidad autónoma 
de La Rioja, proporcionaba respuesta a la consideración de esta 
Comunidad sobre que dicha disposición era arbitraria y contraria al 
principio de igualdad, al distinguir, de forma no razonable, entre quie-
nes residen en España, de aquellos otros que no lo hacen, a fin de que 
los extranjeros puedan acogerse a los beneficios previstos en esta ley 
si operan en las Comunidades autónomas del País Vasco y Navarra. 

Para nueve de los miembros del Tribunal Constitucional, la 
inconstitucionalidad de esta disposición se encontraba en su altera-
ción de las libertades de empresa, residencia y circulación, al pro-
ducirse una fragmentación del mercado, con quiebra de la unidad 
del orden económico, que considerada así, introducía unos obstá-
culos para un colectivo de sujetos, los residentes en territorio 
común, que competían en situación de desventaja, puesto que en 
opinión de la mayoría del Tribunal, habían de ofrecer sus produc-
tos a un coste superior al de aquellos otros que eran beneficiarios 
de la ayuda estatal223. 

222 Sobre esta sentencia, el comentario de CARRILLO, Marc y LÓPEZ, Héctor en 
el Informe Comunidades Autónomas 2002 (Barcelona, 2003, p. 453) 

223 El voto particular de dos miembros del Tribunal se basaba en tres hechos noto-
rios: uno, que la disposición octava controvertida no se producía entre los residentes en 
territorio español, sino que sólo se dirigía a los residentes en la Unión Europea no espa-
ñoles; dos, la ruptura que esta sentencia suponía con la doctrina anterior consistente en 
rechazar los juicios de adecuación de una norma de ejecución de derecho comunitario a 
dicho ordenamiento, pues la sentencia subraya que el correcto cumplimiento de la deci-
sión de la Comisión Europea que motivó la inclusión del precepto anulado, hubiese sido 
el suprimir los beneficios fiscales forales; tres, argumentaron sobre un exceso de juris-
dicción en la sentencia, al enjuiciar de hecho normas tributarias del País Vasco y Navarra 
que no fueron impugnados en su momento, sin que además estas Comunidades autóno-
mas hubieran sido parte en el presente proceso sobre su constitucionalidad. 
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Porque era precisamente en el marco de la Unión Europea 
donde se estaba cuestionando la potestad financiera de las institu-
ciones forales vascas, con la evidente paradoja puesta de relieve por 
Fernando DE LA HUCHA224, que desde Europa no se comprendía 
muy bien cómo el Estado español podía defender en los foros 
comunitarios, normas y medidas forales que combatía mediante 
recursos en el ámbito interno, utilizando además argumentos que, 
en muchas ocasiones, son similares a los empleados por la propia 
Comisión. Una muestra de la posición europea la proporcionó la 
sentencia del Tribunal de primera instancia de la Unión, de 6 de 
marzo de 2002, en el asunto RAMONDÍN/Comisión, en la que ana-
lizando las ayudas económicas provenientes del Gobierno Vasco y 
de la Diputación foral de Álava a diversas empresas radicadas en 
este territorio, concluía que las mismas podían distorsionar la com-
petencia y afectar a los Estados miembros; apreciación que sin 
cuestionar formalmente la autonomía fiscal de las instituciones vas-
cas, sí afirmaba que en el ejercicio de esta autonomía debían cum-
plirse las obligaciones del Tratado en materia de ayudas. Del mismo 
modo, el 23 de octubre de 2002, el mismo Tribunal emitía una sen-
tencia, declarando ilegales las ayudas fiscales vascas, de reducción 
de la base imponible del impuesto de sociedad, y el crédito fiscal 
del 45 por cien de determinadas inversiones. 

En este panorama irrumpe la sentencia del Tribunal Supremo 
de 9 de diciembre de 2004 (ponente FERNÁNDEZ MONTAL-
VO)225, que resolvía por último el recurso interpuesto por la federa-
ción de empresarios de La Rioja y que anuló diversas preceptos de 
las diferentes normativas forales del impuesto de sociedades; de for-
ma particular el artículo 29 que establecía en este impuesto un gra-
vamen del 32'5 por cien frente al 35 por cien del régimen común; 

224 Hacienda autonómica..., p. 288. 
225 Sobre esta cuestión en general, incluida esta sentencia, es obligada la referencia 

a la ponencia de BENGOETXEA, Joxerramon, La soberanía Fiscal de las Juntas 
Generales y el Derecho Comunitario. En la obra colectiva Las Juntas Generales de 
Gipuzkoa... op. cit. pp. 193-204. 

135 



prevaliéndose de ser ayuda de Estado, sin haberla comunicado a la 
Comisión y de infracción del principio de presión fiscal efectiva. 

Exigencia de mimetismo de la normativa del Estado por par-
te de los órganos forales, que ha llevado a la vista de dicha senten-
cia y su confusa doctrina, a calificar a esos órganos en su faceta 
concertista como meros amanuenses fiscales226. 

La doctrina227 ha denunciado la retórica desigualdad tributa-
ria en la que se basa esta jurisprudencia, así como su actuación direc-
ta sobre Normas forales basadas en el Concierto y la diferencia que 
en disposiciones de igual contenido, existe para disposiciones deriva-
das del Convenio. Malos vientos en todo caso, no tanto para la letra 
de la ley orgánica del Concierto económico, sino para sus aplicacio-
nes y ejecuciones. Si puede afirmarse con fundamento que la ley del 
Concierto económico, en cuanto norma atributiva de competencias, 
forma parte del bloque de la constitucionalidad y dispone de una fun-
ción estatutaria22*, siendo una norma indisponible para el legislador 
estatal o autonómico, el cuestionamiento frontal de la potestad tribu-
taria de los estrictos órganos forales, la no determinación de la consi-
deración como leyes formales para las normas forales en el ámbito 
tributario, el continuo ataque respecto de cualquier disparidad en 
relación al régimen común, sitúan al Concierto económico -que no 
por cierto al convenio navarro- en uno de los momentos más difíciles 
y controvertidos de su historia contemporánea. 

Habiendo finalizado este trabajo, se publica la sentencia del 
tribunal de justicia (gran Sala) europeo, de 6 de septiembre de 2006, 
en demanda presentada por la República portuguesa y apoyada por 
el Reino de España y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 

226 Así lo hace MARTÍNEZ BARBARA, Gemma, ¿Son los territorios históricos 
meros amanuenses fiscales? Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 
2004, Aranzadi. Jurisprudencia tributaria, 22, (2004), pp. 9-12. 

227 Por todos y últimamente COELLO, Carlos, Derroteros institucionales... op. 
cit., pp. 146 y ss. 

228 Así, con referencia a la anterior ley concertista, JIMÉNEZ ASENSIO, Rafael, 
El sistema de fuentes... op. cit., p. 136) 

136 



Norte, contra la Comisión de las comunidades europeas, en su deci-
sión relativa a la parte del régimen que adapta el sistema fiscal nacio-
nal a las particulares de la región autónoma de las Azores en lo refe-
rente a la reducción de los tipos de impuesto sobre la renta. 

Sentencia que establece una doctrina general que al afectar 
al concierto y convenio económico, puede servir de fuente de solu-
ción de tanto conflicto en curso y en relación a determinadas sen-
tencias, como la del tribunal supremo español de 9 de diciembre de 
2004. 

Me limitare a reproducir un apartado de la sentencia: 
67. Como ha señalado el abogado general en el punto 54 de 

sus conclusiones, para que pueda considerarse que una decisión 
que se haya adoptado en estas circunstancias lo ha sido en ejerci-
cio de atribuciones lo suficientemente autónomas es necesario, en 
primer lugar que sea obra de una autoridad regional o local que 
desde el punto de vista constitucional, cuente con un estatuto 
político y administrativo distante del Gobierno central. Además, 
debe haber sido adoptado sin que el Gobierno central haya po-
dido intervenir directamente en su contenido. Por último, las con-
secuencias financieras de una reducción del tipo impositivo na-
cional aplicable a las empresas localizadas en la región no deben 
verse compensadas por ayudas o subvenciones procedentes de 
otras regiones o del Gobierno central. 

Trío de requisitos que parece que cumplen sobradamente los 
órganos forales en su potestad tributaria, incluso con el argumento 
de la sentencia, que también asumen las consecuencias políticas y 
financieras de la medida. Argumentos que dan pie a entender -sal-
vo declaración en contra- prácticamente zanjado el debate ante la 
vinculatoriedad en toda la Unión de la doctrina existente en dicha 
sentencia. 

4.7. La bilateralidad negocial 

Se ha aludido en el interior más profundo del hecho diferen-
cial de Vasconia, a la construcción permanente de la teoría foral 
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basada en el Pacto con la Corona en su momento, con las institu-
ciones representativas después. Doctrina pacticia que si discutida 
en sus orígenes y realidades históricas229, se acredita con las con-
notaciones de acuerdos sucesivos y necesitados de igual consenso 
para alteraciones del statu quo. 

Todo ello se traducía en la actualidad en un régimen de 
estrictas relaciones bilaterales por parte de las comunidades forales 
con las instancias centrales, al margen, por lo tanto de un plantea-
miento general de multilateralidad en el interior del conjunto de 
Comunidades autónomas del Reino de España. 

En el transfondo se hallaba la extendida convicción que la 
bilateralidad en la relación entre los territorios vascos y la monar-
quía y el Estado, constituía un elemento clave del pensamiento 
político tradicional vasco, soportando las reivindicaciones forales 
y autonómicas de los dos siglos pasados230. Muestras últimas de 
esta doctrina se comprobarán con el inmediato pasado vasco. 

En la actualidad con los pies asentados en el constituciona-
lismo, se perciben huellas de este bilateralismo pacticio, comen-
zando por aquellas necesarias fórmulas consensuadas perceptibles 
en la normativa del Concierto y Convenio económico. Si en el 
supuesto del concierto existía palpable la idea subyacente de un 
pacto que se materializó con ocasión de la formalización de la ley 
del 2002, la misma también es visible con la emergencia -ya cita-
da- de órganos paritarios de resolución de conflictos, deviniendo 
de forma bien expresa en la misma formulación de la disposición 
adicional segunda de esta norma231. 

229 Sobre la personalidad, obra y finalidad de uno de los más acendrados críticos de 
la construcción del pacto, el trabajo de Gregorio MONREAL sobre Juan Antonio 
LLORENTE, cedido amablemente por su autor, de pronta publicación. 

230 MONREAL ZIA, Gregorio, La base foral del Plan del Lehendakari IBARRETXE. 
En Estudios sobre ¡a Propuesta política para la convivencia del Lehendakari ¡barretxe 
[Presentación de José Manuel Castells Arteche], Oñati: Instituto Vasco de Administración 
Pública, 2003, pp. 125. 

231 Uno. Cualquier modificación del presente Concierto Económico se hará por el 
mismo procedimiento seguido para su aprobación. 
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Exigencia pactista que se encuentra corregida y aumentada 
en el convenio de la Comunidad foral de Navarra232. Ya la ley del 
Amejoramiento recogía bien expresivamente, que dicho Convenio 
económico poseía una naturalezapaccionada (artículo 45.4); natu-
raleza que incluso ha sido asumida por el propio Tribunal Consti-
tucional. En su sentencia de 2 de noviembre de 1989 se afirmaba lo 
siguiente: 

D e s d e los inicios del s i s tema del Conven io económico , en el 
p roced imien to de su e laboración y aprobac ión se han dis t inguido 
dos fases: por una parte, una fa se de negociac ión ent re la 
Dipu tac ión foral y el Gob ie rno de la Nac ión , que se p l a smaba en 
un texto acordado por ambas partes; y en segundo lugar, la pres-
tación de f u e r z a normat iva a este texto por par te del Es t ado 
med ian te el ins t rumento normat ivo correspondiente . 

La pretensión reivindicativa sita en ese relacionismo bilate-
ral, más perceptible en su constancia en la Comunidad autónoma 
del País Vasco, se plasma en un deseo persistente en la propia pra-
xis política del Gobierno Vasco233. 

Son numerosos y variados los casos ejemplares de ese dife-
rencialismo en el nivel relacional, desde la perspectiva de la 
Comunidad mencionada. Así se puso de relieve con el frustrado 
intento de reforma del Senado, que se intentó con intensidad en la 
década de los 90, para aplacarse después hasta su aparición en un 
reciente programa revisionista. Pues bien, así se comprueba con la 

Dos. En el caso que se produjese una reforma en el ordenamiento jurídico tribu-
tario del Estado que afectase a la concertación de los tributos, produjera una altera-
ción en la distribución de competencias normativas que afecte al ámbito de la imposi-
ción indirecta o se crearan nuevas figuras tributarias o pagos a cuenta, se procederá 
por ambas Administraciones de común acuerdo a la pertinente adaptación del presen-
te Concierto Económico a las modificaciones que hubiese experimentado el referido 
ordenamiento. 

232 Al respecto, in toturn, DE LA HUCHA, Fernando, El régimen jurídico del Con-
venio Económico... op. cit. 

233 Sobre esta pretensión, mi trabajo Integración de Vasconia en el Estado español. 
En la obra colectiva La institucionalización jurídica y política de Vasconia, Donostia: 
Sociedad de Estudios Vascos, 1997, p. 59. 

139 



voz de los representantes en esta cámara del grupo vasco, su mani-
fiesta oposición a la homogeneidad y trato igual para todas las 
representaciones territoriales que se vislumbraba en el avance 
hacia un Senado federal, por suponer que implicaba un obstáculo 
insalvable para ese diferencialismo negocial y representativo pro-
pugnado por aquellos representantes. 

En 1996 se alcanzó un pacto de gobierno entre el Partido 
Popular y el Partido Nacionalista Vasco, que si bien fue rigurosa-
mente arrinconado cuando los vientos soplaron en otra dirección 
de la confrontación y el máximo tensionamiento, representaba el 
caso de una negociación bilateral y singular, al tener en cuenta en 
exclusiva a la Comunidad autónoma del País Vasco. 

En sus cinco puntos234, el pacto hacía referencia a las diferentes 
materias litigiosas existentes a la sazón: el desarrollo estatutario pleno 
afectado por la cincuentena de competencias pendientes de transfe-
rencia; la renovación del Concierto económico (con el polémico 
alcance de la afectación a los impuestos especiales); la formación pro-
fesional continua; el patrimonio incautado durante el franquismo a los 
partidos políticos nacionalistas y la explicitación de un planteamiento 
de futuro cara a posibles acuerdos específicos en materia de desarro-
llo estatutario. Debilidades hipotéticas de un Gobierno en minoría, 
que bien pronto, merced a una mayoría absoluta, cuyos acuerdos se 
romperían y pasarían al rancio baúl de la historia y de los mejores pro-
pósitos. 

Una demostración más, esta vez sí fructífera, de ese cauce 
bilateral, lo constituye la Comisión Euskadi-Estado para asuntos 
europeos, Comisión que despertó algunas ténues esperanzas, pero 
que entró, con la habitual rapidez, en la más irrelevante inanidad. Sin 
embargo, su propósito fundacional, revelado por uno de sus mento-
res por la parte vasca, Andoni ORTUZAR, lo configuraba como 
órgano de concertación en las materias [de ámbito europeo] que 
afectan en especial a la Comunidad Autónoma vasca o que tienen 

2M Recogidos en mi artículo anterior (Nota 233), p. 80. 
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para ésta una vertiente singular en función de su especificidad auto-
nómica. Efectivamente, el 30 de noviembre de 1995, se firmaba el 
acta constitutiva de la denominada Comisión bilateral de coopera-
ción Administración del Estado-Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, en relación con asuntos concernientes a 
las Comunidades europeas, perfilándose en tan trascendental mate-
ria, como un instrumento singular, encaminado a tratar, de mutuo 
acuerdo, aquellas cuestiones en los asuntos europeos que afectasen 
de modo exclusivo a la Comunidad autónoma del País Vasco; que 
tuvieran en ella una vertiente particular en función de su especifici-
dad autonómica, tal como declaraba el preámbulo del acta de consti-
tución de la citada Comisión235. Justo es reconocer que poco se ha 
sabido de la misma, al menos en el plano funcional, desde su espe-
ranzadora constitución. 

4.8. El nivel relacional horizontal específico 

No habiéndose planteado y menos utilizado, las fórmulas 
abiertas de integración entre la Comunidad foral de Navarra y la 
Comunidad autónoma del País Vasco, posibilidades reconocidas 
potencialmente por la propia Constitución (Disposición Transito-
ria cuarta), así como en los respectivos Estatutos de autonomía, 
quedaban intactas las facultades de colaboración entre ambas 
comunidades, en tanta mención a esta posibilidad expresa y nomi-
nal, que es única en el conjunto estatutario. Faceta en la que se 
explayaba con generosidad la ley de amejoramiento, en concreto 
su artículo 70.2 y 3236. Del mismo modo, aunque la alusión sea un 

235 Sobre esta Comisión bilateral, Iñaki PARIENTE en su artículo publicado en el 
volumen Estado autonómico y Hecho diferencial... op. cit.,p. 102yss . 

236 Art. 70.2. Navarra podrá celebrar convenios con la Comunidad autónoma del 
País Vasco y con las demás Comunidades autónomas limítrofes para la gestión y pres-
tación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia. Dichos 
convenios entrarán en vigor a los veinte días de su comunicación a las Cortes Gene-
rales. 3. Previa autorización de las Cortes Generales, Navarra podrá establecer 
Acuerdos de cooperación con la Comunidad Autónoma del País Vasco y con otras 
Comunidades Autónomas. 
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tanto subrepticia o no particularmente explícita, el artículo 22 del 
Estatuto de autonomía del País Vasco237. 

Posibilidades convencionales que no eran óbice para la 
mención a un contexto más amplio que el estrictamente bilateral, 
espacio donde se va a desarrollar una intensa actividad de colabo-
ración entre ambas Comunidades, al menos hasta que la exacerba-
ción partidista malogre hasta la más mínima huella relacional con-
junta238, llegándose a posiciones calificables de infantiles en su 
obsesión separadora del vecino. 

Desde el ángulo fronterizo interestatal son varias las expe-
riencias colaboradoras entre ambas Comunidades, bien en solitario 
o en compañía de otros territorios que fue lo más frecuente: 

a) Las asociaciones de regiones fronterizas. Desde la tem-
prana (1971) Asociación de Regiones Fronterizas Europeas, que 
agrupando a unas 40 de estas realidades territoriales -entre ellas 
las dos citadas-, pasando por la Carta europea de Regiones fronte-
rizas y transfronte rizas (1987), por la que se instaba al Consejo de 
la CEE a adoptar medidas concretas para superar los problemas 
derivados de la existencia de fronteras en el interior europeo. 

Llegando así a la creación en Burdeos (1990) de la Confe-
rencia de Regiones del Sur de la Europa atlántica. La Comunidad 
autónoma del País Vasco fue miembro inicial de la misma, adhi-
riéndose posteriormente la Comunidad foral. En la misma línea, 
por Acuerdo de 4 de noviembre de 1983, se creaba la Comunidad 
de trabajo de los Pirineos, a la que por parte de España pertenece-

237 Art. 22.2.: La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Terri-
torio Histórico foral para la gestión y prestación de servicios propios correspondien-
tes a las materias de su competencia, siendo necesaria su comunicación a las Cortes 
Generales. A los veinte días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios 
entrarán en vigor. 

238 Además de mi trabajo citado en la nota 231, en esta materia y en el mismo volu-
men, vid. IRIONDO, Xabier, La práctica de la cooperación descentralizada en Vasco-
nia, p. 125 y ss. y JAUREGUI, Gurutz, La institucionalización jurídica y política de 
Vasconia desde la perspectiva de la Unión Europea, pp. 149 y ss. 
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rían las Comunidades de Aragón, Cataluña, Navarra y País Vasco; 
realizando hasta la actualidad una notable política de colaboración 
transíronteriza. 

b) El Protocolo de cooperación entre la Región de Aquita-
nia, la Comunidad Autónoma de Euskadi y la Comunidad Foral de 
Navarra. En 1992 se firmaba en Pamplona el citado protocolo por 
los presidentes respectivos, TAVERNIER, ARDANZA y ALLI, 
con la finalidad de establecer lazos comunes encaminados a una 
política de colaboración mutua239. Al respecto se dotaban de una 
serie de objetivos, entre ellos el fomentar todas las relaciones de 
colaboración que se susciten entre las instancias públicas, profe-
sionales y privadas que ejercen su actividad en cada una de las 
decisiones (artículo 1). 

Para tal fin, se constituían unos fondos de cooperación trans-
fronterizos (artículo 2) y se creaba un Comité de enlace con las 
Universidades de Aquitania, Navarra y Euskadi, desarrollando la 
formación común de los cuadros territoriales, con el fin de facili-
tar la relación entre el personal de las tres Administraciones públi-
ca y la gestión de proyectos conjuntos (artículo 3). 

Igualmente declaran su activo apoyo a las zonas fronterizas, 
ante la amenaza de posibles desequilibrios económicos por la 
supresión de fronteras estatales (artículo 5), circunstancia que 
efectivamente tendrá lugar, con ocasión de la puesta en marcha del 
Tratado de la Unión Europea y del Convenio de Schengen con 
efectos, entre los dos Estados. 

Finalmente, las tres regiones acordaron la creación de un 
órgano denominado Comisión permanente institucional, encarga-
do de promover y de realizar el seguimiento de los objetivos y de 

235 Considerando [...] que las tres regiones disponen de un patrimonio cultural y 
lingüístico común. Considerando la Carta de las Lenguas minoritarias o regionales 
del Consejo de Europa, que concierne directamente la lengua y a la cultura vasca, que 
las tres Regiones se proponen potenciar y estimular [...] deciden [las mismas] esta-
blecer y desarrollar en el marco de sus respectivas competencias relaciones institu-
cionales permanentes. 
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las acciones en aplicación del presente protocolo, así como de la 
coordinación de los fondos para la cooperación transfronteriza240. 
Una oficina permanente asegurará el Secretariado de este Órgano 
permanente (artículo 6). 

En una primera apreciación, debe destacarse que la coopera-
ción prevista en el Protocolo fue en esta fase inicial de gran activi-
dad e intensidad, aumentando en calidad y número los proyectos a 
medida que pasaba el tiempo, con una fructífera labor conjunta per-
ceptible en los sucesivos proyectos aprobados y puestos en marcha. 

No es de extrañar así que el a la sazón Vicepresidente del 
Gobierno de Navarra, Miguel SANZ, con ocasión del prólogo de 
una publicación del anuario de instituciones y cargos electos de los 
tres territorios, publicación de fecha de 1994 y realizada con fon-
dos de esos tres organismos en cumplimiento del Protocolo, mani-
festara lo siguiente, en actitud notoriamente elogiosa: 

[...] Esta colaboración entre las instituciones oficiales, se re-
fleja también en numerosas iniciativas de cooperación entre enti-
dades públicas y privadas de todo tipo, ubicadas en cada una de 
las tres regiones limítrofes... Por tanto es justo reconocer la 
importante labor de quienes han hecho posible esta guía y reco-
mendar a los lectores su utilización como medio de consulta para 
conseguir con ello un mayor nivel de colaboración entre nuestras 
Comunidades dentro del marco común de Europa. 

Pocos, muy pocos años después, el nuevo Presidente del 
Gobierno navarro de UPN, Miguel SANZ, siguiendo una política 
de nivel territorial superior, encauzada al aislamiento institucional 
de la Comunidad autónoma vasca, rompería toda relación con 
dicha Comunidad en el marco establecido por el Protocolo, que de 
este modo y manera, quedaría gravemente lesionado. Actitud que 
no sería la primera, ni la última, como se podrá comprobar, pero 
que supuso una cierta degradación de las virtudes del Protocolo. 

240 Esta comisión -insisto en su nota de permanencia- estará compuesta por los 
presidentes ejecutivos de los tres territorios y por otros cuatro miembros integrando en 
su caso, un representante de las colectividades subregionales fronterizas. 
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c) El Tratado de Bayona. El Tratado entre el Reino de Espa-
ña y la República de Francia sobre cooperación transfronteriza 
entre entidades territoriales241, tenía por objeto -una vez más- faci-
litar y promover la cooperación transfronteriza entre las entidades 
territoriales francesas y españolas. Las españolas la componían las 
Comunidades autónomas del País Vasco, Navarra, Aragón y Cata-
luña, así como los Territorios históricos, las provincias y los muni-
cipios pertenecientes a las cuatro Comunidades indicadas. Dichas 
entidades territoriales podían crear órganos comunes para estudiar 
cuestiones de interés mutuo. 

Tratado de una efectividad escasa en la práctica puesto que 
apenas se conocen acuerdos derivados de su contenido, pero que 
revela un transfondo de necesaria y constante colaboración interte-
rritorial. 

d) La vía estatutaria de los Convenios bilaterales: el Acuer-
do de cooperación entre la Comunidad foral de Navarra y la Co-
munidad autónoma del País Vasco. 

La doctrina había hecho notar la práctica ausencia de conve-
nios horizontales entre las distintas Comunidades autónomas en el 
Reino de España, detalle significativo cuando en todos los Estados 
compuestos de Europa es uno de los más utilizados242. En mayor 
medida en el supuesto territorial analizado, vistos los avales estatu-
tarios ya mencionados para la posible realización de convenios de 
esta clase. 

En 1996 aparecen a la luz pública una serie de acuerdos que 
afectan precisamente a estas dos Comunidades. En un plano de 
relaciones hasta cierto punto de orden menor, puede mencionarse 
el Acuerdo suscrito entre el País Vasco, La Rioja y Navarra para 
adquirir en otras Comunidades autónomas, derechos de plantación 

241 Tratado que entró en vigor en el Estado español el 24 de febrero de 1997, por el 
correspondiente procedimiento de ratificación. 

242 Así lo señala AJA, Eliseo, Valoración general en Informe Comunidades Autó-
nomas. 1996. Barcelona, 1997. 
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de viñedos, así como para gestionar coordinadamente la denomi-
nación de origen calificada Rioja. 

D e b e a l u d i r s e , a d e m á s d e s e ñ a l a r s e s u c a r á c t e r c o n f l i c t i v o 

p o r l a s s u s p i c a c i a s d e s p e r t a d a s , a l C o n v e n i o firmado e n t r e l o s G o -

biernos de la Comunidad foral y la Comunidad autónoma del País 
Vasco, para la captación en Navarra de los servicios de Euskal Irra-
ti Telebista (EITB), firmado en Pamplona el 17 de abril de 1996. 
Su posterior inaplicación en su territorio por parte de la instancia 
política navarra, no impide que se destaque la importancia de dicho 
Convenio desde un plano estrictamente cultural-lingüístico, reali-
zado eso sí, en un transitorio momento de distensión, existiendo 
igualmente otros acuerdos entre ambos Gobiernos, tal como las 
cita Juan Cruz ALLI. 

La mayor importancia convencional la alcanza el Acuerdo 
de cooperación entre la Comunidad foral de Navarra y la Comuni-
dad autónoma del País Vasco243, que pasamos a sintetizar, puesto 
que sin lugar a dudas supone un hito y una experiencia novedosa 
en la práctica de relaciones intercomunitarias244. Su antecedente 
inmediato puede encontrarse en el acuerdo de coalición del 
Gobierno Vasco por parte del PNV y PSE-PSOE, en 1987. En el 
mismo, entre otros puntos, se establecía lo siguiente: Asimismo, el 
Gobierno Vasco estudiará y tratará en su caso con las autoridades 
e instituciones navarras la posibilidad de establecer algún órgano 
común permanente, de acuerdo con las posibilidades legales exis-
tentes. Por su parte, el acuerdo del Gobierno de coalición navarro 
PSN-CDN-EA, suscrito en 1995, planteaba una cooperación con la 
Comunidad autónoma del País Vasco, promoviéndose junto con el 
Gobierno de esta Comunidad, la creación de una Comisión inter-

243 Las claves y el propio nacimiento de este Acuerdo y de su posterior frustración, 
en ALLI ARANGUREN, Juan Cruz, La cooperación entre la Comunidad Autónoma 
del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra. Serie Humboldt; 1. San Sebastián: 
Fundación para el Estudio del Derecho Histórico y Autonómico de Vasconia, 2004. 
(Nota 242) 

244 Me remito a lo señalado anteriormente por Eliseo AJA. 
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gubernamental de carácter permanente que mantendrá reuniones 
periódicas y cuyas decisiones se harán efectivas, en su caso, 
mediante los instrumentos jurídicos previstos en la Constitución, 
la ley orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
Foral y el Estatuto de autonomía para la Comunidad Autónoma 
vasca. Bases legales claras y rotundas, por lo tanto, que facilitaban 
los posteriores acuerdos. 

En esta cita de presupuestos y en igual sentido de la marcha, 
el Acuerdo firmado por las fuerzas políticas vascas en Ajuriaenea, 
en febrero de 1988245, afirmaba la necesidad de propiciar e intensi-
ficar las relaciones entre ambas Comunidades, con la consiguiente 
creación de instrumentos específicos que respondieran a las afini-
dades e intereses comunes de una y otra Comunidad. 

El campo estaba suficientemente abonado para el Protocolo 
firmado por fin, por los presidentes de las dos Comunidades el 25 
de octubre de 1995, por el que sus gobiernos entendían convenien-
te propiciar y desarrollar en el marco de sus respectivas compe-
tencias, relaciones de colaboración permanente. A tal efecto, se 
declaraba explícitamente que era intención común del Gobierno 
Vasco y del Gobierno de Navarra, el consensuar una fórmula de 
colaboración que establezca los mecanismos de coordinación e 
impulso de las relaciones entre ambas Comunidades [...] inclu-
yendo un Órgano Permanente de Encuentro [...] 

Este texto consensuado, fue posteriormente aprobado por 
los dos Gobiernos y remitido y aprobado sucesivamente por los 
respectivos Parlamentos; en el foral se aprobó el 11 de junio de 
1996, con un resultado de 28 representantes a favor de la concesión 
de la autorización al convenio (PSN, CDN, IU y EA) y 22 en con-
tra (UPN y el grupo parlamentario de HB). 

245 Sobre este Acuerdo, así como sobre toda la documentación que afecte a la auto-
nomía de Vasconia, la magna obra de TAMAYO SALABERRIA, Virginia, Autogo-
bierno de Vasconia. Desarrollo y crisis. (1978-2006). Documentos. Donostia-San 
Sebastián; Edición a cargo de la Fundación para el Estudio del Derecho Histórico y 
Autonómico de Vasconia, Diputación Foral de Bizkaia, 2006, 8 Vols. 
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El posterior decurso giró en torno a una cuestión esencial: el 
órgano permanente de encuentro, tal como describe el volumen 
citado de ALLI o menciona Martín RAZQUIN246, al que se opone 
frontalmente la representación de UPN, por entender que era polí-
ticamente inaceptable, social y económicamente innecesario y 
jurídico y administrativamente dudoso, término califícatorio en los 
que se aprecia la firma de J.I. DEL BURGO. 

Formalizado el Convenio, éste responde a una idea básica 
sobre la que insistirá posteriormente Javier BALZA247: las relacio-
nes entre estas Comunidades, tanto desde el punto de vista políti-
co, económico como social, deben superar el estadio de la rela-
ción de colaboración puntual, esporádica y sectorial para 
desarrollarse en un marco estable que promueva y facilite una 
relación general y permanente. 

El Acuerdo poseía una clara finalidad explicitada en su artí-
culo 1, que consistía en establecer e impulsar un marco permanen-
te de cooperación en aquellas materias que sean de su competen-
cia, según el ordenamiento vigente. En cuanto a los objetivos 
concretos propuestos, se enumeraban los siguientes: establecer y 
coordinar la cooperación, coordinar políticas en el marco de los 
acuerdos que se adopten; definir y poner en marcha iniciativas y 
proyectos conjuntos; promover el intercambio de información ins-
titucional; realizar estudios e investigaciones de forma conjunta; 
impulsar la colaboración y el mutuo acuerdo; propiciar proyectos 
de colaboración; apoyar las relaciones con sus colectividades en el 
exterior y trabajar conjuntamente en la consecución de una Europa 
en la que las regiones tengan un papel destacado. 

246 En su informe sobre Navarra del Informe Comunidades Autónomas 1996 (Bar-
celona 1997). 

247 En su ponencia en las 1 Jornadas sobre las relaciones institucionales de la 
Comunidad Foral de Navarra y la Comunidad Autónoma Vasca. (Pamplona. 1998. 
Sociedad de Estudios Vascos). Participaron en estas Jornadas, Gregorio MONRE-
AL, Francesc de CARRERAS y Jaime Ignacio DEL BURGO, además de Javier 
BALZA. 
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El artículo 3, de innegable importancia, determinaba que 
para el cumplimiento de dichos objetivos, se debía constituir un 
Órgano Permanente de Encuentro, con la pretendida finalidad de 
institucionalizar un foro estable y permanente de relación. El deno-
minado Consejo, máxima representación de ese órgano perma-
nente, estaba compuesto por los Presidentes de ambas Comunida-
des, más tres miembros de cada Gobierno, y debía elaborar un 
programa de actuaciones y objetivos. Cuando en su caso se requie-
ra articular jurídicamente una determinada actuación, se debía 
hacerlo a través de los correspondientes convenios de cooperación, 
de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente. 

Es conocido y ALLI lo ha descrito perfectamente, cómo el 
Acuerdo aprobado pasó al Senado para su definitiva autorización; 
institución donde tras diversas vicisitudes el nuevo Gobierno de 
UPN, salido tras la crisis y caída del Gobierno OTANO (chantaje 
incluido), presentó en octubre un escrito de retirada de aquella 
solicitud al Senado, sin que existiera oposición al mismo por parte 
del PSN-PSOE. La Mesa del Senado, tras un informe jurídico 
favorable a dicha retirada por solicitud de una de las partes, acordó 
aceptar su retirada. 

De tal modo y en medio de la crispación consiguiente, se 
cortocircuitaba una posibilidad de relaciones solidarias, ante el 
peso de la tensión partidista. A partir de ese momento, y ha pasa-
do una larga década, la Comunidad foral de Navarra y la Comu-
nidad autónoma del País Vasco, han vivido de espaldas la una de 
la otra, aunque la responsabilidad de tal hecho tenga nombre y 
apellidos bien concretos, y a la vista de lo escrito por ALLI, 
incluyen incluso algún medio periodístico como esenciales pro-
tagonistas. 

De esta manera una iniciativa considerada como positiva248, 
de establecimiento de un marco de relación horizontal entre dos 

248 En opinión de Eliseo AJA y su Valoración general del Informe Comunidades 
Autónomas 1996. (Barcelona, 1997). 
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Comunidades limítrofes, pasó a convertirse en un mero dato histó-
rico y a frustrar un posible nivel de relación entre afines. 

Sintomáticamente, el Gobierno navarro y en fechas cercanas 
a la finalización intencionada de aquella iniciativa, pretendió el es-
tablecer un nuevo Acuerdo de colaboración con el Gobierno Vasco 
así como convenios de colaboración similar con las Comunidades 
autónomas de La Rioja y Aragón249. Pero como en 1932 con el Es-
tatuto vasco-navarro, la frustración de esta posibilidad supuso de 
hecho la finalización del proceso estatutario navarro en el período 
republicano, tampoco en este espacio se dieron mayores frutos en 
el nivel relacional del Gobierno de Navarra con las mencionadas 
instancias o con cualquier otra. Punto final, por lo tanto. 

No se puede menos que mostrar la perplejidad de la crítica 
de UPN, centrada básicamente en el Órgano Permanente de rela-
ción, cuando ya en el Protocolo con Aquitania de las dos Comuni-
dades, aparecía una Comisión permanente, sin que despertara 
mayores suspicacias. Ciertamente que cuando la globalización es 
una realidad difícil de parar, cuando los lazos supraestatales se 
anudan por encima de los propios Estados, cuando el máximo de 
cooperación entre realidades territoriales es una exigencia y aspi-
ración incrustada en los nuevos tiempos, la descrita ruptura rela-
cional entre dos territorios contiguos, de historia y contenidos 
autonómicos más que coincidentes, presupone un residuo de épo-
cas bien anteriores y una imagen contradictoria con lo que se avi-
zora en el nuevo siglo, no entendible fácilmente desde perspectivas 
de solidaridad que deben mover a los pueblos. 

249 Al respecto ALLI ARANGUREN, Juan Cruz, La cooperación entre... op. cit., 
pp. 389 y ss. 
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5. EL ACTUAL REINO DE LA INCERTIDUMBRE 

Las páginas anteriores tratan de describir la existencia, difí-
cil de negar aunque siempre puede darse el caso, de determinadas 
diferencialidades de todo tipo en la Vasconia peninsular. También 
se acredita que los reconocimientos en principio diferenciales o 
denotadores de particularidades, después se obscurecen en el 
momento clave de su aplicación y contacto con la realidad; estas 
distorsiones no están, por lo tanto, en el consenso iniciático sobre 
específicas figuras e instituciones, sino que, se plantean y resuel-
ven en el momento, indudablemente más importante, de las mate-
rializaciones concretas de aquello que existía en el abstracto nebu-
loso emparentado con "lo diferente". 

Por poner ejemplos significativos: no hay excepción parti-
dista que realmente se oponga al Concierto o Convenio económico 
como institución, del mismo modo que sí aparecen contradictores 
cuando se trata meramente de aplicar la potestad normativa tributa-
ria foral basada en la fórmula concertada -con relevante apoyo 
jurisprudencial por cierto-; tampoco parece haber mayores oposi-
tores a la organización foral vasca, aunque no se acceda a permitir 
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en consecuencia, el acceso a la estación de llegada última de la 
potestad legislativa formal; o se reconoce el carácter integral de la 
Ertzaintza, lo que no es óbice para que la Audiencia Nacional utili-
ce como instrumento policial ordinario a las fuerzas y cuerpos de 
seguridad del Estado; o por concluir con otro ejemplo, la enseñan-
za estatutaria se apoya en la actualización del régimen foral, sin 
que hasta el actual momento se detecte en el ámbito normativo, la 
más mínima singularidad respecto del común autonómico... 

Por ello el titulado de este epígrafe, que tiene también un 
cierto sentido conclusivo al menos de la coyuntura presente. Pues-
to que existe, por fuerza de la situación política, un amplio espacio 
de inseguridad en lo que hasta ayer mismo se mostraba como claro 
y evidente. Nubarrones que afectan al diferencialismo vasco que 
parece relegado en determinadas concepciones a otras prioridades; 
que no parece esta cuestión estar de moda, como lo estuvo en tiem-
pos no muy pretéritos; que se erige en una reivindicación simple-
mente nacionalista y por lo tanto, desde la perspectiva centralista, 
desechable de entrada, más que de una exigencia comunitaria vas-
ca derivada de serios planteamientos de fondo. 

Desde el puro ámbito de las constataciones y en relación con el 
objeto del análisis a punto de concluir, expresaré unas pocas constata-
ciones de un tiempo y un país, con la intencionalidad de situar los 
hechos diferenciales de Vasconia, en su más contemporánea proyec-
ción250. Citaré algunos de estos datos reveladores del entorno y del 
juego que están dando los principios estructurales, el ordenamiento 
específico, etc., que hasta ahora habían propiciado o al menos permi-
tido, la construcción y existencia del particularismo de Vasconia. 

a) La primera de estas comprobaciones es la absoluta supe-
ditación en la intensa coyuntura actual, de cualquier planteamiento 
de aumento del autogobierno, al paralelo e independiente proceso 

250 Sobre la problemática actual, las sensatas reflexiones de EZEIZABARRENA, 
Xabier, La ciaboga infinita. Una visión política y jurídica del conflicto vasco. Zarautz, 
2005. 
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de normalización política, con el transfondo del final de la violen-
cia terrorista de ETA. Se posterga de tal manera, la reivindicación 
del cumplimiento estatutario, del desarrollo del mismo, incluso de 
la aprobación de nuevas fórmulas pactistas de consolidación del 
autogobierno. 

De tal modo, que el tren que lanzado por el Lehendakari 
IBARRETXE en los albores del nuevo siglo -y precisamente en 
plaza madrileña- en cuya exposición se proclama la necesidad de 
un Pacto de Estado que permita un nuevo marco basado en los 
derechos históricos; que se expande en sus posibilidades con el 
programa de gobierno triunfador consecuencia de las elecciones de 
mayo del 2001; que se presenta en sociedad, o sea en el Parlamen-
to, con el título de una Propuesta política para la convivencia, tex-
to objeto de inmediatas y fuertes críticas de todo tipo a nivel de 
partidos políticos estatales y de una doctrina acorde; así como tam-
bién de análisis plurales y ponderados251. Documento principal que 
desembocaría en la Propuesta de Estatuto de la Comunidad de 
Euskadi, que avalado por el Gobierno tripartito de la Comunidad 
autónoma, revalidado por mayoría absoluta del Parlamento Vasco 
en su sesión del 30 de diciembre del 2004, y rechazado -al parecer 
afectado desde sus orígenes por un virus cancerígeno contagioso-
sin entrar en negociación alguna, por el Congreso de Diputados el 
1 de febrero del 2005252. 

251 Me permitiré la osadía de citar en exclusiva una muestra en esta última direc-
ción, obviando la multitud de instrumentos virulentos de ataque, además de inmiseri-
cordes. Me refiero a Los Estudios sobre la Propuesta Política para la Convivencia del 
Lehendakari IBARRETXE (Oñatí: IVAP, 2003), en cuya organización algo tuve que ver. 
Las dos cualidades citadas -pluralismo y ponderación- se ven reflejados en el elenco de 
ponentes, cuya sola cita así lo acreditan: Michael KEATING, Enric ARGULLOL, Joxe-
rramon BENGOETXEA, Xabier EZEIZABARRENA, Demetrio LOPERENA, Grego-
rio MONREAL, Bartolomé CLAVERO, Gurutz JAUREGUI, Marc CARRILLO, 
Ferrán REQUEJO, Igor AHEDO, Luis LÓPEZ GUERRA, Iñaki LASAGABASTER, 
Joaquín TORNOS, Iñaki AGIRREAZKUENGA, Juan José SOLOZABAL, Javier 
CORCUERA, Javier CAÑO, Miguel HERRERO DE MIÑÓN, Carlos COELLO. 

252 Sobre este texto y sus avatares e incógnitas subsiguientes, mi trabajo en la 
Revista Aragonesa de Administración Pública, número monográfico VIH (2005). 
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Existieron otros proyectos igualmente reformistas, incluso 
-es preciso reconocerlo- de gran extensión autonómica. En este 
apartado pueden subsumirse Las Bases para la actualización y 
reforma del Estatuto de autonomía presentado en un hotel por el 
PSE; o El Estatuto para una Comunidad federada vasca al Estado 
federal español, obra de Ezker Batua-Berdeak253. Documentos de 
interés aunque no se ha vuelto a hacer mención de ellos después de 
su original lanzamiento, al menos hasta el hoy mismo. 

Sin embargo, esta oleada de Estatutos del siglo XXP54, a los 
que se añaden los sucesivos proyectos presentados en territorio 
vasco, que tienen una preclara y evidente culminación con el Esta-
tuto de Cataluña, se congelan en Vasconia, tanto en la Comunidad 
autónoma como en la foral. En esta última ni siquiera se superó en 
la actualidad, el primer paso. 

Pese a lo cambiante de las coyunturas y el riesgo de que lo 
afirmado en estas líneas, quede superado por el giro de las fuerzas 
políticas o por las consecuencias del próximo evento electoral, la 
pretensión de un nuevo Pacto político con el Estado por parte vas-
ca parece así aplazarse sine die, en paciente espera de resolver el 
problema indudable y desgraciadamente más grave255. De tal 
modo, el pacto y el autogobierno se relegan si no al baúl de los 
recuerdos, sí al menos a un estadio de esperanza en la llegada de 
tiempos mejores que los acaecidos, nada bonancibles por cierto. 

b) Otra constatación es la pérdida de la constante histórica 
en la equivalencia temporal de la reivindicación catalano-vasca. 
Podía afirmarse la prevalencia de los catalanes en ciertas fechas de 
lanzamiento del autogobierno, bien fuera en 1905-1917 o 1931, 

253 Una síntesis de ambas en mi artículo anteriormente citado, pp. 184 y ss. 
254 Con este título los agrupa MUÑOZ MACHADO, Santiago, El problema de la 

vertebación... op. cit. pp. 332 y ss. 
255 En el acuerdo de Gobierno de coalición que han suscrito PNV-EA y Ezker 

Batua, el 27 de junio de 2005, se señala de pasada que la Propuesta aprobada demo-
cráticamente por la mayoría absoluta de esta Cámara contiene, junto con otras, bases 
importantes para alcanzar un acuerdo de normalización política. 
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pero el seguidismo vasco era inmediato con la excepción republi-
cana que se aplazó un tanto; así, las pretensiones de ambos se adi-
cionaban consiguiendo un mayor peso conjunto. La fecha de 1979 
es la única en que las instituciones vascas vencen en la carrera 
estatutaria, aunque por un estrechísimo margen, y de tal manera el 
Estatuto vasco fue el primer negociado y promulgado, seguido del 
catalán. 

Paridad y dualidad que, repito, fue una constante a lo largo y 
ancho del siglo XX, pero que se resquebraja en la presente coyun-
tura autonómica. Rechazado frontalmente el Estatuto del País Vas-
co, sin fórmulas alternativas de ninguna clase, salvo su total y 
absoluto replanteamiento; puesto en marcha -tras duro proceso, 
como es público y notorio- el Estatuto de Cataluña, de fecha 19 de 
julio de 2006, la amigable pareja se ha separado al caer en tiempos 
muy diferentes. No creo que para el autogobierno de uno y otro 
territorio esta ruptura en la tradición de avance común y coaligado, 
sea buena ni beneficiosa. Esperemos cambios y hacia mejor para 
ambas autonomías, puesto que como indica Manuel CASTELLS, 
lentamente, pero de forma segura, Cataluña junto al País Vasco 
están forzando a España a convertirse a su pesar en un Estado 
federal muy descentralizado (véase su obra en la nota 258). 

c) Si la época constituyente supuso un tiempo de compren-
sión para el diferencialismo, que se plasmaría en su pleno recono-
cimiento, entre otros apartados, en la Disposición Adicional prime-
ra de la Constitución; si igual espíritu de entender el hecho 
diferencial como una realidad incontestable se manifestó en el pos-
terior proceso estatutario de los territorios forales; si el propio Tri-
bunal Constitucional ha declarado que existen y juegan en la reali-
dad diaria los derechos históricos, parecería en este contexto que la 
igualdad no estaba reñida con la diferencia y su consiguiente reco-
nocimiento establecido en mayor o menos dimensión, tal como he 
recogido a lo largo de este trabajo. 

Cinco lustros después, la uniformidad al servicio de un cu-
rioso neoigualitarismo, se ha impuesto en el Reino de España con 
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la naturalidad de la naturaleza de las cosas256. Primacía de la regu-
lación común, nerviosismo ante la manifestación de cualquier 
especificidad, las demás Comunidades autónomas, junto con el 
Gobierno español y su leal oposición, muestran un altísimo índice 
de suspicacia y dan muestras de un negativismo a ultranza ante el 
mínimo planteamiento de diferenciación... Parece así demostrarse 
esa extrema sensibilidad hacia los agravios comparativos y una 
vocación igualitaria innegable, que menciona MUÑOZ MACHA-
DO como propio de la España presente. 

No sólo son los conductos superiores de órganos políticos 
también de altura, sino también ese nacionalismo castellanista del 
que es un eco la política asimüista del Estado español, tan bien 
retratada en su tiempo por Manuel AZAÑA257, que explaya un 
escenario en el que la uniformidad representa el papel central y las 
aspiraciones diferenciales el rol de villanos. Nunca ha estado tan 
clara la voluntad que, como indicara ORTEGA Y GASSET, del 
enfrentamiento entre regiones, surja majestuoso el poder nacional. 

Malos vientos, por lo tanto, para una posible diferencia que 
no sea puramente folclórica. El esperpéntico decurso de la tentati-
va de reforma estatuaria del País Vasco ha sido una buena demos-
tración de no aceptación de cualquier planteamiento singular, rea-
lizada aquella con altura científica en ocasiones y en otras con una 
deplorable tendencia al vituperio y al insulto, en íntima coalición 
con el poder político, para aplastar usando el dogma lo que era una 
pretensión al menos legal y democrática. Todo ello nos indica la 

256 En aquella época pretérita la naturaleza de las cosas auspiciaba otras posicio-
nes. Asi Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA en la obra colectiva España: un presente 
para el futuro. I Las Instituciones. Madrid: Instituto de Estudios Económicos, 1984, 
señalaba lo siguiente: Entiendo que la dinámica política >! aun en cierto modo, la natu-
raleza de las cosas pueden llegar a justificar un régimen singular en ciertos puntos de 
las autonomías propias de esos nacionalismos históricos, precisamente porque encie-
rran problemas específicos no extensibles a todo el país [...] 

257 En su discurso ante las Cortes constituyentes de 27 de mayo de 1932 y recogi-
do en una selección de sus textos por GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, Sobre la 
Autonomía de Cataluña, Madrid, 2005, pp. 116 y ss. 
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plena vigencia de un LLORENTE redivivo un par de siglos des-
pués como siempre al servicio del asimilacionismo más agraz. 

En la hora de la globalización de la economía y de la locali-
zación de la política258, la visión monocéntrica del amplio mundo 
de las Españas, es innegable que prevalece en los ámbitos políticos, 
académicos y sociales. Deplorables horas corren para el ámbito de 
la diferencia y la multiculturalidad. Por más que desde el propio 
poder imbuido de su naturaleza y de una mayoría absoluta, tam-
bién, lleguen a inesperados consensos, como ocurrió en 2002 y en 
momentos de alta tensión partidista, con el acuerdo en un espacio 
tan recurrente y discutido como es el Concierto económico. Insisto, 
tal como indica KYMLICKA259 el pasado siglo es la era de los 
nacionalismos, la era de migraciones, un tiempo en que se produce 
la afirmación creciente de las políticas de la diferencia. Habría que 
puntualizar que salvo en algún punto del sur de Europa. 

d) ¿Qué ocurre con la Disposición Adicional primera de la 
Constitución y con su similar estatutaria? ¿Qué juego pueden dar 
en este siglo de la consolidación europea? ¿Puede decirse que se 
han agotado -por su cumplimiento- todas las potencialidades 
abiertas con los grandes textos legales del pasado? 

Recientemente (2003) ARGULLOL destacaba el dato260, con 
respaldo del Tribunal Constitucional (Sentencia 214/1989), de que 
las competencias estatales exclusivas del artículo 149.1 de la Cons-
titución, podían excepcionarse (y pertenecer a una Comunidad autó-
noma), si la atribución se basaba en la Disposición Adicional I a de 

258 Esta es la hora para Manuel CASTELLS (La era de la información. Economía, 
sociedady cultura. Vol. III, 1999, p. 410) quien añade: Lo que a los gobiernos locales 
y regionales les falta en poder y recursos, lo suplen con flexibilidad e interconexión. 
Ellos son los únicos que pueden estar a la altura del dinamismo de las redes globales 
de riqueza e información, 

259 En cita recogida por LÓPEZ CALERA, N. , ¿Hay derechos colectivos? Barce-
lona, 2000, p. 62. 

260 En su ponencia Constitución y Reforma estatutaria en el País Vasco. En la obra 
colectiva Estudios sobre la Propuesta política... op. cit., p. 55. 
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la Constitución. Potencialidad nada despreciable pero que de inme-
diato nos conduce a la reflexión si tal posibilidad era factible en la 
década de los años 80 del pasado siglo, pero que en el presente, vis-
to lo visto, no parece asumible tal doctrina. La verja se ha cerrado, 
como se hizo con particular contundencia para las aspiraciones de 
los fueristas liberales en el apogeo de la Restauración261. 

No se insistirá, puesto que así se ha hecho en páginas prece-
dentes, en la necesidad de tomarse en serio la Disposición Adicional 
primera, a la que añadiría la homónima estatutaria. Hayan o no entra-
do estas disposiciones en el escenario de las piezas disecadas que 
estorban, reclamaría, al menos, citando a los mismos autores262, la 
necesidad de revivir el espíritu constituyente de imaginación, trans-
acción y consenso; pero esto ya es materia de otro punto conclusivo. 

e) Tal vez sea llegado el momento de lo que el Tribunal 
Supremo de Cañada consideró como exigencias del principio 
democrático, o por llamarlo de otra manera, la voluntad de un 
mayor y mejor autogobierno. Por citar el informe británico KILL-
BRANDOM, de ya largo recorrido histórico, en afirmación, sin 
embargo, de pertinente actualidad: cuando un grupo de población 
se considera a sí mismo como una Nación diferente, no se necesita 
nada más para demostrar la existencia de esta Nación263. 

261 MONREAL (La base foral del Plan del Lehendakari... op. cit., p. 121), ha 
hecho notar la sorprendente similitud entre lo que deseaba para Vasconia el fuerismo 
liberal de finales del siglo XIX y la propuesta del Lehendakari. Tal vez por dicha seme-
janza la respuesta de las instancias centrales ha sido tan similar: portazo y hasta otra. 
Otra semejanza de la actualidad con aquel momento lo reseñado por ECHEGARAY 
(Compendio..., p. VIII) cuando menciona a los que atacaban "al sistema foral sin 
conocerlo", y como no lo conocían, daba por cierto que encerraba injusticias y peli-
gros que no existían más que en la imaginación de quienes tales cosas creían y propa-
laban. Quienes han sido arietes desde el mundo académico contra un inexistente Esta-
do libre asociado -a l menos en la propuesta estatutaria del Parlamento Vasco-
jugaban con su ignorancia para los más feroces vituperios y alcanzar así el apogeo de 
antivasquismo que el poder político exigía a la sazona. 

262 LLUCH, Ernest, y HERRERO y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, Miguel, Prólogo 
a la obra colectiva Derechos Históricos y constitucionalismo útil... op. cit., p. 17. 

263 Cita recogida del libro Derechos Históricos y Constitución (Miguel HERRE-
RO, 1998, p. 292). 
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Es esa voluntad de autogobierno pleno, en su doble vertien-
te de ejercicio de una voluntad democrática y en virtud del respeto 
y actualización de nuestros derechos históricos, a la que se aludía 
expresamente en el Preámbulo de la última reforma estatutaria, 
pero que tampoco -visto los resultados- parece estar a la la page 
de las mentalidades cercanas, o insertas, en el poder real. 

Y sin embargo, pasada la hora de las armas en la solución de 
los conflictos -aunque reconozcámoslo que no del todo-, emergen 
con toda fuerza las auténticas aspiraciones del pueblo. Que desde 
las instancias representativas centrales se pueda acogotar esas pre-
tensiones es una realidad incontestable, que además se prevaldrán 
de las reglas del ordenamiento jurídico para confirmar sus posicio-
nes. 

¿Sin embargo, debe ignorarse esa voluntad que pasa por la 
libre decisión del pueblo en el sentido que le daba Juan Mari 
OLLORA264 y por un definitivo y nuevo Pacto político con el Esta-
do? Pues pienso que no: debe reclamarse, una vez más, la necesi-
dad, hasta perentoria, de ese nuevo Pacto político que afronte 
directamente ese viejo -secular- contencioso265. No sólo, en lúcida 
expresión ya citada de AZAOLA, porque un régimen foral, preci-
samente por ser foral, es pacticio, sino también porque los propios 
signos de los tiempos parecen optar por el respeto a la voluntad 
popular libremente expresada y respetuosa, en todo caso, con el 
Estado de derecho. Tarde o esperemos que temprano, con el final 
de la violencia terrorista, habrá llegado la hora del acuerdo, del 
consenso y de la convivencia266. Al fin y al cabo la cultura del Pac-

264 En su libro Una Vía hacia la Paz• Zarautz: Erein, 1996. 
265 Sobre este contencioso el libro de ZALLO, Ramón, Euskacli o la segunda tran-

sición (Zarautz, 1997). Últimamente su ponencia titulada El conflicto... o los conflic-
tos, Revista Vasca de Administración Pública, 73 (II) (2005), pp. 309 y ss. 

266 Necesidad de negociar en la actual coyuntura, puesto que como señala Miguel 
HERRERO el paranoico no negocia jamás y el prepotente -algo que rima con impo-
tente- tampoco (Prólogo al libro citado de Xabier EZEIZABARRENA, p. 8). Espere-
mos, y no deja de ser una esperanza, que no nos tengamos que ver a corto plazo con 
paranoicos prepotentes. 
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to es una denotable seña de identidad más de este pueblo vasco, 
precisamente de las más positivas. 

No obstante, si la evidencia nos acredita la existencia, difícil 
de refutar, de un notorio hecho diferencial en Vasconia, las nubes 
en la costa son abundantes y tormentosas. Que las incertidumbres 
de la actualidad no impidan asumir ahora la frondosidad de un 
pasado y un presente tan propio como singular; puesto que el futu-
ro dependerá de nosotros mismos. 

Busturia. Agosto de 2006 
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ANEXO 

Ponencia del Prof. Dr. José Manuel Castells Arteche El 
Pacto en la articulación estatal: el caso vasco, presentada en la 
Conferencia Internacional Democracia, Ciudadanía y Territo-
rialidad en Sociedades Plurinacionales, celebrada en Oñati del 
14 al 16 de marzo de 2007. 

Agradecemos a las instituciones organizadoras (Instituto 
Vasco de Administración Pública, Instituto Internacional de 
Sociología Jurídica y Gobierno Vasco) que hayan accedido a su 
publicación en este libro. 

ABSTRACT 

Partiendo del pensamiento político tradicional de Vasconia 
-desde Garibay a Sagarmínaga pasando por Larramendi-, se com-
prueba que el potente entramado institucional y competencial de 
este territorio, se fundamenta en torno a la idea de la existencia del 
pacto con la Corona. El sistema foral es fundamentalmente pacti-
cio. Y sólo desde esta coordenada se entiende el sistema autonómi-
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co intervasco. El godoyista Llórente se basará precisamente en el 
ataque a la realidad del pacto, su apelación de fondo contra el sis-
tema foral vasco. 

Con la llegada de la Constitución de 1978, la noción de pac-
to vuelve a emerger, primero con la enmienda 689 del grupo vasco 
en el Congreso y después con la Disposición adicional primera en 
el Senado. El propio Estatuto de Autonomía se basa en su globali-
dad y en aspectos fundamentales, en la igual idea pacticia con las 
instancias centrales, cuyas huellas son evidentes en el decurso 
estatutario posterior. 

Finalmente, el Pacto acompaña desde los propios inicios del 
nuevo siglo, a la peculiar singladura de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, expresada singularmente en la reforma estatutaria 
en curso, frustrada en febrero de 2005. 

EL PACTO EN LA ARTICULACIÓN ESTATAL: 
EL SUPUESTO VASCO 

I. A MODO DE EXPLICACIÓN-JUSTIFICACIÓN 

Se pretende analizar el rol representado por la idea de pacto 
de las instancias vascas, sobre todo y ante todo con la Corona, 
-aunque persiste la misma noción en un sistema parlamentario- a 
lo largo de la historia conocida y hasta la palpitante actualidad. 
Referencia como punto central en el proceloso devenir de la Vas-
conia peninsular. 

Un ilustre liberal de la talla de José Miguel de AZAOLA1, 
ha señalado que un régimen foral, precisamente por ser foral, es 
pacticio. Nexo éste de unión con una constante histórica, que aún 

1 En su ponencia "La esencia de la foralidad, clave para la determinación de los 
Derechos Históricos", en la obra colectiva Los derechos Históricos Vascos, Oñati, 
1988, p. 322. 
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careciendo en sí misma de originalidad territorial (LALINDE2 ha 
estudiado la generalizada idea de pacto en España); sin embargo lo 
notable del mismo es la supervivencia de ese concepto en el marco 
institucional y social vasco, hasta el presente más actual. 

Sucede de tal modo un proceso de mantenimiento de la idea 
de pacto a lo largo de los tiempos, similar al que ha acontecido con 
la lengua vasca. En doctas palabras de Koldo MITXELENA3, si 
tomamos como referencia de comparación los demás territorios de 
esta parte de occidente, no queda, salvo el nuestro, ningún idioma 
antiguo que no haya sido ahogado por el impulso de las lenguas 
indoeuropeas y, en última instancia y especialmente por el del 
latín. Causa asombro a cualquiera, y justificadamente, esa pervi-
vencia ininterrumpida. Nadie, por lo menos, ha hallado todavía, 
aunque han sido muchos los que han intentado, una explicación 
plena y satisfactoria. 

Larga cita para llegar a la mencionada conclusión: el prodi-
gio no se encuentra tanto en los ignotos orígenes del vascuence, o 
en su peculiar forma y estructuración; tal calificación la merece 
fundamentalmente la propia conservación del euskera (AZAO-
LA4). 

Con referencia, esta vez, a los fueros vascos, MITXELE-
NA5, señala, con su habitual expresividad, la semejanza foral con 
la referencia lingüística precedente: 

Se ha dicho, en primer lugar, que se trata de simples fueros 
o privilegios locales, de los que se encuentran en Béjar como en 
Miranda de Ebro, no de derechos que no datan. Aún dado esto por 
bueno, que no es poco dar, queda un detalle inexplicado: cómo es 
que unos llegaran a crecer y madurar, resistiendo a muy fuertes 

2 "El pactismo en los Reinos de Aragón y Valencia" en la obra colectiva El pactis-
mo en la Historia de España. Symposium celebrado en Abril de 1978. Madrid 1980. 

3 Entre nosotros, trun. 2001, p. 109. 
4 En su magnífico libro El País Vasco, Madrid. 1988, p.68. 
5 Entre nosotros, p. 36. 
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vientos contrarios y sean todavía hoy un recuerdo eficaz, cuando 
de los otros no quedan, en el mejor de los casos, sino ediciones 
críticas del mayor valor para quienes se interesan por particulari-
dades jurídicas y lingüísticas de la Edad Media. 

Del mismo modo y manera, las confusas raíces originarias 
del Pacto como lugar común en el devenir vasco, deben dejar paso 
a la deducción que lo auténticamente importante es que con oca-
sión de las más diversas coyunturas (esplendor foral, fin de ese 
régimen, Constitución de 1978, sistema de Concierto o Convenio 
económico...), la idea de pacto está siempre en primera línea, arti-
cúlese finalmente como se articule su expresión política. 

Sobre esa noción-eje, girarán las siguientes líneas. Puesto 
que como indicó un reconocido foralista, sobre el que se volverá, 
Fidel de SAGARMÍNAGA6, lo que importaba no era el principio o 
el origen de las instituciones, sino su evolución, su desarrollo, su 
resultado final. Ahí radica el auténtico núcleo de la cuestión. 

II. EL PACTISMO EN EL PENSAMIENTO POLÍTICO TRA-
DICIONAL VASCO 

Poca duda existe en la actualidad que la anexión a Castilla 
de Gipuzkoa, Alava y Bizkaia, y notoriamente Navarra en 1512, se 
hizo por la fuerza de las armas. Conquista que bien pronto se va a 
transmutar en pacto, al menos desde la visión inicial de los foralis-
tas vascos, y después, de la propia corona que acepta tal posición. 

Puede reputarse, legítimamente, como un auténtico mito el 
origen pactado de inclusión de los territorios vascos en la Corona 
de Castilla. La cuestión es que ya en el siglo XIV y posteriormen-
te en la edad moderna, la teoría de ese pacto original, la consi-

6 Sobre este ilustre personaje la ponencia de Gregorio MONREAL titulada 
"SAGARMINAGA 1830-1894) Intérprete de la Constitución histórica vizcaína y 
heraldo de una nueva política vasca de recuperación de los Fueros", Notitia Vasconiae, 
1 (2002), pp. 251-313. 
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guíente Unión Personal con el monarca, la existencia de un sistema 
político fundado en el pacto y en el reconocimiento real a través de 
la jura de los fueros, se hace lugar común, tanto en el pensamiento 
político vasco, como en los aledaños de la monarquía castellana y 
en las afirmaciones de los propios monarcas. 

Visión al respecto pronunciada claramente desde el centro, 
que denota el historiador ORTIZ DE ZÁRATE7 cuando reproduce 
una Real Declaración de Felipe IV (en 1644) dirigida a Álava; 
acepta el rey la tesis alavesa de que antes de 1200 era provincia 
libre no reconociendo superior en lo temporal y gobernándose por 
sus propias leyes y fueros-, que la incorporación a Castilla fue pac-
tada, y que aunque la dicha provincia ha estado y está en mi Coro-
na... se ha reputado por provincia separada del Reino porque de 
todo ha sido y libre y exenta, así como lo son el mi Señorío de Viz-
caya y la mi Provincia de Guipúzcoa... 

Expresiva declaración, dada en circunstancias bélicas, parti-
cularmente difíciles para la monarquía castellana, que suponía la 
ratificación por parte del monarca de un pensamiento que recla-
mando el origen pacticio y la especificidad institucional, se había 
consolidado ampliamente en el País Vasco, como una verdad axio-
mática. 

Tal como ha denotado Gregorio MONREAL8, y lo señala 
como una evidente consecuencia de la situación política, con la 
raíz fijada en el consenso foral pacticio, los vascos occidentales 
manifestarán a todo lo largo de la Edad moderna una firme adhe-
sión a la monarquía castellana, en coherencia con la existencia 
paralela de abiertas suspicacias respecto del Reino de Navarra. Se 
configuran así los territorios vascos en un reducto de lealtad 
monárquica explicable en tanto los vascos apreciaban las ventajas 
de todo tipo que obtenían de su pertenencia a dicha Corona: parti-

7 Cita del libro Compendio Foral de Álava, 1858. Bilbao, pp. 51-52. 
8 Véase su excelente "Anotaciones sobre el Pensamiento político tradicional vasco 

en el siglo XVI", Anuario de Historia del Derecho Español, 1980, pp. 971-1004. 
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cipación en la colonización americana, capacidades plenas para la 
flota mercante, agradecimiento por la intervención real en las gue-
rras banderizas y consiguiente contribución a la modernización del 
País... 

No es más que otra simple consecuencia, si bien relevante, 
la práctica ocupación de los vascos, esta vez también de los orien-
tales, de los más diversos puestos (escribanos, funcionarios, ecle-
siásticos, técnicos navales, soldados y comerciantes), siempre en el 
área territorial castellana; de forma más notable en la figura de los 
Secretarios de Estado con los Austrias, conformando lo que Julio 
CARO BAROJA9 ha denominado la burguesía burocrática vasca. 
Con un efecto retorno, fueron también esos altos burócratas, con su 
gestión pública acreditada, quienes crearon la conocida forma de 
buen gobierno, cuando a su vez se pusieron a dirigir las institucio-
nes políticas del País Vasco. 

Curiosamente, cuando al concluir la edad media se difumi-
nan generalmente los particularismos institucionales en la penínsu-
la, los territorios occidentales del País Vasco, consiguen en el siglo 
XVI consolidar su autonomía (MONREAL10), desarrollándose una 
fuerte especificidad institucional, Juntas Generales y Diputaciones 
forales, así como determinados procedimientos singulares de rela-
cionarse con la Corona, desde la mencionada singularidad. 

Es también en este siglo cuando surge en la historiografía 
vasca las tesis míticas, como el cantabrismo, el tubalismo, etc.; 
sobre todo en lo que nos concierne en este análisis, el concepto de 
pacto de las instituciones vascas con ocasión de su incorporación a 
la Corona. Profusa doctrina en la que descolla la figura de GARI-
BAY, tan magníficamente estudiada por Julio CARO BAROJA". 

9 Al respecto Introducción a la Historia Social y Económica del Pueblo Vasco. 
Estudios Vascos. VI. San Sebastián. 1974. Capítulo III. 

10 Anotaciones sobre el pensamiento tradicional vasco... op.cit. 
11 Sobre este personaje y su circunstancia, su obra Los Vascos y la Historia a tra-

vés de Garibay (Ensayo de Biografía Antropológica). Madrid. 2002. 
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En todos los autores vascos del momento, se percibe la satisfac-
ción por pertenecer al Reino de Castilla, partiendo de la posición 
que la incorporación al mismo se realizó mediante la voluntaria 
entrega y por consiguiente, formulándose las ya proclamadas tesis 
pactistas, que GARIBAY aducirá como punto central de su doctri-
na, por otro lado exaltadamente monárquica y al mismo tiempo 
apologética del foralismo del País. Como señala CARO BAROJA 
(p. 232), nuestro don Esteban de GARIBAY "sentía" lo particular, 
este vasquismo, con el mismo grado de pasión con que sentía algo 
considerado como más general, ya que no universal, su monar-
quismo. Insiste CARO (p. 356) que en el siglo XVI se pudiera ser 
imperialista y monárquico de un lado y partidario de las liberta-
des forales de otro, es algo que hay que admitir, nos guste o no. La 
afirmación de la existencia de un Estado (vasco) dentro de otro 
Estado (Castilla) es también una constante, en Garibay. 

La variación se produce en el siglo XVIII, sobre todo con la 
llegada de los Borbones y su constante incidencia a la baja sobre las 
denominadas Provincias Exentas. Es en estos momentos cuando 
surge la figura del jesuíta Manuel de LARRAMENDI, bien situado 
en la Corte (fue confesor de Mariana de NEOBURG, viuda de Car-
los II), llevó a cabo una magna tarea de defensa del euskera, pero 
ante todo y sobre todo del sistema foral guipuzcoano y vasco, con-
figurándose en la figura señera de este tiempo de cambio. 

En su construcción12 no podía faltar la creencia en la libre 
unión vasca a Castilla mediante un pacto de incorporación. De tal 
modo, que cuando todas las construcciones pactistas se hunden 
-en Castilla a comienzos del XVI en la Corona de Aragón, en las 
dos primeras décadas del XVIII-, el pactismo vasco supone, y así 
lo expresa LARRAMENDI13, una isla salvada del hundimiento del 
resto foral. 

12 Sobre la figura de LARRAMENDI, el estudio de G. MONREAL: "LARRA-
MENDI. Madurez y crisis del régimen foral" en la obra colectiva sobre el Tercer cen-
tenario de M. de LARRAMENDI. Andoain. 1990. pp. 91-135. 

!3 Op. cit. pp. 112-113. 
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LARRAMENDI, plenamente inserto en el siglo del despo-
tismo ilustrado, mantendrá con solidez argumental que toda potes-
tad del Rey respecto de Guipúzcoa le viene inmediatamente de la 
misma Guipúzcoa y mediatamente de Dios14', llegando a escribir 
que el monarca sólo puede ser legítimo rey de Guipúzcoa si guarda 
el Fuero. Insistirá LARRAMENDI en el pacto do ut des entre los 
pueblos y su representación, es decir, con las Juntas y la Diputa-
ción del Territorio. 

Razón para esta foralidad se podía encontrar en la situación 
estratégica fronteriza con Francia, el ser Guipúzcoa muralla y 
defensa de Castilla (GARIBAY). Pero ¿qué sucedería ante una uni-
lateral modificación arbitraria de los fueros por parte del Rey? 
LARRAMENDI ante esta posibilidad -y aquí está la causa por la 
que su obra fue censurada durante largos años- admite la salida de 
la rebelión armada, formulando una auténtica declaración de gue-
rra defensiva en línea con la tradicional escuela castellana de resis-
tencia al tirano. 

No sólo plantea esta alternativa frontal. LARRAMENDI 
perfila las respuestas que desde la foralidad se pueden dar a una 
posible segregación de la Castilla antiforal15. Opciones que van 
para el País Vasco desde un protectorado inglés, a otro francés, 
hasta la configuración de un Estado independiente denominado de 
las Provincias Unidas del Pirineo. 

El simple planteamiento de esta diversidad de opciones, 
revelaba cierta ruptura con la doctrina vasca unánime de siglos 
anteriores y su lealtad al monarca. Es indudable que algo se había 
roto en la secular tradición pactista. Los cuatro grandes sucesos 
que acaecen a comienzos del siglo XVIII (el traslado de las adua-
nas vascas en 1717, la Matxinada vizcaína del año siguiente, la 
desgraciada guerra con Francia de 1717 y el pacto vasco con la 
monarquía sobre el problema de la libertad de comercio y de las 

14 Op. cit. p. 113. 
15 Op. cit, pp. 123 y ss. 
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aduanas, que se alcanza en 1727), son, como señala MONREAL, 
eventos que dejaron una huella honda en la memoria colectiva, 
presagiando el cambio relacional e institucional que propiciaría la 
propia Corona. LARRAMENDI tuvo muy presente este cambio de 
rumbo mostrando su disconformidad, con el toque a rebato cara a 
las instituciones forales vascas56, a las que considera débiles en su 
obligada defensa de los fueros. 

III. EL ASALTO ANTIFORAL EN EL NUEVO SIGLO: DE 
LLORENTE A CANOVAS DEL CASTILLO 

Es un dato evidente que los vascos de este lado del Bidasoa 
tenían muy presente las circunstancias de la fulminante abolición 
foral, que implicó de inmediato el hecho revolucionario francés. 
Sólo desde ese entendimiento pueden explicarse posturas colecti-
vas que se expresarán bélicamente frente a las posiciones liberal-
unionistas en las guerras civiles del XIX. Como indicó en su famo-
so discurso ante las Cortes republicanas el 27 de mayo de 1932, 
Manuel AZANA17, porque la primera guerra carlista... que a 
todos nos han enseñado que era una guerra dinástica, no fue tal, 
sino una guerra de asimilación, no sólo en el sentimiento religioso 
más potente en las Vascongadas y desacreditado en Madrid por 
las políticas liberales, sino en el orden administrativo contra los 
fueros vizcaínos y las tradiciones vascongadas. En similares tér-
minos de fondo se había expresado anteriormente sobre este con-
flicto, Carlos MARX. 

El derrumbamiento de la línea del Bidasoa con ocasión de la 
guerra de la convención y la notable falta de entusiasmo de las mili-
cias forales, así como la toma de postura republicana de represen-
tantes forales guipuzcoanos, han sido las razones dadas para que 

16 Op. cit. p. 123. 
17 Con ocasión del discurso sobre el proyecto de Estatuto de Cataluña el 27 de 

mayo de 1932, recogido por E. GARCÍA de ENTERRÍA en su obra Sobre la 
Autonomía de Cataluña (Madrid. 2005). 
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GODOY programara la abolición de los fueros vascos en la medida 
de los posible. Incapaz de llevarla a cabo frontalmente, encargará al 
canónigo riojano Juan Antonio LLORENTE la demostración que 
jamás habían sido independientes las vascongadas, ni estaban por 
tanto unidas, según decían, con voluntarios pactos a la Corona. El 
omnipotente ministro quería, sin duda, antes de obrar, poner la 
razón de su parte (RODRIGUEZ FERRER18). 

La obra fundamental de LLORENTE publicada en 180619, 
se basará en el ataque directo al pactismo propio de la doctrina 
foral, destacando que los fueros no fueron más que el resultado de 
la gracia unilateral de los reyes y su fundamentación se hace con 
un acopio de documentación histórica considerable, aunque tam-
bién dotada de una innegable manipulación al servicio del objeti-
vo perseguido, tal como expone MONREAL. En su tarea de reba-
tir a autores como GARIBAY, LLORENTE afirmará que todo fue 
conquista por las armas, procediendo los reyes como dueños 
absolutos y soberanos libres del país. En síntesis conclusiva, no 
existió una presunta y privativa libertad republicana y por ello, no 
se produjeron pactos de ninguna clase. El Derecho de Guipúzcoa 
se debía a la generosidad de los reyes, que tuvieron en cuenta para 
ello, la pobreza del país y los servicios prestados. Ni más ni 
menos. 

La caída de GODOY y la propia ocupación francesa del 
territorio cortará el hilo del ataque foral, cuyo cuestionamiento se 
reanudará después de la primera guerra carlista, que por cierto 
poca consecuencia inmediata significó para el sistema de los fue-
ros dejado a salvo después de la guerra. Sí que cabe mencionar, 
que con ocasión de la ley de modificación de los fueros de Navarra, 
de 16 de agosto de 1841, para una parte de la doctrina navarrista 
(la que constituye el posterior cuarentaiunismo según JIMENO 

18 Las Vascongadas, su País, su lengua y el príncipe L.L. BONAPARTE...con una 
introducción del Excmo. Sr. D, Antonio CANOVAS del CASTILLO. Madrid. 1873. 

19 Sobre el canónigo riojano, me remito al manuscrito que sobre LLORENTE ha 
escrito MONREAL (de inminente publicación). 
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JURIO20), fue ésta una norma paccionada siguendose así la trayec-
toria foral. 

Sin embargo en este siglo aciago para el sistema foral inter-
vasco, el paso de las palabras a los hechos se iba a cumplimentar 
con el mazazo antiforal, consecuencia de la triste aventura en la 
que se embarca el País en la segunda carlistada. La sombra de 
CÁNOVAS y de su expresión predilecta la razón de la fuerza, se 
virtualiza en la ley abolitoria de 21 de julio de 1876, con el ejérci-
to de operaciones del norte ocupando el suelo vasco y el general 
QUESADA disolviendo instituciones21. 

Es en esta época sin embargo, cuando se renueva como teo-
ría el secular pactismo vasco (Manuel MONTERO22), en las 
fechas finales del siglo. La bandera la recogerán los fueristas libe-
rales, sobre todo los denominados intransigentes. Tal vez su expo-
nente máximo fue Fidel de SAGARMÍNAGA, quien ostentó el 
título de Diputado General de Vizcaya en las fechas de 1876-78. 
En su amplia obra histórico-jurídico-política, recientemente estu-
diada por G. MONREAL23, se reafirma en el poder originario de 
autogobierno y de soberanía, aunque ésta sea parcial del régimen 
foral. La noción de Pacto emerge de inmediato desde la afirma-
ción de un poder legislativo compartido, expresado a través del 
pacto permanente. Con referencia a Vizcaya, señala que su siste-
ma político descansaba sobre dos pilares: posee el Señorío una 
Constitución política pacticia, fundada en el pacto entre el pueblo 
y el señor; el segundo pilar, tiene que ver con la condición del 
Señor uno de los solos sujetos del pacto, que actúa a su vez, como 
elemento de conexión con una realidad constitucional más 

20 En su obra La Segunda República en Navarra (1931-1936). Pamplona. Obras 
Completas. 2005. 

21 Sobre este momento, mi ponencia "El Derecho Público Vasco desde 1876 hasta 
el Estatuto de Gernika", en la obra colectiva Euskal Herria. Historia y Sociedad. 
Oiartzun. 1985, pp. 574 y ss. 

22 Lo cita en su obra Momentos Históricos. San Sebastián. 2003, p. 105. 
23 SAGARMÍNAGA (1830-94)... op.cit. 
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amplia, de tal modo que Vizcaya forma un Estado dentro de otro 
Estado. 

Sin cuestionar, sino muy al contrario, la identificación y vin-
culación vasca con España, reivindica SAGARMÍNAGA otro con-
cepto de Estado que fuera compatible con la libertad vasca. El ene-
migo es la voluntad canovista de reducir todos mis reinos a la 
uniformidad de unas mismas leyes, usos, costumbres y tribunales, 
gobernándose igualmente todos por las leyes de Castilla, en 
expresión recogida de Felipe V y asumido por el político andaluz. 

Siempre en contradicción con el Presidente CÁNOVAS, se 
preguntaba SAGARMÍNAGA, si no hay otros derechos de forma-
ción histórica en el Estado, anteriores incluso al propio Estado, que 
éste se halla obligado a amparar y proteger, perfilando así las 
bases, casi textuales, de lo que un siglo después será la Disposición 
adicional Io de la Constitución de 1978. 

SAGARMÍNAGA que se decantó por la unión de vasconga-
das y navarros formulando un solo pueblo dentro de la patria espa-
ñola, no llegó a los planteamientos de otro fuerista liberal y tam-
bién Diputado General en esta época, Juan de TELLITU Y 
ARTIÑANO24, que ante la hipótesis de superación de los desafue-
ros cometidos, presentaba la opción del reconocimiento incuestio-
nable (del) derecho de formar entre el Pirineo y el Ebro, un Esta-
do independiente, a la manera de una pequeña Suiza. 

Sabino ARANA y su proclamado independentismo bizkaita-
rra, culminará las batallas derivadas de la abolición foral, esta vez 
en otra dirección a la que no era ajena el fracaso como proyecto 
político del fuerismo liberal. 

No obstante, pese a la ausencia originaria en esta época de 
cualquier especie pactista -el País se hallaba bajo el estado de gue-
rra-, se pretendió por CÁNOVAS un arreglo mediante la fórmula 

24 Cita de este político en la ponencia de Iñaki AGIRREAZKUENAGA, "Consti-
tución y Estatuto: una reflexión sobre el futuro del País Vasco" en la obra colectiva El 
Estado Autonómico C.E.P.C. Madrid. 2006, p. 34. 
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de los conciertos económicos: el primero de ellos aprobado por 
Real Decreto de 13 de noviembre de 1877, fruto también del 
inexistente despliegue en el País Vasco de la Administración peri-
férica del Estado y por lo tanto, de su manifiesta incapacidad para 
constituir una auténtica hacienda recaudadora. El Concierto se 
constituye en un instrumento de mantenimiento de un residuo 
foral, si bien en el mero espacio de la descentralización adminis-
trativa. Paradójicamente, esta fórmula se apoyará, una vez más, en 
la idea de negociación y pacto con el poder central, siguiendo así 
con las tradiciones convencionales propias del foralismo si bien 
reducida al ámbito económico25. 

IV. EL NUEVO SIGLO: EL RECONOCIMIENTO POR EL 
BLOQUE DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL SIS-
TEMA PACTISTA FORAL 

El siglo XX alumbra la reivindicación a favor de la reinte-
gración foral plena, que aparece en diversos momentos de la tra-
yectoria política vasca de comienzos del siglo. A partir del mensa-
je de las Diputaciones vascas al Gobierno de Madrid, de 1917, al 
objeto estratégico mencionado se le añade, supletoriamente, la 
aprobación de un Estatuto de autonomía para el País Vasco auténti-
ca novedad en el decurso histórico. 

Es también conocido cómo basándose en los preceptos de la 
Constitución republicana de diciembre de 1931, se emitieron, des-
de instancias vascas, diversos proyectos estatutarios. Comenzando 
por el propio de la Sociedad de Estudios Vascos -con las cualitati-
vas enmiendas aprobadas en la asamblea municipal de Estella- de 

25 Un estudio reciente sobre el Concierto Económico en Gipuzkoa y el Estado. 
Relaciones fiscales y tributarias (1696-2005). Estudio Introductorio, Gregorio MON-
REAL ZIA; edición, selección de textos, fuentes y bibliografía, Roldán JIMENO 
ARANGUREN, Virginia TAMAYO SALABERRIA. San San Sebastián: Diputación 
Foral de Gipuzkoa, 2005. Incluye reprod. facs. de normas jurídicas, informes, etc.-
índice. 
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contenido interno, así como en relación al nivel de relación con la 
República, sumamente respetuoso con el hecho foral supérstite y 
auspiciador de un sistema pactista, claramente de tipo federal. 
Dato que no es predicable del único Estatuto que fue aprobado por 
las Cortes republicanas, el de octubre de 1936, Estatuto de guerra, 
cuyo mérito esencial fue la conformación de un gobierno de con-
centración que perduraría hasta la nueva transición política26. 

La Constitución de 1978 rompe con la tradición constitucional 
de práctica ausencia de mínimas referencias forales, puesto que como 
ha indicado Bartolomé CLAVERO27, no es caprichoso ni vano que 
aquel constitucionalismo decimonónico era característicamente 
nacionalista. Sólo en la Constitución de Bayona de 1808 existe un 
eco de la foralidad de los cuatro territorios mencionados nominal-
mente, sin que el resto constitucional se advierta mención alguna. 

Es perceptible que por los representantes vascos existían 
diferentes enfoques28 cara a la novedosa Constitución: 

a) El defendido por EE (que cuenta con Francisco LETA-
MENDIA como diputado y Juan Mari BANDRES como senador) 
que se centró en el testimonialismo, casi en solitario, de la reivin-
dicación del derecho de autodeterminación, sin que ello significara 
apostatar en la defensa de posiciones puntuales de autogobierno. 

b) La posición de HB, de abstención radical en todo este 
proceso, denunciando simultáneamente la reforma política. 

26 Sobre este proceso estatutario, mi libro El Estatuto Vasco. San Sebastián. 1976. 
Más desde una perspectiva histórica, Juan Pablo FUSI: El problema vasco en la H 
República (Madrid. 1979). 

27 En mi artículo "Nacionalismo confesadamente vasco y el inconfeso español" en 
la obra colectiva Foralismo, Derechos históricos y Democracia (BBV 1998, pp. 269 y 
ss.). Añade Bartolomé CLAVERRO (p. 276): Puede presumirse sin mayor problema 
que el nacionalismo propio es realidad constitucional, algo bueno, mientras que el 
ajeno se reduce a imaginación historiográfica, cosa mala. 

28 Sobre este momento y su reflejo en la Constitución, el libro El Partido 
Nacionalista Vasco ante la Constitución. Historia y alcance de unas negociaciones 
(Bilbao 1978). Sobre todo la obra de Virginia TAMAYO SALABERRIA: La 
Autonomía Vasca Contemporánea. Foralidad y Estatutismo (San Sebastián 1994). 
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c) La que puede denominarse el mareaje del Burgo, configu-
rado como una auténtica obsesión por colapsar cualquier preten-
sión que desde la minoría parlamentaria vasca pudiera formularse 
encaminada a posiciones conjuntas de los cuatro territorios. 

d) Finalmente, la defendida por el PNV de resurrección de 
las constantes forales, con el transfondo de la voluntad en la conse-
cución de un pacto. 

Es bien cierto que desde el estricto vasquismo político, la 
Constitución va a ser entendida como un escalón instrumental que 
debía permitir, más con sus silencios que con su componente escri-
to, el mayor autogobierno posible. Existía la convicción que la 
prueba de fuego auténtica debía de plantearse en el momento pos-
terior del Estatuto de autonomía, siendo en esta coyuntura la Cons-
titución la norma que estaba llamada a facilitar o al menos no 
imposibilitar, el mejor de los Estatutos posibles. 

Desde esta pretensión, el PNV establece una doble línea: la 
ortodoxa foral, incluía en ella el Pacto con la Corona, y en caso de 
que esta fracasara como era por demás previsible, plantear una 
segunda alternativa, más posibilista y neutra, que aludiera a los 
derechos históricos y el régimen foral. 

Expresión de la primera tendencia, fue la enmienda 689 al 
texto de la Constitución, presentada en el Congreso de los Diputa-
dos, que expresaba con fidelidad el secular componente de la tradi-
ción foralista. Por su pertenencia con las líneas anteriores, la repro-
duzco literalmente29: 

1. Se derogan las leyes de 6 al 19 de septiembre de 1839 y 
21 de julio de 1876, quedando, asimismo, sin efectos cuantas dis-
posiciones resulten incompatibles con la reintegración foral. 

2. Se devuelven a las regiones forales de Alava, Guipúzcoa y 
Vizcaya sus instituciones y poderes políticos originarios. 

M Texto en Virginia y Carlos TAMAYO SALABERRIA: Fuentes Documentales y 
Normativas del Estatuto Gernika (Vitoria. 1981). 
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3. Se renueva el Pacto foral con la Corona, manteniendo el 
Rey en dichos Territorios los títulos y facultades que tradicional-
mente hubieran venido ostentando sus sucesores. 

4. Las regiones forales mencionadas que así lo decidieran 
podrán formar parte de un único ámbito territorial, creando, de 
común acuerdo, las instituciones necesarias y conservando cada 
una de ellas las facultades que le sean propias y consideren opor-
tuno reservarse. 

5. Hasta que no se establezcan plenamente los órganos 
forales, el Consejo General Vasco u organismo foral competente 
ostentarán la iniciativa y capacidad necesarias para llevar a cabo 
la negociación con el Gobierno de la Corona, constitutiva de su 
régimen, funcionamiento y traspaso de facultades, cuyo resultado 
se sometería a refrendo popular. 

Ante las acusaciones de arcaísmo en el mencionado plantea-
miento pactista con una institución sin carácter representativo 
como venía a configurarse constitucionalmente la Corona, se res-
pondió, por su principal mentor Xabier ARZALLUZ, que la expre-
sión Corona equivalía, en términos de actualidad al Estado global. 
Argumentación que no impidió el contundente rechazo de los 
constituyentes, reacios a aceptar tan insólita fórmula, ciertamente 
recordatoria de posiciones preconstitucionales. Lo que obligaba a 
sacar a la luz pública, la segunda posibilidad de acuerdo. 

Antes de entrar en la misma, mencionar que la minoría vas-
ca consiguió determinados éxitos a lo largo y ancho del proceso 
constituyente. Puede así mencionarse el artículo 150.2 que fue sin-
tomáticamente llamado el precepto foral, así también la Disposi-
ción Transitoria 4o que estableció un único procedimiento para la 
incorporación de Navarra al sistema autonómico vasco, tan denos-
tado su texto en la actualidad por sectores navarristas. 

El núcleo duro de la confrontación, especialmente en el 
Senado, se situó en torno a lo que finalmente sería la Disposición 
Adicional Ia que en su última redacción quedaría de la siguiente 
manera: La Constitución ampara y respeta los Derechos históricos 
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de los territorios forales. La actualización general de dicho régi-
men foral se llevará a cabo en su caso, en el marco de la Constitu-
ción y de los Estatutos de autonomía. 

Es notoriamente perceptible en esta formulación, un fuerte 
componente liberal fuerista, incluso en su espíritu y en su letra; 
basta recordar a textos ya citados de Fidel de SAGARMÍNAGA. 
Sin embargo, la mención al marco para llevar a cabo la citada 
actualización (Constitución y Estatutos), fue el motivo esencial de 
discordia y la razón aludida por el PNV para abstenerse en el refe-
réndum constitucional, a diferencia de EE que se pronunció por el 
voto negativo. En todo caso, es preciso reconocer que, al margen 
juicios de valor, la Disposición adquirirá un fuerte protagonismo 
en todo decurso autonómico posterior. No en balde se trataba de 
tomarse en serio dicha Disposición. Como han señalado Miguel 
HERRERO y el llorado Ernest LLUCH30: o se la toma en serio, se 
le presta la lealtad debida, se interpreta correctamente según 
requieran las reglas de la hermeneútica jurídica y se sacan las 
oportunas consecuencias, o ponemos en tela de juicio la Constitu-
ción toda... 

Volviendo al principal interrogante: si con ocasión del even-
to constituyente y su plasmación en el texto constitucional, tuvo 
lugar el pretendido pacto en coherencia con la habitual reivindica-
ción, la respuesta pienso que debe ser evidentemente negativa. Por 
las instancias vascas se rechazó el carácter pacticio de la Constitu-
ción al menos desde el plano territorial vasco -sólo el 30% del cen-
so aprobó dicha ley de leyes-. Situación que forzaba a echar al res-
to en la segunda y decisiva partida: el inmediato Estatuto de 
autonomía promulgado en diciembre de 1979. 

El proceso de aprobación del que se denominó Estatuto de 
Gernika (por ser éste el lugar en el que se aprobó el proyecto por 
los parlamentarios vascos) o de la Moncloa (por ser en este palacio 

30 En su prólogo a la obra Foralismo, Derechos históricos y Democracia. Funda-
ción BBVA, 1998, p. 15. 
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dónde se coció finalmente), fue efectivamente una decurso difícil, 
pero que finalmente concluyó en un texto de consenso, salvo para 
los partidos Alianza Popular y Batasuna31. 

Señalar que la discusión y subsiguiente negociación se llevó 
en dos instancias diferentes y de forma simultánea: la prevista 
constitucionalmente en la Comisión correspondiente del Congreso 
de los Diputados entre una delegación de la Asamblea de parla-
mentarios vascos y otra del Congreso de los Diputados; y otra, la 
real y efectiva, que fue la desarrollada por las máximas instancias 
vasca y central: los presidentes SUAREZ y GARAIKOETXEA. 
Como conclusión hubo acuerdo, pero para llegar al mismo hubo 
que saltar determinados obstáculos, ceder en posiciones defendi-
das a ultranza y llegar a consensos que la praxis posterior revelaría 
como deficientes. 

Con la vista puesta en la posible reafirmación de un Pacto, si 
bien provisional o transitorio, aludiré a las respuestas que el texto 
estatutario proporcionaría a determinados aspectos controvertidos: 

a) Respecto del modelo territorial de la Comunidad Autóno-
ma, salió adelante el criterio de una sólida Comunidad Autónoma 
Vasca, al precio del desgajamiento navarro propiciada esta fisura 
por el Partido Socialista de Navarra; disponiendo el nuevo ente de 
unas potentes instituciones comunes y un conjunto esencialmente 
federal. Se establecieron así dos Comunidades, con una previsión 
existente en ambos Estatutos de formar una sola si así se decidía 
por las instituciones y se ratificaba por la sociedad. 

b) En cuanto al nivel competencial, la negociación se radica-
lizó en torno a las habitualmente más problemáticas: orden públi-
co, enseñanza, Concierto Económico, organización foral. Dos ins-
trumentos se acordarán para salvar la situación: el basamento de 
estas competencias en el apartado específico de la Disposición adi-
cional primera de la Constitución; y la generalización de unas 

51 Al respecto mi trabajo "Pacto Foral y Constitución (1978-1979)" en la Revista 
Gerónino de UZTARIZ (n° 20. Pamplona), pp. 152 y ss. 
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expresiones multirrepetidas del cariz de sin perjuicio, que trataban 
de mantener el texto original, salvando la exclusividad competen-
cial del Estado en base al artículo 149 de la Constitución. El resul-
tado no fue satisfactorio puesto que la colusión competencial cons-
tante en la primera praxis del Estatuto dio pie a una también 
persistente intervención del Tribunal Constitucional, de signo 
moderadamente centralista. 

c) Aceptación de la fórmula alavesa del concierto económi-
co, que tras las bases sentadas estatutariamente, se plasmaría en la 
ley del concierto económico único de 1981, que tan afortunada-
mente negociaran GARCIA AÑOVEROS y Pedro Luis URIAR-
TE. 

d) Expreso reconocimiento del sello pactado y del carácter 
dinámico de la autonomía, tal como aparecen reflejados en diver-
sas partes dispositivas del Estatuto y expresado con toda nitidez en 
la Disposición adicional del propio Estatuto: La aceptación del 
régimen de autonomía que se establece en el presente Estatuto, no 
implica renuncia del Pueblo Vasco a los derechos que como tal le 
hubieran podido corresponder en virtud de su historia, que podrán 
ser actualizadas de acuerdo con el ordenamiento jurídico. Desapa-
rición en este precepto de la alusión a la voluntad de autogobierno, 
que aparecía en el Proyecto de la Asamblea de parlamentarios vas-
cos. 

e) El Estatuto no estableció ningún sistema propio de garan-
tías del autogobierno, cuestión dejada por la Constitución en las 
exclusivas manos del Tribunal Constitucional. Inexistencia que 
prontamente supondrá la laminación centralista de partes substan-
ciales del contenido estatutario, como la magna obra de Virginia 
TAMAYO ha revelado muy recientemente32. 

32 En su monumental obra Autogobierno de Vasconia: Desarrollo y Crisis (1978-
2006). Documentos. San Sebastián: Edición a cargo de la Fundación para el Estudio 
del Derecho Histórico y Autonómico de Vasconia, Diputación Foral de Bizkaia. 2006. 
8 Vols. 
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Es claro que el Estatuto fue profundamente negociado, que 
las salidas adoptadas fueron propias de un compromiso, en ocasio-
nes apócrifo; que el posibilismo y el plantar los árboles del futuro 
fue una premeditada voluntad de las dos partes. 

Por ello se justifica la ratificación popular del proyecto esta-
tutario (un 53% del censo votaría afirmativamente). Luego, ante el 
interrogante inicial propio de toda esta ponencia, puede afirmarse 
que efectivamente existió un pacto político bilateral para relanzar 
el nuevo ente político. De tal modo que puede manifestarse que el 
Estatuto suponía la culminación normativa del proceso abierto con 
la transición política, reforzado por la Constitución, así como el 
texto dispositivo epigonal del consenso partidista; consenso, que 
por otra parte se esfumaría de seguido. 

Parecidas imágenes, aunque más atenuadas, pueden predi-
carse del Régimen Foral de Navarra, de 10 de agosto de 1982, 
norma en la que también es denotable una potente consistencia 
pactista33. Una buena muestra de esta línea se encuentra en su artí-
culo 45 y) referido al Convenio Económico: Dada la naturaleza 
paccionada de los Convenios económicos, una vez suscritos por 
el Gobierno de la Nación y la Diputación, serán sometidas al 
Parlamento foral y a las Cortes Generales para su aprobación 
mediante ley orgánica. De nuevo emerge el concepto de naturale-
za paccionada. 

En suma y como indicaría posteriormente el Tribunal Cons-
titucional (Sentencia de 26 de abril de 1988)34, el Estatuto de auto-
nomía del País Vasco era a un tiempo, expresión del derecho a la 
autonomía que la Constitución reconoce a la nacionalidad y expre-
sión asimismo actualizada del régimen foral secular. 

33 Sobre este Estatuto, por todas, la obra colectiva Derecho Público Foral de 
Navarra. El amejoramiento del Fuero (Madrid. 1992). 

34 Un análisis de esta Sentencia ciertamente capital, en Iñigo LAMARCA: 
Algunas reflexiones en torno a la Sentencia del Tribunal Constitucional sobre la LTH 
en la Revista Vasca de Administración Pública, n° 21 (1988), pp. 123-142. 
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V. LA HORA DE LAS REFORMAS ESTATUTARIAS: ES-
CENIFICACIÓN DE UN FRACASO 

El nuevo siglo XXI alumbra dos realidades bien diferentes: 
la consecución de la mayoría absoluta por el Partido Popular, que 
se lanzará de la mano del presidente Aznar, a una política aguda-
mente centralista; pero de forma simultánea, emerge la reivindica-
ción de unos nuevos Estatutos que reemplazaran a los promulga-
dos en la final de la transición políticas. Vascos y catalanes 
encabezan una vez más esta pretensión con suerte ciertamente dis-
tinta. 

En el supuesto del País Vasco, el programa a desarrollar apa-
recía de forma explícita en la Conferencia que dio el Lehendakari 
IBARRETXE en el Club Siglo XXI de Madrid, pronunciado el 23 
de marzo de 200035. En lo que concierne a esta ponencia, IBA-
RRETXE definirá en clave de convivencia... por buscar un punto 
de encuentro para lograr la normalización política definitiva y la 
convivencia en el seno de la propia sociedad vasca y entre el Pue-
blo Vasco y España. 

Sirviéndose del reconocimiento de unos derechos históricos 
persistentes, el Lehendakari reclamaba el derecho de la ciudadanía 
vasca para decidir Ubre y democráticamente su propio futuro, 
incorporando, en su caso, mediante un nuevo Pacto con el Estado, 
la decisión de la sociedad vasca. 

En coherencia con esta posición el 25 de octubre de 2002, el 
Gobierno Vasco tripartito aprobaba y remitía al Parlamento una 
denominada Propuesta política para la convivencia, que, sin entrar 
en su análisis, suponía la reafirmación del Pacto, a través de una 
sorprendente similitud con lo que deseaba para Vasconia el fueris-
mo liberal (MONREAL36). 

15 Texto en Virginia TAMAYO: Autogobierno de Vasconia...op. cit. Vol. II, p. 19. 
36 En su ponencia La base foral..., p. 122. 
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Centrándonos en la consecuencia lógica de la Propuesta37, 
el 25 de octubre del 2003, el Gobierno Vasco enviaba al Parlamen-
to un proyecto denominado Propuesta de Estatuto Político de la 
Comunidad de Euskadi. Es conocido que este proyecto de reforma 
estatutaria tras superar la exigencia de la mayoría absoluta del Par-
lamento Vasco (30 de diciembre del 2004), resultó finalmente 
rechazado, sin entrar en negociación alguna, por el Congreso de 
los Diputados el 1 de febrero del 2005. 

En el Preámbulo de este proyecto de reforma estatutaria se 
perfilaba el nuevo pacto político que debía suceder al formalizado 
en 1979. Reproduzco los dos últimos párrafos de su Preámbulo: 

Como parte integrante del Pueblo vasco, los ciudadanos y 
ciudadanas de la actual Comunidad Autónoma de Euskadi, inte-
grada por los Territorios de Araba, Bizkaia y Gipuzkoa, en el ejer-
cicio de nuestra voluntad democrática y en virtud del respeto y 
actualización de nuestros derechos históricos recogidos en el 
Estatuto de Gernika y en la Constitución española, manifestamos 
nuestra voluntad de formalizar un nuevo pacto político para la 
convivencia. 

Este pacto político se materializa en un nuevo modelo de 
relación con el Estado español, basado en la libre asociación y 
compatible con las posibilidades de desarrollo de un Estado com-
puesto, plurinacional y asimétrico. 

No parece oportuno, en los limitados ámbitos de esta ponen-
cia, analizar la propuesta del Parlamento Vasco. Sí señalar que en 
coherencia con el Preámbulo, se proponía un sistema novedoso de 
relación con el Estado, a través de un acendrado bilateralismo y del 
establecimiento de un sistema de garantías del autogobierno que 
impidiera el colapso autonómico, tal como había sucedido con el 
de 1979. 

37 El siguiente decurso lo he analizado en el artículo "El País Vasco", en la obra 
colectiva sobre La Reforma estatutaria en "Monografía de la Revista Aragonesa de 
Administración Pública", 2005, pp. 177 y ss. 
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Que este proyecto no fue el único lo revela la presentación 
de otras dos iniciativas: una de Ezker Batua, cuyo título es sufi-
cientemente expresivo: Estatuto para una Comunidad federada 
vasca al Estado federal español y otra, del Partido Socialista de 
Euskadi titulada Bases para la Actualización y Reforma del Esta-
tuto de Autonomía. Este último que pretendía vertebrar y desarro-
llar una comunidad nacional de ciudadanos, trataba de conseguir 
la recuperación y renovación del pacto estatutario de 1979. Una y 
otra propuesta, de indudable mérito en cuanto a la extensión del 
autogobierno, tienen el déficit de no haber pasado el nivel de pre-
sentación a los medios de comunicación, sin que ni uno ni otro fue-
ran enviadas al Parlamento, al menos hasta el presente. 

Sin embargo, a partir de estas fechas, el problema priorita-
rio, sino exclusivo, para las instancias políticas vascas será la 
obtención de la paz. Ante este objetivo, las demás cuestiones 
adquieren una considerable dosis de accesoriedad. De esta mane-
ra se entiende que en el debate sobre política general del parla-
mento, celebrado el 22 de septiembre de 2006, el discurso del 
Lehendakari versará básicamente sobre el proceso de paz; cuando 
aborda otros temas cara a un nuevo Acuerdo, se limita a manifes-
tar la existencia de la Propuesta aprobada democráticamente por 
la mayoría absoluta de esta Cámara que contiene, sin perjuicio 
de otras reflexiones e ideas que pueden proponer las demás, bases 
importantes para alcanzar un Acuerdo de Normalización Política. 

Reclamaba el Lehendakari el respeto institucional que 
merecía esa Propuesta, pero no la activaba en espera de tiempos 
mejores. Tiempos en que necesariamente, se ha de plantear el 
espíritu constituyente de imaginación, transacción y consenso, tal 
como requirieron LLUCH y HERRERO de MIÑÓN38, tan profun-
damente lejano de la dura actualidad interpartidista. 

Mientras tanto los sucesivos Estatutos comienzan a salir a la 

38 En el Prólogo a la obra colectiva Derechos Históricos y Constitucionalismo útil 
(Fundación BBVA. 2000, p. 17). 
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luz pública y el correspondiente del País Vasco dormita con el sue-
ño de lo aparentemente imposible. El tren de la modernización 
estatutaria parece pasar de largo en las estaciones vascas. 

VI. DEDUCCIONES 

Seguramente que LLORENTE y su copiosa documentación 
tuvo razón: la unión de los territorios vascos a la Corona de Casti-
lla fue realizada no voluntariamente, sino por la fuerza de las 
armas. No obstante el pase de la conquista al pacto como origen de 
la relación monarquía-territorios vascos, se realizó con una inespe-
rada prontitud, no sólo en los apologistas del foralismo que intere-
sadamente plantearon la construcción pactista como explicación 
de un sistema de autogobierno en relación con la Corona, sino tam-
bién por los propios monarcas que llevan a cabo la jura formal de 
los fueros, e incluso formalmente avalan (Felipe IV, por ejemplo) 
la construcción pactista. 

Construcción de un sistema orgánico, competencial, político, 
incluso judicial, que se basa substancialmente en ese original pacto 
con la Corona, prorrogado por los sucesivos herederos reales. Se 
edifica así un edificio de innegable modernidad. Como revela la 
cualificada pluma de Bartolomé CLAVERO39: el derecho consuetu-
dinario vascongado (fue) de fondo inequívocamente federal. Fede-
ralismo antes de tiempo, que suponía un bilateralismo relacional y 
el respeto mutuo en los correspondientes ámbitos territoriales, sin 
que durante siglos y desde la edad media, se adviertan choques o 
tensiones entre la Corona y las instituciones vascas. 

Se explica de este modo la satisfacción vasca a lo largo de la 
edad moderna en pertenecer a la corona de Castilla. GARIBAY, 
uno de los mayores contribuyentes a la mitología vasca y a la 
defensa de la global foralidad, se consideraba, sin problema algu-

39 Trabajo titulado "Historia y Autonomía: Federalismo anónimo en la Constitu-
ción de España" en la Revista de Occidente, 229 (junio 2000), p. 20. 
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no, el más español de los españoles. La lealtad vasca a la monar-
quía castellana y después española, será por demás evidente, inclu-
so cuando los hechos violentos civiles pudieron ir en contra de los 
intereses vascos (léase guerras de las Comunidades o la de la sece-
sión), y la posición favorable a la Corona que tomaron las institu-
ciones y la propia población vasca40. 

Convivencia sin contrapuntos que duró mientras duró una 
consideración respetuosa par los territorios vascos de la monar-
quía, lo que nos llevaría a poner un tope temporal en la distensión, 
con la nueva dinastía de los Borbones. El siglo de las luces es tam-
bién la época de la centralización ilustrada, y los fueros vascos, 
aunque perviven al expolio del Decreto de Nueva Planta, son pues-
tos en cuestión. Las primeras rebeliones vascas (la Matxinada) 
revelan el fin de un período de paz y convivencia. 

La política asimilista del Estado español se inaugura propia-
mente en el siglo XIX, como reseña Manuel AZAÑA41. Las aventu-
ras carlistas en las que se embarca una buena parte de la población 
vasca, motivará, no sin fundamento, el ataque frontal al sistema 
foral y en un punto final, su completa abolición. La alternativa del 
Concierto económico en la Restauración será una pequeña tabla a la 
que se agarran las Diputaciones vascas en el naufragio, cuyo aside-
ro persistirá con el mantenimiento en el imaginario colectivo de un 
pasado histórico de autogobierno. 

En realidad desde esas fechas y ya para el futuro hasta la 
actualidad, se entró en un proceso de centralización y de margina-
ción de las realidades infraestatales. Faltó la visión de los Austrias 
de mantener su reino unido mediante el reconocimiento de los 
otros, que eran las viejas estructuras territoriales. Primó la política 

40 Koldo MITXELENA (Entre Nosotros, p. 36) señala el hecho indiscutible con-
siste en que se perdió en 1833 la intuición que hasta entonces las había guiado (a los 
vascos) para apoyar con pleno acierto al bando que había de resultar vencedor en las 
contiendas civiles españolas. 

41 Mención en su discurso ya citado en las Cortes constituyentes republicanas. 
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unitaria al servicio de una no menos unitarista concepción del poder 
político. Qué lejos de aquella concepción que KAPUSCINSKI42 

expuso refiriéndose al viejo Egipto: el hecho diferencial sólo está 
ahí para subrayar la unidad en toda su plenitud y riqueza. La uni-
dad centralizadora primó y no solo en épocas de dictadura. 

Cuando el fuerismo liberal y su sucedáneo presente en los tex-
tos de IBARRETXE pretenden la inserción amable en el Reino de 
España, aunque con un máximo de autogobierno y una nueva rela-
ción con las instancias centrales, se denigran sus proyectos con la 
acusación de rupturismo, inconstitucionalidad, cuando no de separa-
tismo. Fracasada la iniciativa parece que el problema vasco ha dejado 
de existir y de preocupar, al menos para las mentes centralistas. 

Y sin embargo, como he señalado en otro lugar43, tarde o 
esperemos que temprano, conseguido el final de la violencia terro-
rista, habrá llegado la hora del deseado acuerdo para la convivencia. 
Mediante la correspondiente negociación con el Estado (como ha 
señalado HERRERO44 el paranoico no negocia jamás y el prepoten-
te -algo que rima con impotente- tampoco) y asumiendo la cultura 
del pacto como una señal de identidad -y no solo histórica- de este 
pueblo, se puede llegar finalmente a buen puerto. Que las incerti-
dumbres de la actualidad, no impidan la visión de la frondosidad de 
un pasado y un presente tan propio como singular y que el Pacto 
definitivamente signifique la salida de un permanente conflicto. 

José Manuel Castells Arteche 
Oñati, 14 de marzo de 2007 

42 Cita de su magnifica obra Viajes con Herodoto, Madrid. 2004, p. 120. 
43 En mi libro El hecho diferencial de Vasconia. Evidencias e incertidumbres. San 

Sebastián: Fundación para el Estudio del Derecho Histórico y Autonómico de 
Vasconia, 2007, Cuadernos de Autogobierno de Vasconia, 1. 

44 En su prólogo (p. 8) a la obra de Xabier EZEIZABARRENA: La Ciaboga infi-
nita. Una visión política y jurídica del conflicto vasco (Zarautz. 2005). 
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